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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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3

PRÓLOGO
 

El informe que sigue presenta los resultados del Estudio sobre Situaciones de Violencia 
Institucional hacia Mujeres Trabajadoras Sexuales y Vulneración de Derechos que reali-
zamos desde la Red de Mujeres Trabajadores Sexuales de Latinoamérica y el Caribe (Red-
TraSex) durante el 2015 y 2016.

Si bien en ninguno de los países que integran la RedTraSex el trabajo sexual autónomo 
está prohibido expresamente, tampoco existe una regulación clara que lo reconozca 
como tal con sus respectivos derechos y obligaciones. Sin embargo, en todos ellos existen 
normas y leyes que criminalizan acciones relacionadas con el trabajo sexual. Esto es lo 
que genera las condiciones para la represión policial, la violencia institucional y la dificul-
tad de acceso a servicios básicos de salud y de justicia para nuestro sector. 
Con esta investigación nos propusimos analizar el tratamiento que dan las leyes y norma-
tivas al conjunto de situaciones vinculadas al trabajo sexual, y dar espacio a las propias 
voces de las compañeras trabajadoras sexuales, para que relaten sus experiencias cotidia-
nas de estigma y discriminación, por su condición de mujeres y por ser trabajadoras 
sexuales. Que relaten las múltiples situaciones en que sufren violencia física, psicológica 
y sexual, tanto las que trabajan en la calle y otros espacios abiertos como en los espacios 
cerrados. Las vivencias permanentes de coacción y extorsión en que desarrollan su traba-
jo, las detenciones ilegales, las deplorables condiciones de los lugares de detención y los 
abusos que padecen en esos lugares. 

También relataron sus experiencias con los distintos funcionarios que integran el Poder 
Judicial, que en lugar de facilitarles el acceso a la justicia por las violaciones de sus dere-
chos, o en casos de violencia de género o conflictos por la tenencia de sus hijos, refuerzan 
la discriminación, protegiendo a las fuerzas policiales, desalentando y obstaculizando el 
desarrollo de los procesos judiciales, discriminándolas y haciéndolas objeto de aún más 
violencia. 

Las mujeres trabajadoras sexuales mayores de edad que ejercemos este trabajo por deci-
sión propia nos sentimos parte de la clase trabajadora, el estado debe garantizar la igual-
dad de derechos respecto al resto de los y las trabajadores. Por ello pensamos que es 
imprescindible que los legisladores y funcionarios públicos conozcan las situaciones de 
violencia institucional que sufrimos como consecuencia directa de la ausencia de una 
regulación clara y de una protección legal de nuestro trabajo y  así encaremos en conjunto las 
acciones necesarias para solucionar esta situación de injusticia, discriminación y exclusión. 

Los testimonios volcados en estas páginas les permitirán conocer la cruda realidad de las 
condiciones en que realizamos nuestro trabajo y que motiva nuestra incesante lucha por 
mejorarlas, por el único camino posible que es el reconocimiento integral de nuestros 
derechos. NO SOMOS EL PROBLEMA, SOMOS PARTE DE LA SOLUCIÓN.

Elena Reynaga
Secretaria Ejecutiva

RedTraSex
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el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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INTRODUCCIÓN

Investigaciones anteriores han mostrado que el contexto legal y político de cada país 
influye de manera directa en las formas y condiciones en que se ejerce el trabajo sexual 
(RedTraSex, 2013 ). 

Pese a los matices entre los países de la región, en todos ellos existen normas y códigos 
legales que criminalizan acciones relacionadas con el trabajo sexual. Esto genera un 
marco de legitimidad para la represión policial, la violencia institucional y la dificultad de 
acceso a servicios básicos de salud y de justicia, generando un cerco de clandestinidad 
alrededor del trabajo sexual (TS) que aumenta el estigma e incrementa la vulnerabilidad 
de las mujeres trabajadoras sexuales para el ejercicio de sus derechos. 

Por su parte, la vulnerabilidad en la que está inmerso el ejercicio no regulado de este 
trabajo ubica a las mujeres trabajadoras sexuales (MTS) en un espacio de marginalidad 
que las obliga a aceptar condiciones laborales inseguras y hasta violentas. La actividad 
del trabajo sexual es clandestinizada en la mayor parte de los países de la región, aun 
cuando su ejercicio no esté penado directamente por la ley. 

Con el fin de llenar un vacío de conocimiento, la RedTraSex planificó la realización de este 
estudio de modo de contar con una descripción y sistematización de las situaciones de 
violencia institucional que viven las trabajadoras sexuales en los 14 países donde la Red-
TraSex está presente. En este sentido, el estudio tiene como objetivo analizar las situa-
ciones de vulnerabilidad a la que están expuestas las mujeres trabajadoras sexuales a la 
luz del marco normativo y legislación regulatoria del trabajo sexual, focalizando en situa-
ciones de abuso de autoridad y violencia institucional, por parte de fuerzas de seguridad 
y agentes de justicia. 

El supuesto de esta investigación es que la ausencia de una normativa clara en relación 
al trabajo sexual habilita la implementación de procedimientos por parte de las fuerzas 
de seguridad y agentes de justicia que vulneran los derechos de las trabajadoras sexua-
les y que se traducen en prácticas de violencia institucional que incrementan el estigma 
y la discriminación e impiden el ejercicio de derechos de las mujeres trabajadoras sexuales. 

Agradecemos a las compañeras trabajadoras sexuales que participaron con el testimo-
nio de sus experiencias, colaborando así a la construcción de conocimiento y la posibili-
dad de incidir para transformar estas situaciones de injusticia cotidiana.  

  1Estudio sobre la Incidencia y la Participación Política de las mujeres trabajadoras sexuales en América Latina y el Caribe. Redtrasex. 2013

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN

Violencia Institucional
El concepto de violencia institucional refiere, en la definición más consensuada entre los organismos de 
derechos humanos a nivel internacional, a “prácticas estructurales de violación de derechos, desarrolla-
das (por acción u omisión) por funcionarios pertenecientes a fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, 
servicios penitenciarios y efectores de salud, así como también operadores judiciales, en contextos de 
restricción de autonomía y/o libertad”2.
De esta definición y a los efectos de este estudio es importante remarcar que se trata de:

● Prácticas estructurales, es decir que no pueden ser abordadas como transgresiones individuales 
o puntuales (que podrían darse marginalmente) sino que se reconoce su recurrencia y sostenibili-
dad en el tiempo.
● No son desarrolladas por cualquier funcionario público sino por aquellos que tienen la potestad 
o prerrogativa del uso de la fuerza o coerción.
● Este uso de la fuerza o coerción tiene múltiples modalidades, no involucra sólo la fuerza física, 
sino también la amenaza (real o potencial) de uso de la fuerza y/o de los resortes institucionales y 
prerrogativas que disponen o se les adjudica.
● Se entiende la autonomía en términos de respeto integral por la dignidad de la persona, derecho 
a no sufrir interferencia y deber de no coartar las decisiones individuales. Por su parte, nos referi-
mos a la libertad en términos de facultad de obrar (y de no hacerlo) de una manera o de otra, inclu-
yendo la libertad para tomar decisiones respecto de su vida, la libertad ambulatoria, de expresión, 
de reunión, entre otras.  

Este tipo de violaciones a los derechos humanos tiene en general como protagonistas  a personas y grupos 
de personas marcadas por determinadas características como la condición socioeconómica precaria, el 
encierro, las afecciones en la salud mental, la edad, el género, la identidad sexual, la migración irregular, 
entre otros. Las personas y grupos de personas que resultan mayormente victimizadas por las prácticas 
que estamos analizando suelen, adicionalmente,  encontrar numerosas restricciones para acceder a una 
protección efectiva por parte de la administración pública y el sistema de justicia.

Cabe señalar como un aporte más específico, y de suma utilidad para el análisis de la vulneración de dere-
chos que sufren las trabajadoras sexuales la definición de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra 
las mujeres3 , a las que se entiende como “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femeni-
no que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se produ-
cen en la vida pública como en la vida privada” y que explícitamente menciona como uno de los ámbitos 
en que se desarrolla la violencia física, sexual y sicológica que es perpetrada o tolerada por el Estado, 
dondequiera que ocurra, es decir, la violencia institucional . 

Esto nos lleva a interrogarnos acerca de la invisibilización de la violencia de género, en este caso la violen-
cia institucional, cuando la víctima es una trabajadora sexual.  Las situaciones de violencia, desde hostiga-
mientos, amenazas y maltrato, pedido de coimas, detenciones indiscriminadas y arbitrarias, torturas y 
muerte, que sufren las MTS por parte de la policía y fuerzas de seguridad, y la inacción de los ámbitos 

políticos y judiciales al respecto, no son en general tenidos en cuenta como violencia de género por ningu-
no de los organismos de políticas públicas que trabajan la temática. Se suele considerar que la violencia 
es habitual al ejercicio del trabajo sexual y está naturalizada.
La erradicación de todas las formas de violencia requiere del impulso de políticas para combatir y eliminar 
la impunidad en todos los ámbitos involucrados, el fortalecimiento de los sistemas judiciales y de las 
políticas de derechos humanos e inclusión social.

En este sentido, la negación del derecho de las MTS a que su actividad sea regulada y se les reconozcan 
todos los derechos que tiene el resto de los trabajadores por parte de los actores políticos y sociales 
también se constituye en una situación de violencia institucional.  

La pertenencia de las trabajadoras sexuales a la clase trabajadora
En todas las sociedades latinoamericanas, la dominación colonial blanca y europea marcó desde el siglo 
XVII y XVIII una impronta muy fuerte de exclusión de las comunidades originarias y posteriormente de la 
población africana traída al continente para servir como esclavos, que persiste en nuestras sociedades 
aún después de los procesos de la independencia y la consagración de derechos liberales en las constitu-
ciones y legislación. De esa tradición de pensamiento provienen las figuras que aparecen aún en muchas 
normativas de estos países, tales como las de “vagancia”, “merodeo”, “vagos y mal entretenidos”, “escán-
dalo en la vía pública”, “atentado a la moral y las buenas costumbres” que permiten a las fuerzas de segu-
ridad perseguir y maltratar a personas que son consideradas de “menor valor y de conducta sospechosa”, 
que se requiere apartar de las zonas de residencia de los “buenos vecinos”. Muchas de estas figuras 
legales, aún después de haber sido derogadas las normativas respectivas, siguen siendo utilizadas para 
justificar el acoso a las MTS por parte de la policía. 

Esas prerrogativas de clase se mantuvieron también durante los siglos XIX y XX, a lo que se sumó, sobre 
todo en los países sudamericanos, la distinción entre los trabajadores inmigrantes de Europa con respecto 
a los indios, criollos, negros y mulatos. Incluso de algún modo los trabajadores urbanos industriales que 
se organizaron sindicalmente desde aquel período se auto percibieron durante mucho tiempo como 
superiores a los habitantes del interior de los países y migrantes internos que desarrollan su labor en el 
campo o en ocupaciones de baja calificación, en el sector informal de la economía. Los procesos de indus-
trialización que se dieron con mayor o menor alcance en estos países incorporaron a muchos de esos 
migrantes internos y se amplió la adscripción sindical.  En otros países, con economías de mayor predomi-
nio de actividades primarias, también se expandió la constitución de asociaciones de trabajadores del 
campo o la minería. Posteriormente, el ajuste neoliberal de fines del siglo XX y comienzos del XXI, con su 
carga de pobreza, desigualdad, desempleo en el sector industrial, ampliación y diversificación de área de 
los trabajadores informales, así como la transformación tecnológica de la producción agraria y minera, 
contribuyeron a generar una confluencia estratégica entre estos diferentes sectores del pueblo en lucha 
por sus demandas que aún está en pleno desarrollo, y que configura un gran potencial para el logro de 
derechos más universales. 

En el marco de este proceso, surgen las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales en muchos 
países de Latinoamérica y el Caribe, reivindicando el trabajo sexual como tal y exigiendo el respeto de 
todos los derechos a las personas que lo ejercen libremente y por decisión propia. Su aparición, y su 
demanda de sindicalización y de incorporación a las centrales sindicales de los distintos países, por la 
connotación de cuestionamiento a la moral y los estereotipos de género vigentes, tanto como a las 
categorías habituales de actividad laboral, representa un desafío para la clase trabajadora (tanto para 
varones como para mujeres) y sus organizaciones. 

2 Guía para la caracterización de hechos o situaciones de violencia institucional, Unidad de Registro, sistematización y Seguimiento de Hechos de Tortura, 
Desaparición Forzada de Personas y otras Graves Violaciones a los Derechos Humanos, Secretaría de Derechos Humanos, Buenos Aires, 2014)
3 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, Resolución aprobada por la Asamblea General de la ONU el 23 de febrero de 1994, 
A/RES/48/104 (http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/48/104).

Pero la tarea de estas organizaciones de MTS es aún más importante hacia adentro del sector, al convocar 
a las trabajadoras sexuales, tanto de espacios abiertos como cerrados, a reconocerse como trabajadoras 
y unirse en torno a las reivindicaciones comunes, dejando de lado o superando los enfrentamientos y 
rivalidades que suelen protagonizar en el desarrollo de la actividad, y enfatizando valores solidarios y de 
construcción colectiva. 

DESCRIPCIÓN DEL ESTUDIO 
La RedTraSex se ha planteado profundizar en las condiciones que caracterizan y determinan hechos de 
violencia institucional sobre las MTS en la región para con ello poder avanzar, no sólo en elevar y visibilizar 
la voz de las trabajadoras sexuales ante los Estados Nacionales y organismos internacionales con compe-
tencia en la materia para garantizar el respeto de los derechos humanos fundamentales (DDHH), sino 
también poner de manifiesto, a partir de los procesos que en este estudio se describen, alternativas de 
acción para contribuir a minimizar las situaciones de violencia institucional hacia las mujeres en general y 
hacia las trabajadoras sexuales en especial.

Objetivo General
Analizar las situaciones de vulnerabilidad a las que están expuestas las mujeres trabajadoras sexuales a la 
luz del marco normativo y legislación regulatoria del trabajo sexual, que legitima situaciones de abuso de 
autoridad y violencia institucional por parte de fuerzas de seguridad y agentes de justicia, y que impide el 
cumplimiento y ejercicio de los derechos de las MTS. 

Objetivos específicos:
1. Describir el marco legal y normativo que afecta el trabajo sexual y las condiciones en las que se 
ejerce e identificar las normativas específicas a las que apelan los funcionarios del Estado para 
proceder en relación a las MTS. 
2. Describir las consecuencias de ese marco legal en el ejercicio del trabajo sexual, focalizando en 
situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y discriminación por parte de las fuerzas 
de seguridad y agentes de justicia.
3. Describir los procedimientos que se llevan adelante para la implementación de protocolos o del 
marco legal relacionado al ejercicio del trabajo sexual.
4. Identificar los actores involucrados en la implementación de los protocolos o normativas especi-
ficando roles, tareas a su cargo y normativas a las que apelan en su proceder. 
5. Describir situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y derechos vulnerados de las 
MTS por parte de las fuerzas de seguridad o integrantes del sistema judicial.
6. Identificar prácticas habituales de violencia institucional por parte de las fuerzas de seguridad y 
agentes de justicia.
7.Identificar cambios en las prácticas que es necesario instrumentar para el cumplimiento de dere-
chos tanto en las fuerzas de seguridad como en el sistema judicial.

Metodología del estudio
El estudio se realizó en los 14 países en donde trabaja la RedTraSex tal como se señala en la tabla siguien-
te, divididos por sub-regiones:

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN

Violencia Institucional
El concepto de violencia institucional refiere, en la definición más consensuada entre los organismos de 
derechos humanos a nivel internacional, a “prácticas estructurales de violación de derechos, desarrolla-
das (por acción u omisión) por funcionarios pertenecientes a fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, 
servicios penitenciarios y efectores de salud, así como también operadores judiciales, en contextos de 
restricción de autonomía y/o libertad”2.
De esta definición y a los efectos de este estudio es importante remarcar que se trata de:

● Prácticas estructurales, es decir que no pueden ser abordadas como transgresiones individuales 
o puntuales (que podrían darse marginalmente) sino que se reconoce su recurrencia y sostenibili-
dad en el tiempo.
● No son desarrolladas por cualquier funcionario público sino por aquellos que tienen la potestad 
o prerrogativa del uso de la fuerza o coerción.
● Este uso de la fuerza o coerción tiene múltiples modalidades, no involucra sólo la fuerza física, 
sino también la amenaza (real o potencial) de uso de la fuerza y/o de los resortes institucionales y 
prerrogativas que disponen o se les adjudica.
● Se entiende la autonomía en términos de respeto integral por la dignidad de la persona, derecho 
a no sufrir interferencia y deber de no coartar las decisiones individuales. Por su parte, nos referi-
mos a la libertad en términos de facultad de obrar (y de no hacerlo) de una manera o de otra, inclu-
yendo la libertad para tomar decisiones respecto de su vida, la libertad ambulatoria, de expresión, 
de reunión, entre otras.  

Este tipo de violaciones a los derechos humanos tiene en general como protagonistas  a personas y grupos 
de personas marcadas por determinadas características como la condición socioeconómica precaria, el 
encierro, las afecciones en la salud mental, la edad, el género, la identidad sexual, la migración irregular, 
entre otros. Las personas y grupos de personas que resultan mayormente victimizadas por las prácticas 
que estamos analizando suelen, adicionalmente,  encontrar numerosas restricciones para acceder a una 
protección efectiva por parte de la administración pública y el sistema de justicia.

Cabe señalar como un aporte más específico, y de suma utilidad para el análisis de la vulneración de dere-
chos que sufren las trabajadoras sexuales la definición de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra 
las mujeres3 , a las que se entiende como “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femeni-
no que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se produ-
cen en la vida pública como en la vida privada” y que explícitamente menciona como uno de los ámbitos 
en que se desarrolla la violencia física, sexual y sicológica que es perpetrada o tolerada por el Estado, 
dondequiera que ocurra, es decir, la violencia institucional . 

Esto nos lleva a interrogarnos acerca de la invisibilización de la violencia de género, en este caso la violen-
cia institucional, cuando la víctima es una trabajadora sexual.  Las situaciones de violencia, desde hostiga-
mientos, amenazas y maltrato, pedido de coimas, detenciones indiscriminadas y arbitrarias, torturas y 
muerte, que sufren las MTS por parte de la policía y fuerzas de seguridad, y la inacción de los ámbitos 

políticos y judiciales al respecto, no son en general tenidos en cuenta como violencia de género por ningu-
no de los organismos de políticas públicas que trabajan la temática. Se suele considerar que la violencia 
es habitual al ejercicio del trabajo sexual y está naturalizada.
La erradicación de todas las formas de violencia requiere del impulso de políticas para combatir y eliminar 
la impunidad en todos los ámbitos involucrados, el fortalecimiento de los sistemas judiciales y de las 
políticas de derechos humanos e inclusión social.

En este sentido, la negación del derecho de las MTS a que su actividad sea regulada y se les reconozcan 
todos los derechos que tiene el resto de los trabajadores por parte de los actores políticos y sociales 
también se constituye en una situación de violencia institucional.  

La pertenencia de las trabajadoras sexuales a la clase trabajadora
En todas las sociedades latinoamericanas, la dominación colonial blanca y europea marcó desde el siglo 
XVII y XVIII una impronta muy fuerte de exclusión de las comunidades originarias y posteriormente de la 
población africana traída al continente para servir como esclavos, que persiste en nuestras sociedades 
aún después de los procesos de la independencia y la consagración de derechos liberales en las constitu-
ciones y legislación. De esa tradición de pensamiento provienen las figuras que aparecen aún en muchas 
normativas de estos países, tales como las de “vagancia”, “merodeo”, “vagos y mal entretenidos”, “escán-
dalo en la vía pública”, “atentado a la moral y las buenas costumbres” que permiten a las fuerzas de segu-
ridad perseguir y maltratar a personas que son consideradas de “menor valor y de conducta sospechosa”, 
que se requiere apartar de las zonas de residencia de los “buenos vecinos”. Muchas de estas figuras 
legales, aún después de haber sido derogadas las normativas respectivas, siguen siendo utilizadas para 
justificar el acoso a las MTS por parte de la policía. 

Esas prerrogativas de clase se mantuvieron también durante los siglos XIX y XX, a lo que se sumó, sobre 
todo en los países sudamericanos, la distinción entre los trabajadores inmigrantes de Europa con respecto 
a los indios, criollos, negros y mulatos. Incluso de algún modo los trabajadores urbanos industriales que 
se organizaron sindicalmente desde aquel período se auto percibieron durante mucho tiempo como 
superiores a los habitantes del interior de los países y migrantes internos que desarrollan su labor en el 
campo o en ocupaciones de baja calificación, en el sector informal de la economía. Los procesos de indus-
trialización que se dieron con mayor o menor alcance en estos países incorporaron a muchos de esos 
migrantes internos y se amplió la adscripción sindical.  En otros países, con economías de mayor predomi-
nio de actividades primarias, también se expandió la constitución de asociaciones de trabajadores del 
campo o la minería. Posteriormente, el ajuste neoliberal de fines del siglo XX y comienzos del XXI, con su 
carga de pobreza, desigualdad, desempleo en el sector industrial, ampliación y diversificación de área de 
los trabajadores informales, así como la transformación tecnológica de la producción agraria y minera, 
contribuyeron a generar una confluencia estratégica entre estos diferentes sectores del pueblo en lucha 
por sus demandas que aún está en pleno desarrollo, y que configura un gran potencial para el logro de 
derechos más universales. 

En el marco de este proceso, surgen las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales en muchos 
países de Latinoamérica y el Caribe, reivindicando el trabajo sexual como tal y exigiendo el respeto de 
todos los derechos a las personas que lo ejercen libremente y por decisión propia. Su aparición, y su 
demanda de sindicalización y de incorporación a las centrales sindicales de los distintos países, por la 
connotación de cuestionamiento a la moral y los estereotipos de género vigentes, tanto como a las 
categorías habituales de actividad laboral, representa un desafío para la clase trabajadora (tanto para 
varones como para mujeres) y sus organizaciones. 

4 Ver el sitio web de ONU Mujeres y sus publicaciones al respecto: http://www.unwomen.org/es.

Pero la tarea de estas organizaciones de MTS es aún más importante hacia adentro del sector, al convocar 
a las trabajadoras sexuales, tanto de espacios abiertos como cerrados, a reconocerse como trabajadoras 
y unirse en torno a las reivindicaciones comunes, dejando de lado o superando los enfrentamientos y 
rivalidades que suelen protagonizar en el desarrollo de la actividad, y enfatizando valores solidarios y de 
construcción colectiva. 

DESCRIPCIÓN DEL ESTUDIO 
La RedTraSex se ha planteado profundizar en las condiciones que caracterizan y determinan hechos de 
violencia institucional sobre las MTS en la región para con ello poder avanzar, no sólo en elevar y visibilizar 
la voz de las trabajadoras sexuales ante los Estados Nacionales y organismos internacionales con compe-
tencia en la materia para garantizar el respeto de los derechos humanos fundamentales (DDHH), sino 
también poner de manifiesto, a partir de los procesos que en este estudio se describen, alternativas de 
acción para contribuir a minimizar las situaciones de violencia institucional hacia las mujeres en general y 
hacia las trabajadoras sexuales en especial.

Objetivo General
Analizar las situaciones de vulnerabilidad a las que están expuestas las mujeres trabajadoras sexuales a la 
luz del marco normativo y legislación regulatoria del trabajo sexual, que legitima situaciones de abuso de 
autoridad y violencia institucional por parte de fuerzas de seguridad y agentes de justicia, y que impide el 
cumplimiento y ejercicio de los derechos de las MTS. 

Objetivos específicos:
1. Describir el marco legal y normativo que afecta el trabajo sexual y las condiciones en las que se 
ejerce e identificar las normativas específicas a las que apelan los funcionarios del Estado para 
proceder en relación a las MTS. 
2. Describir las consecuencias de ese marco legal en el ejercicio del trabajo sexual, focalizando en 
situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y discriminación por parte de las fuerzas 
de seguridad y agentes de justicia.
3. Describir los procedimientos que se llevan adelante para la implementación de protocolos o del 
marco legal relacionado al ejercicio del trabajo sexual.
4. Identificar los actores involucrados en la implementación de los protocolos o normativas especi-
ficando roles, tareas a su cargo y normativas a las que apelan en su proceder. 
5. Describir situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y derechos vulnerados de las 
MTS por parte de las fuerzas de seguridad o integrantes del sistema judicial.
6. Identificar prácticas habituales de violencia institucional por parte de las fuerzas de seguridad y 
agentes de justicia.
7.Identificar cambios en las prácticas que es necesario instrumentar para el cumplimiento de dere-
chos tanto en las fuerzas de seguridad como en el sistema judicial.

Metodología del estudio
El estudio se realizó en los 14 países en donde trabaja la RedTraSex tal como se señala en la tabla siguien-
te, divididos por sub-regiones:

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN

Violencia Institucional
El concepto de violencia institucional refiere, en la definición más consensuada entre los organismos de 
derechos humanos a nivel internacional, a “prácticas estructurales de violación de derechos, desarrolla-
das (por acción u omisión) por funcionarios pertenecientes a fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, 
servicios penitenciarios y efectores de salud, así como también operadores judiciales, en contextos de 
restricción de autonomía y/o libertad”2.
De esta definición y a los efectos de este estudio es importante remarcar que se trata de:

● Prácticas estructurales, es decir que no pueden ser abordadas como transgresiones individuales 
o puntuales (que podrían darse marginalmente) sino que se reconoce su recurrencia y sostenibili-
dad en el tiempo.
● No son desarrolladas por cualquier funcionario público sino por aquellos que tienen la potestad 
o prerrogativa del uso de la fuerza o coerción.
● Este uso de la fuerza o coerción tiene múltiples modalidades, no involucra sólo la fuerza física, 
sino también la amenaza (real o potencial) de uso de la fuerza y/o de los resortes institucionales y 
prerrogativas que disponen o se les adjudica.
● Se entiende la autonomía en términos de respeto integral por la dignidad de la persona, derecho 
a no sufrir interferencia y deber de no coartar las decisiones individuales. Por su parte, nos referi-
mos a la libertad en términos de facultad de obrar (y de no hacerlo) de una manera o de otra, inclu-
yendo la libertad para tomar decisiones respecto de su vida, la libertad ambulatoria, de expresión, 
de reunión, entre otras.  

Este tipo de violaciones a los derechos humanos tiene en general como protagonistas  a personas y grupos 
de personas marcadas por determinadas características como la condición socioeconómica precaria, el 
encierro, las afecciones en la salud mental, la edad, el género, la identidad sexual, la migración irregular, 
entre otros. Las personas y grupos de personas que resultan mayormente victimizadas por las prácticas 
que estamos analizando suelen, adicionalmente,  encontrar numerosas restricciones para acceder a una 
protección efectiva por parte de la administración pública y el sistema de justicia.

Cabe señalar como un aporte más específico, y de suma utilidad para el análisis de la vulneración de dere-
chos que sufren las trabajadoras sexuales la definición de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra 
las mujeres3 , a las que se entiende como “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femeni-
no que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se produ-
cen en la vida pública como en la vida privada” y que explícitamente menciona como uno de los ámbitos 
en que se desarrolla la violencia física, sexual y sicológica que es perpetrada o tolerada por el Estado, 
dondequiera que ocurra, es decir, la violencia institucional . 

Esto nos lleva a interrogarnos acerca de la invisibilización de la violencia de género, en este caso la violen-
cia institucional, cuando la víctima es una trabajadora sexual.  Las situaciones de violencia, desde hostiga-
mientos, amenazas y maltrato, pedido de coimas, detenciones indiscriminadas y arbitrarias, torturas y 
muerte, que sufren las MTS por parte de la policía y fuerzas de seguridad, y la inacción de los ámbitos 

políticos y judiciales al respecto, no son en general tenidos en cuenta como violencia de género por ningu-
no de los organismos de políticas públicas que trabajan la temática. Se suele considerar que la violencia 
es habitual al ejercicio del trabajo sexual y está naturalizada.
La erradicación de todas las formas de violencia requiere del impulso de políticas para combatir y eliminar 
la impunidad en todos los ámbitos involucrados, el fortalecimiento de los sistemas judiciales y de las 
políticas de derechos humanos e inclusión social.

En este sentido, la negación del derecho de las MTS a que su actividad sea regulada y se les reconozcan 
todos los derechos que tiene el resto de los trabajadores por parte de los actores políticos y sociales 
también se constituye en una situación de violencia institucional.  

La pertenencia de las trabajadoras sexuales a la clase trabajadora
En todas las sociedades latinoamericanas, la dominación colonial blanca y europea marcó desde el siglo 
XVII y XVIII una impronta muy fuerte de exclusión de las comunidades originarias y posteriormente de la 
población africana traída al continente para servir como esclavos, que persiste en nuestras sociedades 
aún después de los procesos de la independencia y la consagración de derechos liberales en las constitu-
ciones y legislación. De esa tradición de pensamiento provienen las figuras que aparecen aún en muchas 
normativas de estos países, tales como las de “vagancia”, “merodeo”, “vagos y mal entretenidos”, “escán-
dalo en la vía pública”, “atentado a la moral y las buenas costumbres” que permiten a las fuerzas de segu-
ridad perseguir y maltratar a personas que son consideradas de “menor valor y de conducta sospechosa”, 
que se requiere apartar de las zonas de residencia de los “buenos vecinos”. Muchas de estas figuras 
legales, aún después de haber sido derogadas las normativas respectivas, siguen siendo utilizadas para 
justificar el acoso a las MTS por parte de la policía. 

Esas prerrogativas de clase se mantuvieron también durante los siglos XIX y XX, a lo que se sumó, sobre 
todo en los países sudamericanos, la distinción entre los trabajadores inmigrantes de Europa con respecto 
a los indios, criollos, negros y mulatos. Incluso de algún modo los trabajadores urbanos industriales que 
se organizaron sindicalmente desde aquel período se auto percibieron durante mucho tiempo como 
superiores a los habitantes del interior de los países y migrantes internos que desarrollan su labor en el 
campo o en ocupaciones de baja calificación, en el sector informal de la economía. Los procesos de indus-
trialización que se dieron con mayor o menor alcance en estos países incorporaron a muchos de esos 
migrantes internos y se amplió la adscripción sindical.  En otros países, con economías de mayor predomi-
nio de actividades primarias, también se expandió la constitución de asociaciones de trabajadores del 
campo o la minería. Posteriormente, el ajuste neoliberal de fines del siglo XX y comienzos del XXI, con su 
carga de pobreza, desigualdad, desempleo en el sector industrial, ampliación y diversificación de área de 
los trabajadores informales, así como la transformación tecnológica de la producción agraria y minera, 
contribuyeron a generar una confluencia estratégica entre estos diferentes sectores del pueblo en lucha 
por sus demandas que aún está en pleno desarrollo, y que configura un gran potencial para el logro de 
derechos más universales. 

En el marco de este proceso, surgen las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales en muchos 
países de Latinoamérica y el Caribe, reivindicando el trabajo sexual como tal y exigiendo el respeto de 
todos los derechos a las personas que lo ejercen libremente y por decisión propia. Su aparición, y su 
demanda de sindicalización y de incorporación a las centrales sindicales de los distintos países, por la 
connotación de cuestionamiento a la moral y los estereotipos de género vigentes, tanto como a las 
categorías habituales de actividad laboral, representa un desafío para la clase trabajadora (tanto para 
varones como para mujeres) y sus organizaciones. 

Pero la tarea de estas organizaciones de MTS es aún más importante hacia adentro del sector, al convocar 
a las trabajadoras sexuales, tanto de espacios abiertos como cerrados, a reconocerse como trabajadoras 
y unirse en torno a las reivindicaciones comunes, dejando de lado o superando los enfrentamientos y 
rivalidades que suelen protagonizar en el desarrollo de la actividad, y enfatizando valores solidarios y de 
construcción colectiva. 

DESCRIPCIÓN DEL ESTUDIO 
La RedTraSex se ha planteado profundizar en las condiciones que caracterizan y determinan hechos de 
violencia institucional sobre las MTS en la región para con ello poder avanzar, no sólo en elevar y visibilizar 
la voz de las trabajadoras sexuales ante los Estados Nacionales y organismos internacionales con compe-
tencia en la materia para garantizar el respeto de los derechos humanos fundamentales (DDHH), sino 
también poner de manifiesto, a partir de los procesos que en este estudio se describen, alternativas de 
acción para contribuir a minimizar las situaciones de violencia institucional hacia las mujeres en general y 
hacia las trabajadoras sexuales en especial.

Objetivo General
Analizar las situaciones de vulnerabilidad a las que están expuestas las mujeres trabajadoras sexuales a la 
luz del marco normativo y legislación regulatoria del trabajo sexual, que legitima situaciones de abuso de 
autoridad y violencia institucional por parte de fuerzas de seguridad y agentes de justicia, y que impide el 
cumplimiento y ejercicio de los derechos de las MTS. 

Objetivos específicos:
1. Describir el marco legal y normativo que afecta el trabajo sexual y las condiciones en las que se 
ejerce e identificar las normativas específicas a las que apelan los funcionarios del Estado para 
proceder en relación a las MTS. 
2. Describir las consecuencias de ese marco legal en el ejercicio del trabajo sexual, focalizando en 
situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y discriminación por parte de las fuerzas 
de seguridad y agentes de justicia.
3. Describir los procedimientos que se llevan adelante para la implementación de protocolos o del 
marco legal relacionado al ejercicio del trabajo sexual.
4. Identificar los actores involucrados en la implementación de los protocolos o normativas especi-
ficando roles, tareas a su cargo y normativas a las que apelan en su proceder. 
5. Describir situaciones de abuso de autoridad, violencia institucional y derechos vulnerados de las 
MTS por parte de las fuerzas de seguridad o integrantes del sistema judicial.
6. Identificar prácticas habituales de violencia institucional por parte de las fuerzas de seguridad y 
agentes de justicia.
7.Identificar cambios en las prácticas que es necesario instrumentar para el cumplimiento de dere-
chos tanto en las fuerzas de seguridad como en el sistema judicial.

Metodología del estudio
El estudio se realizó en los 14 países en donde trabaja la RedTraSex tal como se señala en la tabla siguien-
te, divididos por sub-regiones:

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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En las últimas décadas del Siglo XX y primeras del siglo XXI, tras las trágicas épocas en que casi todos los 
países latinoamericanos estuvieron sumidos en dictaduras militares y/o etapas de violencia interna de 
distinto tipo, los procesos democratizadores trajeron consigo importantes iniciativas de regeneración 
constitucional en casi todos ellos. Entre los elementos comunes que, con énfasis diferentes según el país, 
podrían vincularse a este nuevo modelo que suele denominarse constitucionalismo social, figuran: el 
reconocimiento individual y colectivo de un vasto elenco de derechos, no sólo civiles y políticos, sino 
también sociales, culturales y ambientales; la delimitación de su contenido a partir de los estándares más 
avanzados del derecho internacional de los derechos humanos; el perfeccionamiento del sistema de 
garantías de dichos derechos; y la previsión de nuevos instrumentos de participación, tanto en las institu-
ciones como fuera de ellas, en la vida económica y comunitaria.

Las constituciones de los países integrantes de la RedTraSex datan en su mayoría de esta segunda etapa 
de constitucionalismo: Nicaragua, Honduras, Guatemala, El Salvador y Panamá reformaron sus constitu-
ciones en la década del 80, Colombia, Argentina, Paraguay y Perú en la década del 90. Chile mantuvo una 
constitución nacida durante la dictadura hasta una reforma parcial realizada en 2005, manteniendo 
muchos resabios autoritarios, y aún sigue en proceso de reformulación. Costa Rica tiene una Constitución 
vigente desde 1949, mientras que Bolivia, en el marco de un proceso político de cambio iniciado en el 
comienzo del siglo XXI, reformó su Constitución en 2009, con la instauración de un Estado que se recono-
ce plurinacional y que intenta presentarse como una ruptura con el consenso político y económico hasta 
entonces vigente. Belice con su Constitución que data de 1981 y República Dominicana que realizó su 
reforma en 2010, son situaciones también particulares vinculadas a conflictos territoriales de larga data.
Se enumeran a continuación algunos de los derechos fundamentales reconocidos en las Constituciones 
que existen en todos los países de la RedTraSex y que son importantes para esgrimir las reivindicaciones 
de las mujeres trabajadoras sexuales. Estos derechos, por otra parte, tienen supremacía en todos los 
países, junto a los pactos y tratados internacionales firmados, por sobre las leyes locales: 

- Derecho a la vida, la integridad física y moral y la dignidad humana.
- Derecho al trabajo.
- Derecho a la Libertad individual, libre circulación e intimidad personal.
- Derecho a la igualdad ante la ley, no discriminación por ningún motivo en ningún ámbito.
- Derecho a la protección de la salud, educación, seguridad, vivienda.

También son comunes a las Constituciones de estos países los siguientes principios rectores del Derecho: 

- Presunción de inocencia, protección contra la arbitrariedad, los pagos forzados, el abuso de poder 
mediante el ejercicio de la violencia y represión por parte de las personas empleadas públicas 
responsables del cumplimiento de la ley y la aplicación de justicia.
- Principio de legalidad, esto es que nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y las leyes no 
manden, ni a privarse de lo que éstas no prohíban.

Todos estos derechos están también consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos que la mayoría de los países a que estamos haciendo referencia incorporaron a su legislación5 . 

Por todo ello, se puede afirmar concluyentemente que en los países en estudio el trabajo sexual autóno-
mo6  es una actividad lícita.

Subregión Sur

Argentina
Chile
Paraguay

Subregión Centroamérica y  Caribe

República Dominicana
Costa Rica
El Salvador
Guatemala
Honduras
Nicaragua
Panamá
Belice

Subregión Andes

Bolivia
Colombia
Perú

Fuente: RedTraSex

La metodología de investigación fue de tipo cualitativa, con análisis de las siguientes fuentes primarias y 
secundarias:

1) Normativas y legislaciones vinculadas al ejercicio del trabajo sexual.
2) Dos grupos focales con mujeres trabajadoras sexuales, diferenciando por espacio de trabajo 
(público o cerrado). 
3) Entrevistas con coordinadoras nacionales, para completar y contextualizar la información recopi-
lada.

El trabajo de recolección y sistematización de la información se llevó adelante durante los meses de Junio 
a Agosto de 2016, en base a guías estandarizadas que se desarrollaron a nivel regional. 

El informe final de cada país trianguló la información recogida como marco normativo con la información 
relevada en los grupos focales y en las entrevistas a la coordinadora de la ONMTS en base a la Guía de 
análisis y estructura de informe final proporcionado por el equipo técnico de la RedTraSex. También las 
herramientas de recolección de datos y criterios de análisis de los resultados fueron establecidos de 
forma uniforme para todos los países desde el equipo de la Red.

El presente documento contiene la sistematización y el análisis regional de la información relevada a nivel 
nacional.

CONTEXTO LEGAL 
En primer lugar, es conveniente señalar que entendemos que todo conjunto normativo tomado para su 
análisis es una fotografía que plasma lo vigente en la letra escrita en un momento determinado del 
tiempo, pero no devela su complejidad de origen, sus interrelaciones y sobre todo, las condiciones y 
formas concretas de su aplicación. A pesar de su relativa permanencia, la configuración de las normas con 
las cuales cada sociedad regula su funcionamiento es un proceso dinámico, cuya evolución responde a las 
características culturales, socio-económicas, políticas de las diferentes etapas históricas de cada país y de 
su particular inserción en estructuras regionales y globales.

El contrato social que se refleja en la Constitución de la mayoría de los países latinoamericanos, nacidos 
en el marco del impulso revolucionario producido por los movimientos de independencia del siglo XIX, 
marca el predominio en sus textos de las ideas liberales que reconocieron los tradicionales derechos del 
individuo: desde la libertad personal hasta el derecho a la propiedad, o desde la libertad de las comunica-
ciones, hasta la de manifestación del pensamiento.

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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En las últimas décadas del Siglo XX y primeras del siglo XXI, tras las trágicas épocas en que casi todos los 
países latinoamericanos estuvieron sumidos en dictaduras militares y/o etapas de violencia interna de 
distinto tipo, los procesos democratizadores trajeron consigo importantes iniciativas de regeneración 
constitucional en casi todos ellos. Entre los elementos comunes que, con énfasis diferentes según el país, 
podrían vincularse a este nuevo modelo que suele denominarse constitucionalismo social, figuran: el 
reconocimiento individual y colectivo de un vasto elenco de derechos, no sólo civiles y políticos, sino 
también sociales, culturales y ambientales; la delimitación de su contenido a partir de los estándares más 
avanzados del derecho internacional de los derechos humanos; el perfeccionamiento del sistema de 
garantías de dichos derechos; y la previsión de nuevos instrumentos de participación, tanto en las institu-
ciones como fuera de ellas, en la vida económica y comunitaria.

Las constituciones de los países integrantes de la RedTraSex datan en su mayoría de esta segunda etapa 
de constitucionalismo: Nicaragua, Honduras, Guatemala, El Salvador y Panamá reformaron sus constitu-
ciones en la década del 80, Colombia, Argentina, Paraguay y Perú en la década del 90. Chile mantuvo una 
constitución nacida durante la dictadura hasta una reforma parcial realizada en 2005, manteniendo 
muchos resabios autoritarios, y aún sigue en proceso de reformulación. Costa Rica tiene una Constitución 
vigente desde 1949, mientras que Bolivia, en el marco de un proceso político de cambio iniciado en el 
comienzo del siglo XXI, reformó su Constitución en 2009, con la instauración de un Estado que se recono-
ce plurinacional y que intenta presentarse como una ruptura con el consenso político y económico hasta 
entonces vigente. Belice con su Constitución que data de 1981 y República Dominicana que realizó su 
reforma en 2010, son situaciones también particulares vinculadas a conflictos territoriales de larga data.
Se enumeran a continuación algunos de los derechos fundamentales reconocidos en las Constituciones 
que existen en todos los países de la RedTraSex y que son importantes para esgrimir las reivindicaciones 
de las mujeres trabajadoras sexuales. Estos derechos, por otra parte, tienen supremacía en todos los 
países, junto a los pactos y tratados internacionales firmados, por sobre las leyes locales: 

- Derecho a la vida, la integridad física y moral y la dignidad humana.
- Derecho al trabajo.
- Derecho a la Libertad individual, libre circulación e intimidad personal.
- Derecho a la igualdad ante la ley, no discriminación por ningún motivo en ningún ámbito.
- Derecho a la protección de la salud, educación, seguridad, vivienda.

También son comunes a las Constituciones de estos países los siguientes principios rectores del Derecho: 

- Presunción de inocencia, protección contra la arbitrariedad, los pagos forzados, el abuso de poder 
mediante el ejercicio de la violencia y represión por parte de las personas empleadas públicas 
responsables del cumplimiento de la ley y la aplicación de justicia.
- Principio de legalidad, esto es que nadie será obligado a hacer lo que la Constitución y las leyes no 
manden, ni a privarse de lo que éstas no prohíban.

Todos estos derechos están también consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos que la mayoría de los países a que estamos haciendo referencia incorporaron a su legislación5 . 

Por todo ello, se puede afirmar concluyentemente que en los países en estudio el trabajo sexual autóno-
mo6  es una actividad lícita.

5 Convención Americana de Derechos Humanos, Sistema Interamericano de Derechos Humanos, Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, tratos 
crueles e inhumanos,  Pacto de San José, convenciones internacionales para eliminar toda forma de violencia contra la mujer.
6 El concepto "trabajo sexual autónomo" indica un intercambio de servicios sexuales entre personas adultas con consentimiento a cambio de alguna forma de remunera-
ción, en el cual la persona que vende y la que compra acuerdan las condiciones y la compraventa consensuada de sexo se produce sin la participación de otras personas 
("terceros"). En “LO QUE HAGO NO ES DELITO: El Coste humano de penalizar el Trabajo sexual en la Ciudad de Buenos Aires, Amnistía Internacional. Buenos Aires, 2016. 
Índice: AMR 13/4042/16.

Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

7 En este apartado empleamos la palabra “prostitución” porque es el término generalmente utilizado en las normativas para referirse al intercambio de servicios 
sexuales entre adultos a cambio de un pago, dando cuenta de la ideología subyacente a estos modelos de regulación, que considera a la explotación de las personas 
adultas que realizan servicios sexuales para terceros por parte de los proxenetas como algo diferente a otros tipos de explotación laboral, siendo que esta última 
hace referencia a las condiciones de realización del trabajo y está presente en diversas ramas laborales. 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

- Gobierno Regional del Loreto, (Perú, 2010), reconocen a las trabajadoras sexuales como sujetos 
de derechos y su libertad de trabajo. 
- Decreto de Alcaldía de la Municipalidad Provincial del Callao (Perú, 2009) mediante el cual se creó 
una comisión intersectorial para la elaboración de propuestas que promuevan el acceso de trabaja-
doras sexuales a la seguridad social y prestaciones de salud integral.
- Ordenanza de la Municipalidad de Asunción, (Paraguay, 2013), que reconoce a las MTS como 
trabajadoras y regula aspectos administrativos relacionados al control sanitario y de las condicio-
nes de higiene de los lugares donde las mismas ejercen su trabajo.

En relación a las políticas públicas, podemos destacar las siguientes:
● Política Nacional de Sexualidad 2010-2021 del Min de Salud (Costa Rica): dedica una sección de 
las intervenciones previstas a la “actividad sexual remunerada de personas adultas”. Establece la 
garantía de acceso a los servicios de atención integral en el marco de los DDHH, género y diversi-
dad, con calidad, calidez, y seguridad.
● Acompañamiento de sistemas de Defensorías y/o Procuradurías para la defensa de derechos de 
las MTS (Colombia, Bolivia, Nicaragua).
● Inclusión de MTS en el sistema de facilitadores judiciales (Nicaragua y Paraguay) 

- En 2015 un grupo de 28 MTS empezó a formar parte del Servicio Nacional de Facilitadores 
Judiciales (SNFJ) de la Corte Suprema de Justicia (Nicaragua), llevando adelante en un año un 
total de 419 casos.
- El Programa de Facilitadoras Judiciales (Paraguay), cuenta con 8 facilitadoras MTS para todo 
el territorio nacional (2015).

Procesos de institucionalización y fortalecimiento de organizaciones de MTS en la región.

Una herramienta fundamental para la transformación de la situación de violencia institucional y violación 
de derechos de las MTS, posibilitada por la falta de un claro reconocimiento del trabajo sexual y su regula-
ción, es la tarea de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales (OMTS). Surgidas en los distintos 
países en las últimas décadas del siglo XX (en principio como grupos de solidaridad y apoyo mutuo de las 
MTS), fueron desarrollando posteriormente importantes procesos de consolidación y fortalecimiento 
institucional a nivel nacional y regional. Esto se ve reflejado en la obtención de distintas formas de forma-
lización jurídica para las organizaciones en los diferentes países, en la conformación de la RedTraSex en el 
año 1997 y sus importantes logros hasta la fecha, y en las experiencias de sindicalización y de reconoci-
miento por parte de las centrales sindicales de la condición de trabajadoras de las MTS. 

En Colombia, el 26 de Noviembre de 2015 el Ministerio Nacional de Trabajo otorgó la inscripción legal al 
primer sindicato de trabajadoras sexuales de Latinoamérica: SINDTRASEXCO, el cual cuenta con más de 
600 afiliadas y tiene como misión defender y promover los derechos fundamentales como mujeres traba-
jadoras sexuales en conjunto con la generación de alternativas y herramientas en pro de una mejor 
calidad de vida.

En Guatemala, el pasado 30 de mayo de 2016, el Ministerio de Trabajo de Guatemala reconoció al Sindi-
cato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala (SITRASEXGUA), que tiene entre sus principales 
objetivos: unificar a todas las trabajadoras sexuales autónomas del país, crear, administrar o subvencio-
nar instituciones o establecimientos y obras sociales, de utilidad común para sus afiliadas, bajo el amparo 
de su personalidad y personería jurídica, desarrollar actividades de formación, capacitación y concientiza-
ción a través de cursos, seminarios, paneles, conferencias y otros, en los temas de organización sindical con 
perspectiva de género, pertinencia cultural, libre de estigma y con participación democrática, entre otros.

En ambos países, a partir de este reconocimiento se comenzó un trabajo sostenido con integrantes del 
Ministerio de Trabajo para avanzar en el reconocimiento de derechos y el establecimiento de regulacio-
nes específicas.

En Argentina, AMMAR, la organización de MTS forma parte de la Central de Trabajadores de Argentina 
(CTA) desde 1995 y ha llevado adelante diversas iniciativas para lograr su formalización como Sindicato de 
Trabajadoras Sexuales ante el Ministerio de Trabajo, pero ha logrado hasta la fecha pocos avances, en un 
contexto legal e institucional hostil hacia sus reivindicaciones.
En Nicaragua, desde mediados de 2016, la organización de MTS local está adscripta a la Confederación de 
Trabajadores por Cuenta Propia (CTCP) y junto con otros sindicatos, está avanzando hacia el logro del 
reconocimiento como sindicato por el Ministerio de Trabajo. 

En Honduras, la organización de MTS está logrando avances hacia la incorporación a la Central General de 
Trabajadores de Honduras (CGT), conformada por 14 federaciones de segundo grado de diferentes secto-
res, como el sector sindical, campesino, poblador, economía informal y el magisterio, y dos comisiones: 
Juventud y Mujeres Trabajadoras, lo que constituirá un importante aval para el reconocimiento sindical.
En Perú, a partir de febrero de 2016, la organización de las trabajadoras sexuales acordó participar como 
veedora de las reuniones del Departamento de la Mujer Trabajadora de la Confederación General de 
Trabajadores del Perú (CGTP), plataforma sindical que las apoyará para la conformación del sindicato de 
TS y para lograr su reconocimiento en el Ministerio de Trabajo. 

LAS TRABAJADORAS SEXUALES QUE PARTICIPARON DE LA INVESTIGACIÓN
Las participantes de esta investigación son Mujeres Trabajadoras Sexuales (MTS) que complementaron 
una ficha inicial en la que suministraron información general que permitió la construcción de una base de 
datos a partir de la cual se caracteriza y define el perfil de las MTS participantes. A los fines del análisis, 
en el caso de algunas variables, se hace la distinción entre las MTS que trabajan en espacios cerrados o 
puertas adentro (en boliches, departamentos, pensiones, prostíbulos, casas de masajes, entre otros) y las 
MTS que trabajan en espacios abiertos, espacio público tradicional (calle, parques, plazas).

Se analizaron los resultados de 14 países de América Latina y El Caribe en los que interviene la RedTraSex 
y en los que participaron un total de 283 MTS. Abajo el listado de países participantes, la organización 
nacional que los representa y el número de MTS que por país participaron en los grupos focales.

Tabla N 2. Países, Organizaciones Nacionales y número de MTS participantes. 
(en números absolutos)

     Países           Organización Nacional                            MTS entrevistadas
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

- Gobierno Regional del Loreto, (Perú, 2010), reconocen a las trabajadoras sexuales como sujetos 
de derechos y su libertad de trabajo. 
- Decreto de Alcaldía de la Municipalidad Provincial del Callao (Perú, 2009) mediante el cual se creó 
una comisión intersectorial para la elaboración de propuestas que promuevan el acceso de trabaja-
doras sexuales a la seguridad social y prestaciones de salud integral.
- Ordenanza de la Municipalidad de Asunción, (Paraguay, 2013), que reconoce a las MTS como 
trabajadoras y regula aspectos administrativos relacionados al control sanitario y de las condicio-
nes de higiene de los lugares donde las mismas ejercen su trabajo.

En relación a las políticas públicas, podemos destacar las siguientes:
● Política Nacional de Sexualidad 2010-2021 del Min de Salud (Costa Rica): dedica una sección de 
las intervenciones previstas a la “actividad sexual remunerada de personas adultas”. Establece la 
garantía de acceso a los servicios de atención integral en el marco de los DDHH, género y diversi-
dad, con calidad, calidez, y seguridad.
● Acompañamiento de sistemas de Defensorías y/o Procuradurías para la defensa de derechos de 
las MTS (Colombia, Bolivia, Nicaragua).
● Inclusión de MTS en el sistema de facilitadores judiciales (Nicaragua y Paraguay) 

- En 2015 un grupo de 28 MTS empezó a formar parte del Servicio Nacional de Facilitadores 
Judiciales (SNFJ) de la Corte Suprema de Justicia (Nicaragua), llevando adelante en un año un 
total de 419 casos.
- El Programa de Facilitadoras Judiciales (Paraguay), cuenta con 8 facilitadoras MTS para todo 
el territorio nacional (2015).

Procesos de institucionalización y fortalecimiento de organizaciones de MTS en la región.

Una herramienta fundamental para la transformación de la situación de violencia institucional y violación 
de derechos de las MTS, posibilitada por la falta de un claro reconocimiento del trabajo sexual y su regula-
ción, es la tarea de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales (OMTS). Surgidas en los distintos 
países en las últimas décadas del siglo XX (en principio como grupos de solidaridad y apoyo mutuo de las 
MTS), fueron desarrollando posteriormente importantes procesos de consolidación y fortalecimiento 
institucional a nivel nacional y regional. Esto se ve reflejado en la obtención de distintas formas de forma-
lización jurídica para las organizaciones en los diferentes países, en la conformación de la RedTraSex en el 
año 1997 y sus importantes logros hasta la fecha, y en las experiencias de sindicalización y de reconoci-
miento por parte de las centrales sindicales de la condición de trabajadoras de las MTS. 

En Colombia, el 26 de Noviembre de 2015 el Ministerio Nacional de Trabajo otorgó la inscripción legal al 
primer sindicato de trabajadoras sexuales de Latinoamérica: SINDTRASEXCO, el cual cuenta con más de 
600 afiliadas y tiene como misión defender y promover los derechos fundamentales como mujeres traba-
jadoras sexuales en conjunto con la generación de alternativas y herramientas en pro de una mejor 
calidad de vida.

En Guatemala, el pasado 30 de mayo de 2016, el Ministerio de Trabajo de Guatemala reconoció al Sindi-
cato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala (SITRASEXGUA), que tiene entre sus principales 
objetivos: unificar a todas las trabajadoras sexuales autónomas del país, crear, administrar o subvencio-
nar instituciones o establecimientos y obras sociales, de utilidad común para sus afiliadas, bajo el amparo 
de su personalidad y personería jurídica, desarrollar actividades de formación, capacitación y concientiza-
ción a través de cursos, seminarios, paneles, conferencias y otros, en los temas de organización sindical con 
perspectiva de género, pertinencia cultural, libre de estigma y con participación democrática, entre otros.

En ambos países, a partir de este reconocimiento se comenzó un trabajo sostenido con integrantes del 
Ministerio de Trabajo para avanzar en el reconocimiento de derechos y el establecimiento de regulacio-
nes específicas.

En Argentina, AMMAR, la organización de MTS forma parte de la Central de Trabajadores de Argentina 
(CTA) desde 1995 y ha llevado adelante diversas iniciativas para lograr su formalización como Sindicato de 
Trabajadoras Sexuales ante el Ministerio de Trabajo, pero ha logrado hasta la fecha pocos avances, en un 
contexto legal e institucional hostil hacia sus reivindicaciones.
En Nicaragua, desde mediados de 2016, la organización de MTS local está adscripta a la Confederación de 
Trabajadores por Cuenta Propia (CTCP) y junto con otros sindicatos, está avanzando hacia el logro del 
reconocimiento como sindicato por el Ministerio de Trabajo. 

En Honduras, la organización de MTS está logrando avances hacia la incorporación a la Central General de 
Trabajadores de Honduras (CGT), conformada por 14 federaciones de segundo grado de diferentes secto-
res, como el sector sindical, campesino, poblador, economía informal y el magisterio, y dos comisiones: 
Juventud y Mujeres Trabajadoras, lo que constituirá un importante aval para el reconocimiento sindical.
En Perú, a partir de febrero de 2016, la organización de las trabajadoras sexuales acordó participar como 
veedora de las reuniones del Departamento de la Mujer Trabajadora de la Confederación General de 
Trabajadores del Perú (CGTP), plataforma sindical que las apoyará para la conformación del sindicato de 
TS y para lograr su reconocimiento en el Ministerio de Trabajo. 

LAS TRABAJADORAS SEXUALES QUE PARTICIPARON DE LA INVESTIGACIÓN
Las participantes de esta investigación son Mujeres Trabajadoras Sexuales (MTS) que complementaron 
una ficha inicial en la que suministraron información general que permitió la construcción de una base de 
datos a partir de la cual se caracteriza y define el perfil de las MTS participantes. A los fines del análisis, 
en el caso de algunas variables, se hace la distinción entre las MTS que trabajan en espacios cerrados o 
puertas adentro (en boliches, departamentos, pensiones, prostíbulos, casas de masajes, entre otros) y las 
MTS que trabajan en espacios abiertos, espacio público tradicional (calle, parques, plazas).

Se analizaron los resultados de 14 países de América Latina y El Caribe en los que interviene la RedTraSex 
y en los que participaron un total de 283 MTS. Abajo el listado de países participantes, la organización 
nacional que los representa y el número de MTS que por país participaron en los grupos focales.

Tabla N 2. Países, Organizaciones Nacionales y número de MTS participantes. 
(en números absolutos)

     Países           Organización Nacional                            MTS entrevistadas
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).
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Edad
Más de un 60% de las MTS que participaron de la investigación tienen entre 18 y 38 años de edad. Es un 
grupo ubicado en la mediana edad, con lo cual, se estima haya un aporte sustantivo a partir de la expe-
riencia vital y madurez de las participantes. Este resultado es consistente con el rango etario de mayor 
productividad de la mujer trabajadora sexual.

Nacionalidad
Resulta interesante constatar que el porcentaje más elevado en cuanto a la nacionalidad de las MTS que 
participaron en la investigación es el de las dominicanas (10%) que es consistente con las dinámicas de los 
procesos migratorios experimentados por esta población en toda la región durante los últimos 15 años. 
Le siguen las paraguayas (26/283), las salvadoreñas (25/283) y las hondureñas (25/283). 

Estado Civil
Tal como se puede apreciar en el gráfico 2, casi las tres cuartas partes, el 74,2% (210/283) de las MTS de la 
investigación, indican que su estado civil es soltera y el otro 12% (34/283) refiere estar en pareja y/o uniones 
de hecho. Este resultado es consistente con las historias de vida de muchas MTS que señalan las dificultades para 
mantener parejas estables, en sociedades donde el patriarcado tradicional permea las estructuras culturales.

Gráfico N 1 - en porcentajes.

Fuente: RedTraSex
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Nacionalidad
Resulta interesante constatar que el porcentaje más elevado en cuanto a la nacionalidad de las MTS que 
participaron en la investigación es el de las dominicanas (10%) que es consistente con las dinámicas de los 
procesos migratorios experimentados por esta población en toda la región durante los últimos 15 años. 
Le siguen las paraguayas (26/283), las salvadoreñas (25/283) y las hondureñas (25/283). 

Estado Civil
Tal como se puede apreciar en el gráfico 2, casi las tres cuartas partes, el 74,2% (210/283) de las MTS de la 
investigación, indican que su estado civil es soltera y el otro 12% (34/283) refiere estar en pareja y/o uniones 
de hecho. Este resultado es consistente con las historias de vida de muchas MTS que señalan las dificultades para 
mantener parejas estables, en sociedades donde el patriarcado tradicional permea las estructuras culturales.

Gráfico N 2 - en porcentajes.

Gráfico N 3 - en porcentajes.

Fuente: RedTraSex

Hijos
De los gráficos siguientes se desprende que el 83,7% de las MTS participantes son madres (237/283) y de las 
230 que facilitaron información, el 17,8% tiene un hijo, el 27,8% dos hijos, el 22,6% 3 hijos y el 31,7% 4 hijos o 
más, siendo el mayor porcentaje del análisis. Si unimos este dato al del estado civil, estamos ante la presencia 
de más de un 75% de MTS, solteras con dos hijos o más, por lo que se constituyen en las principales responsa-
bles de la crianza, educación y manutención de sus familias. Este porcentaje es similar tanto para las MTS que 
trabajan en espacios cerrados como en el espacio público o espacios abiertos.

Fuente: RedTraSex
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Fuente: RedTraSex

Responsable Económico del Hogar
En consistencia con los resultados anteriores, el 83% de las MTS que participaron en la investigación son el 
principal sostén de sus hogares (235/283). Le sigue un 7,1% de MTS que comparten el sostén de sus hogares 
con sus parejas (20/283). Se deduce de este resultado que el trabajo sexual es su principal actividad económica 
y éste les permite ser el sostén económico de ellas y sus familias.

El dato es más interesante cuando se hace la distinción por el lugar del trabajo, pues el 77,46% de las MTS que 
trabajan en espacios cerrados señalan ser las responsables económicas de sus hogares, mientras que el 95% 
de las MTS entrevistadas que trabajan en espacios abiertos o públicos, señalan ser las responsables económi-
cas de sus familias, siendo consistente además con el resultado sobre el estado civil de quienes conforman este 
grupo de análisis.

Gráfico N 4 - en porcentajes.

Nivel de Escolaridad
Los resultados sobre el nivel de escolaridad presentan una mayor variación. Más del 60% (171/283) tienen 
nivel secundario incompleto o menos. Un 10% no tiene estudios (27/283) y sólo el 18% tiene el secundario 
completo (51/283) mientras que un 8% posee estudios universitarios incompletos (24/283). Esta variable es 
muy importante pues una mujer sin educación y sin posibilidades de conocer sus derechos fundamentales, 
está más expuesta a procesos de violencia institucional y a no poder contar, por desconocimiento, con las 
herramientas necesarias para la defensa de los mismos. 

Cuando se analiza la variable por el lugar de trabajo, es mayor el porcentaje de mujeres sin estudios o con el 
nivel primario incompleto de las MTS que trabajan en el espacio público o espacios abiertos representando el 
41,27% (52/126), mientras que en el caso de las que trabajan en lugares cerrados el porcentaje es de 30,2% 
(43/142). 
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Fuente: RedTraSex

Gráfico N 5 - en porcentajes.

Acceso a planes y programas asistenciales del Estado
De las 275 MTS que facilitaron información sobre esta variable, el 91,3% reporta no tener acceso a planes o 
programas de los Estados Nacionales (251/283). Esto es consistente con los procesos de invisibilización y discri-
minación de esta población en la región, al no tener acceso a beneficios sociales vinculados con la seguridad 
social en temas fundamentales como la salud, educación, vivienda, pensión de vejez, entre otros.

Información sobre el ejercicio del trabajo sexual: Lugar, horas de trabajo y turnos
En relación al lugar donde trabajan, el 37,8% de las MTS que participaron en la investigación lo hacen en el 
espacio público/calle (107/283), le sigue un 33% que indican trabajar en espacios cerrados como Boliches - 

Discotecas, Night Club, Bares, Cafés (94/283). El 8% indica trabajar en departamentos privados o centros de 
masajes (22/283) y otro 10% señala trabajar en varios de estos lugares a la vez, incluida la calle (28/283). Esta 
información es relevante porque las características del trabajo en espacios abiertos o públicos son totalmente 
diferentes al de las MTS que trabajan en espacios privados o cerrados. De igual forma, las experiencias de 
violencia institucional se modifican en función de esta diferenciación, tal como se verá en capítulos posteriores. 
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Fuente: RedTraSex

Gráfico N 6 - en porcentajes.

Es importante señalar que para el análisis de las variables que se han cruzado con el lugar de trabajo, se han 
unido a las que trabajan en lugares cerrados (en su casa, departamentos privados, boliches, discotecas, casas 
de masajes, casas de citas, pensiones, hoteles, bares, prostíbulos, etc.), con un total de 142 MTS y las de espa-
cios abiertos con un total de 135 MTS (en este caso se incluyó a las MTS que hacen mención sólo de la calle y 
también a aquellas que señalan trabajar en diferentes espacios incluida la calle).
Si analizamos la cantidad de horas semanales trabajadas, hay una diversidad importante en el resultado. Cerca 
del 34% de las MTS señalan trabajar entre 21 y 40 horas a la semana (83/283). Otro 31% indica que trabaja no 
más de 20 horas semanales (88/283). Casi un 15% indican trabajar entre 41 y 50 horas a la semana (42/283) y 
otro 15% trabaja entre 51 y más de 60 horas semanales (44/283).

Cuando se analiza por el lugar de trabajo, de las 89 que respondieron la pregunta y que trabajan en el espacio 
público o calle, el 58% lo hace entre 1 y 30 horas semanales (52/89). Mientras que de las 79 MTS que respon-
dieron trabajar en espacios cerrados, el 57% trabaja entre 21 y 50 horas semanales (45/79). Es decir, las MTS 
de lugares cerrados trabajan entre 15 y 20 horas semanales más que las que trabajan en la calle.

En el caso de los turnos de trabajo, casi la mitad, es decir el 46% de las MTS indica trabajar en la noche 
(130/283) y le siguen las que trabajan en la tarde, con un 22,6% y en la mañana trabaja un 15%. Finalmente hay 
otro grupo que trabaja de manera indistinta en varios turnos, éste representa a un 15%. Los porcentajes son 
similares tanto para las que trabajan en el espacio público o en espacios cerrados, predominando el turno 
noche y luego la tarde.

Sobre la discriminación hacia las MTS
Más del 80% de la población de MTS que participó en la investigación señaló haber estado expuesta a alguna 
forma de discriminación (228/283), sólo el 19% afirmó no haber tenido experiencias de esta naturaleza. Sin 
embargo, hay que hacer la mención de que no siempre las MTS logran distinguir que están siendo sujetas de 
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Fuente: RedTraSex

Fuente: RedTraSex

Gráfico N 7 - en porcentajes.

Gráfico N 8 - en porcentajes.

Por otro lado, el grupo de MTS que participó en la investigación señala que ellas son discriminadas en un 83% 
por el hecho de ser trabajadoras sexuales (234/283), es decir, aún se ejerce un fuerte proceso de estigma social 
negativo hacia la población de las mujeres trabajadoras sexuales en la región, que deriva en expresiones de 
discriminación. Un 4% considera que están expuestas a estos procesos por ser mujeres y otro 6% considera 
que son discriminadas por ambas razones, por ser MTS y ser mujeres. 
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

Sobre la violencia en el ámbito laboral 
El 70% de las MTS entrevistadas señala que ha sufrido alguna forma de violencia o abuso de autoridad en el 
ámbito de trabajo (213/283). Y el 25%, señala no haber experimentado formas de violencia asociadas al ejerci-
cio del trabajo sexual (70/283). La violencia tiene diferentes formas de expresión tal como se ha señalado 
previamente. Se pueden identificar casos de violencia extrema que derivan en la muerte de la víctima, con 
abuso o violación sexual, pero también hay casos de violencia verbal y psicológica. En este caso, interesa resal-
tar aquellas formas de violencia ejercidas por miembros de los cuerpos de seguridad del estado o funcionarios 
públicos del sistema de justicia y que se enmarcan dentro de lo que se ha denominado violencia institucional.

Gráfico N 9 - en porcentajes.

Gráfico N 10 - en porcentajes.

Fuente: RedTraSex

Las MTS señalan que las principales formas de violencia experimentadas en el marco de su trabajo son las 
siguientes: 

Fuente: RedTraSex
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Sin embargo, la desigualdad y la pobreza, sumados a la aún escasa tradición democrática en la mayoría de 
nuestros países, hacen que los derechos de avanzada consagrados en la Constitución no tengan en general 
un correlato efectivo y concreto en las normativas de menor jerarquía y los actos cotidianos de los funcio-
narios que deberían aplicarlas. Y esta situación afecta particularmente a poblaciones como las de las 
trabajadoras sexuales que tienen una vulnerabilidad adicional vinculada al estigma y la discriminación que 
sufren.

Tradicionalmente se han reconocido tres modelos en lo que hace a la regulación de la prostitución7: aboli-
cionismo (persecución de la explotación de la prostitución  ajena –proxenetismo- y descriminalización del 
ejercicio de la prostitución individual), prohibicionismo (prohibición y persecución de toda forma de 
explotación y del ejercicio de la prostitución) y reglamentarismo (regulación del ejercicio de la prostitu-
ción a través del establecimiento de controles sanitarios, espaciales y/o administrativos).  

En este sentido, todos los países integrantes de la RedTraSex bajo análisis en este estudio se puede decir 
que son abolicionistas, en cuanto a que el trabajo sexual individual no está específicamente prohibido. Sin 
embargo, la existencia de normativas vinculadas a la persecución del proxenetismo y de la trata de perso-
nas con fines de explotación sexual genera distintas formas de reglamentación, que en su aplicación (suje-
ta en muchas ocasiones al ejercicio arbitrario del poder administrativo o represivo), termina siendo una 
persecución y criminalización de las personas que realizan trabajo sexual lindante con la prohibición.
 
Si bien con excepción de Argentina, que tiene un sistema federal, los países del grupo en estudio son 
unitarios, con distintos niveles de descentralización y autonomía normativa de las jurisdicciones menores, 
ello no obsta para que dentro de un mismo país muchas veces se observen distritos provinciales, departa-
mentales o municipios que tienen un tratamiento diferente, en ocasiones diametralmente opuesto de la 
problemática del trabajo sexual. A modo de ejemplo, en Perú el Código Penal condena el proxenetismo, 
pero muchos municipios reglamentan el funcionamiento de los prostíbulos y consideran ilegal y clandesti-
na la prostitución callejera, y a la vez en otros distritos se reconocen derechos a las trabajadoras sexuales 
(Callao y Loreto). 

Es decir, no existe una unidad normativa o de políticas públicas en el tratamiento del tema, sino que convi-
ven y perviven elementos y prácticas de diferentes modelos, por lo que podemos decir que más que 
hablar de modelos es conveniente, para el análisis de la realidad y para la estrategia concreta de las MTS, 
considerar que existen “formas de gobierno” de la prostitución, en las que las herramientas legales, las 
costumbres y las relaciones de fuerza de los actores configuran un repertorio dinámico en cada espacio y 
territorio.

En la última década ha surgido dentro de algunas corrientes feministas, con fuerte inserción o influencia 
en organismos de políticas públicas en algunos países, una nueva versión del abolicionismo que, si bien 
manifiesta no pretender criminalizar a las mujeres que ejercen el trabajo sexual, lo consideran siempre, en 
todos los aspectos, en todos los casos y circunstancias una forma inaceptable de desigualdad, violencia y 
esclavitud. Consecuentemente pretenden que la única forma de encarar el tema es la lucha por la aboli-
ción de la prostitución como institución y no admiten la posibilidad de que sea considerado un trabajo. 
Esta postura ha influido para generar normativa relativa a la persecución de la trata de personas que en su 
concepción e implementación no diferencia la trata del trabajo sexual, y no acepta como válida ninguna 
forma de consentimiento por parte de las personas que realizan este trabajo. En este sentido, las leyes 
“anti-trata” que han proliferado en la región en los últimos años ponen en duda la elección y la decisión 
de las trabajadoras sexuales sobre su trabajo y sus cuerpos, siendo muchas veces “rescatadas” en contra 

de su voluntad y sometidas a procesos médicos, psicológicos y legales a los que no deberían ser expuestas.

Por tanto se puede decir que existe un vacío legal: el trabajo sexual es una actividad lícita que no está 
específicamente regulada en sus derechos y deberes como tal, sino que es tratada por la normativa más 
diversa, en función de los impactos que supuestamente tiene su desarrollo en aspectos vinculados a la 
salud y al orden público, a los valores morales que cada sociedad define como vigentes, a distintas formas 
de contravenciones o delitos que se considera le son conexas, a la actividad lucrativa que se genera en 
torno a ella, etc.

Por ello, desde las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales de la RedTraSex y sus aliadas se 
impulsa un nuevo enfoque de la regulación del trabajo sexual. A diferencia del reglamentarismo, este 
modelo pondera la ampliación de los derechos laborales, civiles y humanos de las personas que ejercen 
el trabajo sexual, defendiendo las libertades individuales y el derecho al trabajo con beneficios equivalen-
tes a cualquier otro oficio o profesión. 

El tratamiento del trabajo sexual en la normativa
En todos los países analizados, los códigos penales e instrumentos legales conexos sancionan el proxene-
tismo (explotación de la prostitución ajena), y en algunos casos, la publicidad de la oferta de servicios 
sexuales en medios gráficos (Argentina).

Un capítulo especial merece el tratamiento que se le ha dado en la mayoría de los países a la normativa 
vinculada a la prevención, persecución y sanción de los delitos de tráfico y trata de personas y atención a 
sus víctimas que, desde mediados de la década de 2000 forman parte de los cuerpos normativos de la 
mayoría de los países de la región. Como se ha dicho más arriba, dichas leyes, que en algunos casos com-
plementan y/o modifican los códigos penales respectivos, en su mayoría no realizan una clara distinción 
entre la trata de personas y el trabajo sexual autónomo, y generan distintas formas de intervención 
policial, judicial y administrativa específicas. Esto redunda en una criminalización del trabajo sexual, va 
reduciendo los ámbitos de trabajo posibles para las MTS autónomas y termina afectando gravemente los 
derechos humanos de las mujeres que realizan esta actividad por decisión propia. Ello sumado en muchos 
países a normativa referida a las migraciones ilegales que habilita una persecución de dichas personas, 
con lo que lo único que logra es una mayor clandestinización de su actividad y consecuentemente aumen-
to de su vulnerabilidad.

En un rango inferior, se encuentran en todos los países instrumentos legales de faltas o administrativos 
que contienen figuras penales abiertas que habilitan el accionar de las fuerzas de seguridad en el control 
del cumplimiento de prescripciones de distintos tipo, como la averiguación de antecedentes o bien 
algunas vinculadas a la moral y las buenas costumbres, el escándalo público, exhibición corporal, sexo en 
la vía pública, vagancia o merodeo, uso del espacio público con determinación de zonas para la oferta 
sexual, condiciones de habilitación o prohibición lisa y llana de lugares que faciliten dicha oferta, etc. Es 
en este marco que se suscitan la mayoría de los hechos de violencia institucional y violación de derechos 
por parte de las fuerzas de seguridad de distintas jurisdicciones hacia las MTS, tanto de calle como de 
espacios cerrados.

Cabe destacar de este conjunto de normas aquellas vinculadas al área de la salud. Por un lado, los 
resabios de la perspectiva reglamentarista e higienista de principios del Siglo XX que visualizaba a la pros-
titución por un lado como un “mal necesario” y por otro como un foco peligroso de difusión de enferme-
dades hacia la sociedad “sana”, por los cuales subsisten en muchos países del área normativas de control 
específico de salud dirigidos a las TS (de enfermedades de transmisión sexual, no con un enfoque de salud 

integral). En casi todos los países de Centroamérica y el Caribe, en algunas zonas de Colombia, en Bolivia, 
Chile, se exige que las MTS se registren en el sistema sanitario como tales y se les asigna un carnet o libre-
ta sanitaria con revisiones periódicas que la policía y otros agentes públicos están autorizados a controlar. 
La aparición del VIH-Sida, y de la legislación preventiva y de atención de las personas afectadas por el virus 
está generando un cierto cambio de paradigma, en tanto las MTS son consideradas por los organismos 
pertinentes a nivel mundial como una de las poblaciones vulnerables a atender con políticas específicas, 
pero también se recomienda su inclusión como agentes de prevención en el diseño de dichas políticas.
Durante los últimos años se registraron avances en las normativas y en las políticas públicas que tienen 
relevancia positiva para las trabajadoras sexuales, y que en muchos casos fueron logradas gracias a la 
labor de incidencia política de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales integrantes de la 
REDTRASEX. Sin la pretensión de ser exhaustivos, destacamos en este informe las siguientes:

● Leyes y normativas que combaten la violencia de género (Argentina, Nicaragua, El Salvador, 
República Dominicana, Colombia).
● Leyes y normativas para la prevención del VIH-Sida y atención de las personas que padecen el 
síndrome, que en la mayoría de los países incluyen previsiones específicas para la población de 
trabajadoras sexuales en un contexto de derechos. 
● Plan nacional contra la discriminación (Argentina, 2005) que recomienda la descriminalización 
del Trabajo Sexual.
● Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de la Discriminación contra las Mujeres (LIE) y Ley Espe-
cial Integral para una Vida Libre de Violencia para las Mujeres (LEIVLVCM) (El Salvador), que hacen 
referencia a la penalización del proxenetismo diferenciándolo del Trabajo Sexual voluntario.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-629 (Colombia, 2015), reconoce el trabajo sexual como un 
contrato laboral, amparando de este modo los derechos laborales de una trabajadora sexual, y 
dejando sentada jurisprudencia para situaciones posteriores. La sentencia fue dictada en el marco 
de un reclamo judicial realizado por una trabajadora sexual que ejercía su tarea en un espacio 
privado y fue despedida por estar cursando un embarazo de alto riesgo.
● Sentencia de la Corte Constitucional T-736 (Colombia, 2015), que establece que los y las trabaja-
doras sexuales son, en el contexto colombiano, un grupo históricamente discriminado y, como tal, 
una población en especial protección constitucional. Dicha decisión radica en reconocer que el 
trabajo sexual en Colombia no está penalizado pero tampoco regulado, por lo que existe un vacío 
jurídico en tanto hay una inexistencia de leyes, decretos, ordenanzas o acuerdos que reglamenten 
dicho ejercicio. Son estas razones las que llevan a la Corte Constitucional a determinar que las 
personas que ejercen el trabajo sexual deben tener especial protección constitucional
● Modificación de artículos en el nuevo Código Penal que son discriminatorios para las MTS (Hon-
duras).
● En Guatemala, por medio de la circular 024 (Mayo 2016), el Ministerio de Salud ordenó a todos 
los Coordinadores Municipales de Salud que tienen servicios en donde se realice el examen de 
profilaxis sexual, a la correcta aplicación del Reglamento para la prevención, Diagnóstico, trata-
miento y control de ITS y VIH, de modo de evitar situaciones de estigma y discriminación hacia las 
MTS. El mismo mes en ese país se derogó el acuerdo gubernativo 342/86 a través del cual se obliga-
ba a las MTS a exhibir a las autoridades del servicio de salud o agentes de la policía nacional el 
carnet y libreta de control siempre que les fuera requerida.
● Municipios que producen normativas que reconocen el TS y protegen sus derechos (Perú, Para-
guay, Colombia).

De las 213 MTS que señalaron haber experimentado violencia en el ejercicio de su trabajo, el 63% de ellas 
señalan ser víctimas de violencia verbal, psicológica e intimidaciones y pedidos de coima o extorsión (134/213) 
y el otro 30% ha sido víctima de violencia física (incluidas las golpizas) y de violación o abuso sexual (64/213). 
Cuando se cruza esta variable con el lugar de trabajo, el 56% lo constituyen MTS de espacios cerrados 
(119/213), mientras que el 44% lo conforman las MTS que trabajan en espacios abiertos (94/213).

Por otro lado, y aquí el dato relevante en el marco de esta investigación, de la totalidad de MTS (213) que decla-
raron haber sido víctimas de violencia, 209 lograron señalar a sus agresores. De ellas, el 83% señalan que 
quienes ejercieron las expresiones de violencia contra ellas han sido las fuerzas policiales, fuerza armada, agen-
tes de migraciones (173/209). También hay un 4% que señalan a los funcionarios de justicia (psicólogas, 
fiscales, jueces, entre otros) (8/209). Es decir, que en el 87% de los casos señalados por las MTS que participa-
ron en la investigación como sujetos de violencia en el ejercicio de su trabajo, se refieren a casos de violencia 
institucional (181/209). 

Gráfico N 11 - en porcentajes.

Fuente: RedTraSex

Denuncias
La investigación también se planteó conocer si las MTS realizan denuncias cuando son víctimas de la violencia 
en general, e institucional en particular. En este caso, es importante señalar que de las 213 MTS que declararon 
haber experimentado violencia en el trabajo, el 77% no hizo la denuncia ante las autoridades competentes 
(164/213) cuando estuvieron expuestas a hechos de violencia. Sólo un 23% señala haber realizado la denuncia 
(49/213).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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Gráfico N 12 - en porcentajes.

Gráfico N 13 - en porcentajes.

Fuente: RedTraSex

Fuente: RedTraSex

Y cuando se les preguntó sobre las razones por las cuales las MTS no denuncian violaciones a sus DDHH, el 
26,5% señala como el principal motivo, al miedo asociado a posibles represalias (75/283). Le sigue en un 14% 
la desconfianza en el sistema de justicia, también con un 13,4% por la discriminación de quien registra la 
denuncia y hay un 27% que expresa que varias de las razones expresadas a la vez. Finalmente, hay un 7% que 
señala como razón fundamental, el desconocimiento sobre el proceso judicial asociado a una denuncia y sus 
implicaciones legales, económicas, etc. En ese sentido, el sistema de justicia se percibe como inaccesible para 
este sector de la población, así como no confiable como garante de la preservación de los DDHH fundamenta-
les de las MTS. Estos porcentajes son similares tanto para las MTS que trabajan en espacios públicos, como las 
que trabajan en lugares cerrados.

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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PRINCIPALES HALLAZGOS 

Identificación de prácticas habituales de violencia institucional vinculadas 
al trabajo sexual
Analizaremos a continuación las situaciones en que se desarrolla la violencia institucional hacia las mujeres 
trabajadoras sexuales según el actor estatal involucrado y el tipo de práctica de vulneración de derechos que 
se identifica.

Por parte de las Fuerzas Policiales
Los integrantes de las policías y otras fuerzas de seguridad de cada país son claramente visualizados por las 
MTS como los principales ejecutores de la violencia institucional que sufren en sus diversas modalidades. Estos 
agentes estatales son quienes cotidianamente ejercen control en el espacio público y también en los espacios 
cerrados donde realizan su trabajo las MTS, y lo hacen en general con prácticas arbitrarias y violentas. 
Las modalidades generales de acciones y omisiones violatorias de derechos de las MTS en que incurren más 
habitualmente estas fuerzas pueden resumirse en:

De Discriminación: Por ser mujer, trabajadora sexual, por su identidad sexual, por ser migrantes.

"Con el uniforme que llevan puesto ejercen discriminación por el trabajo que realizamos, a las extranje-
ras nos ponen más en aprieto que a las chilenas, porque nos amenazan con deportarnos o mancharnos 
los papeles. Uno tiene temor a denunciar esos casos, por las mismas amenazas que ellos hacen" (MTS, 
Espacios Cerrados, Chile).

“Hay discriminación de la gente, en la comisaría no nos toman la denuncia a las trabajadoras sexuales.” 
(MTS, espacio abierto, Paraguay).

“En el negocio toda la vida ha habido discriminación, nadie que nos defienda, que defienda a las muje-
res, entonces de por si uno tal vez recibe violencia por otros lados, entonces dice, para que, y aquí quien 
las va a defender, estamos como más marginadas.” (MTS, Espacio cerrado, Honduras).

De Incriminación: Falsa vinculación de la MTS en hechos graves como la asociación ilícita para delinquir, 
tráfico de drogas, trata de personas, sólo por encontrarse en el momento o lugar equivocado, como chivo 
expiatorio de hechos delictivos originados en los vínculos de agentes de la policía con grupos irregulares de 
distinto tipo que corrompen a los cuerpos de seguridad. 

“Yo fui a poner la denuncia y una compañera atestiguó que el policía le puso la droga... Nunca recibí 
respuesta. Ella cumplió su condena de tres años haciendo trabajo social” (MTS, espacio cerrado, El Salva-
dor). 

“Hay clientes que entran con su teléfono celular, y te pagan el servicio con la entrega del teléfono, pero 
después te piden de vuelta que le entregues y si no le das te culpan por robarle después. Después la 
policía no es a nosotras que nos creen sino al que denuncia” (MTS, Espacio abierto, Paraguay).

“Y en uno de esos allanamientos, me acuerdo que cayó la policía y el miedo que teníamos era que la 
policía te empapelara, o sea que te pusiera la cocaína. O al boliche y que después no tuviéramos más 
lugar en el que laburar.” (MTS espacio cerrado, Argentina).

De Abuso de autoridad: Detenciones arbitrarias, sin orden de allanamiento o de detención. Privación 
indebida de la libertad sin labrar causa judicial. Malas condiciones de alojamiento y alimentación en los lugares 
de detención. Robo de pertenencias. Ejercicio de violencia física, verbal, psicológica, sexual. Extorsión.

“Por lo que me cuentan antes era peor, a nosotras antes nos perseguían todos los días, a veces yo llegaba 
no alcanzaba a hacer nada y te llevaban detenida, a veces podías estar hasta 30 días detenida en la 
cárcel de mujeres y llegar como prostituta es muy mal mirado” (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“…yo trabajaba en la noche, allí lo insultan a uno, lo discriminan, ‘y vos que estás haciendo así’ una le 
dice ‘ejerciendo el trabajo’, ‘¿qué trabajo?’ ‘trabajo sexual’, ‘entonces si en media hora te veo acá, te voy 
arrestar’. Eso es privado, yo les digo, y ¿porque?, no es un delito…” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Ellos buscan la forma de chantajear directamente al cliente, le dicen que están con una prostituta o 
travesti, le bajan de ahí, y le chantajean hasta sacarle, o le llevan en la patrulla y le sacan lo que tienen, 
después el cliente viene y nos atropella a nosotros, preguntándonos qué es lo que nosotros les hacemos.” 
(MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

Omisiones: Ante hechos de violencia de otras personas o grupos hacia las MTS, tanto en espacios abiertos 
como cerrados de trabajo, y ante situaciones de violencia de género en sus diversas formas, se omite intervenir 
en garantía de la seguridad y el derecho a obtener justicia y reparación de las MTS.

“Nosotras estamos en un proceso con un accidente que pasó hace un año. Un señor borracho levantó 
(atropelló con un coche) como a cuatro” […]  La policía no hizo nada, llegó, pero no hizo nada, ni se las 
llevaron a ver cómo estaban. […] una de ellas quedó sin tres dientes, otra quedó con todo esto operado 
(señala el mentón)”. Concluye la compañera que fue víctima directa: “yo por eso voy pa platino el jueves 
que me operan de esta pierna. Estamos en proceso con el man, al man todavía no lo han hecho presen-
tar porque nosotros estamos en proceso y que porque falta la operación mía. Yo quedé con tres vasitos 
de sangre en la cabeza por el golpe […] y usted viera, llegó la policía y lo sacó a él y a nosotras ni nos 
atendieron” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

“Otra cosa es que si un cliente lo golpea a uno y vamos a poner la denuncia a la posta, no nos paran bola, 
le dicen mejor la hubiera matado, en vez de apoyarnos, nos bajan la moral, nos hacen bulling a nosotros, 
más bien le dicen vaya a poner la denuncia por esto y esto y ni por cerca” (MTS, Espacio abierto, Honduras). 

Sin duda los actos de violencia de mayor gravedad son los intentos de homicidio y/u homicidios pues se viola 
el derecho humano fundamental que es el derecho a la vida. Las ONMTS vienen documentando durante, al 
menos, los últimos diez años, los asesinatos e intentos de asesinatos de MTS incluidos aquellos ejecutados por 
fuerzas policiales o miembros de los Estados8 . 

“Y le voy a contar como hacen eso, le ponen los cinco las pistolas, la nueve o la calibre 15 o le ponen a 
M2, se la ponen a uno y uno con aquel miedo y le hacen cra, cra! Y sin proyectil porque uno le puede 
hacer, porque sin proyectil el Ak suena siempre, pero uno que sabe de sonido evacuados de proyectil o 
que si tiene proyectil o no, de los nervios uno piensa que lo va a matar, así es como lo logran a uno tener”. 
(MTS, Espacio abierto, El Salvador).

A continuación se ejemplificarán las formas concretas más frecuentes en que se manifiesta la violencia institu-
cional en cada situación de intervención de las fuerzas policiales en relación con las MTS.

En las requisas9  y allanamientos10

Las requisas además de ser frecuentes, y generalmente infundadas y arbitrarias, sobre todo en los espacios 
abiertos, suelen ser sumamente humillantes para las mujeres, ya que más que una simple revisión en ellas se 
producen situaciones de abuso sexual, violencia física, violencia verbal y abuso de autoridad.

Puede suceder que la policía requiera la exhibición del DNI y ante la falta del mismo, pretendan identificar a la 
persona y eventualmente generen un procedimiento que finalice en requisa y detención. Sin embargo, en el 
caso de las MTS, el procedimiento es la mayoría de las veces la excusa para una demostración de poder, para 
ejercer coacción sobre ellas, coartando su libertad de movimiento y tránsito. 

 Por otro lado, las requisas policiales deberían ser realizadas por una persona del mismo sexo; no obstante, esto 
no siempre se cumple y tampoco es necesariamente una garantía de mejor trato. 

 “Bueno a mí lo que no me ha gustado es que a veces los policías lo abusan a uno. Uno tiene que sacar 
todo lo que anda en el bolso y tirarlo ahí en media calle para que ellos vean lo que uno anda porque ellos 
piensan que uno anda drogas o yo quien sabe qué y por más que uno le diga que uno no es drogadicto 
ni usa drogas siempre insisten. Además lo van a toquetear todo a uno ahí en media calle a uno hasta las 
policías las mujeres lo toquetean a uno ahí en media calle delante de todo mundo, pasan chiquitos y 
donde hay gente a ellos no les importa… eso es una vergüenza para mí” (MTS, espacio público, Costa Rica).

“A mí me llevaron a un hotel, como yo trabajo en la puerta de una pizzería, me llevaron a un hotel y una 
[policía] mujer te revisa toda. Tenés que sacarte todo y te revisan, te sacan el corpiño, te abren la boca, 
el oído, te sacan la bombacha, te abren la cola.” (MTS, espacio público, Argentina).  

Violencia verbal y física 
Los allanamientos relatados refieren a procedimientos que se realizan en general con orden judicial y de los 
que participan las fuerzas de seguridad. Los allanamientos, en tanto herramientas de la investigación penal, 
son siempre procedimientos con algún grado de violencia pero, para los casos en cuestión, se advierte un uso 
desproporcionado de la fuerza.

“Pues igual yo he estado en allanamientos también en negocios donde buscan si hay drogas y empiezan 
a investigar y todo eso. Eso es horrible, eso llega a la policía y eso lo tiran a uno al piso, lo esposan, lo 
tratan como un perro, no lo dejan tocar nada ni nada […] este año sí hubo un allanamiento, un operativo 
en esta zona muy hijuemadre, que sellaron casi todo, ¿se acuerdan? Pero eso pasa más que todo con los 
hoteles. Con los negocios también” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

‘Hacen un desastre cuando hacen allanamientos, los de la Comisaría de esta zona especialmente. 
Cuando vienen los de la fiscalía no hacen nada, sólo los policías actúan así’ (MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

“La policía llega cada dos o tres meses, cuando llegan debemos correr arriba, los hombres se quedan 
debajo de los lugares. Los policías nos tocan y nos registran. Cada vez llegan entre 8 y 10 agentes, seis se 
quedan arriba y cuatro suben a tocarlas. No llegan mujeres policías, sólo de sexo masculino” 
(MTS, espacio cerrado, Guatemala).

Robo y sustracción de pertenencias
En estos procedimientos, las fuerzas de seguridad pueden secuestrar dinero u objetos de valor como parte del 
operativo, el cual podría convertirse en prueba para la causa judicial. Si bien en esos casos, desde un punto de 
vista formal, la restitución puede reclamarse en juzgados y fiscalías, esto difícilmente sucede. Así, el estigma 
que rodea el trabajo sexual favorece que las personas desistan de reclamar la restitución de sus pertenencias 
y son pocos aquellos casos en que las MTS efectivamente las reclaman.

“Nos quitan el teléfono, nos quitan lo que andamos, nos quitan los bolsos y la plata, cuando nos lo entre-
gan, nos entregan menos plata... Nos llevan a detención, antes no nos entregaban ni el bolso...” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Llevan todo lo que encuentran, llevan nuestros preservativos, nuestros cuadernos, plata, todo lo que 
encuentran, nuestras cosas personales y nos dicen que van a llevar a la fiscalía, teléfono, sábanas, 
colchas. Para averiguación dicen, no sé para qué lo que van a llevar a la fiscalía, llevan todo lo que 
encuentran. Nos dicen que después nos van a devolver todo lo que encuentran pero ya no nos devuel-
ven” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Es un robo porque cuando a una la meten presa [la detienen], le quitan reloj, joyas, dinero, y ya no se lo 
devuelven. Con la cartera vacía sale una. Sólo le devuelven la ropa. ¿Y usted cómo comprueba que 
cuando la detuvieron llevaba algo? Si es la palabra de una, contra la de ellos” 
(MTS, espacio público, El Salvador). 

Hostigamiento, coacción y extorsión
Las MTS señalan que es habitual que la policía solicite el pago de cánones o coimas para que “trabajen tranqui-
las”, para avisarles de posibles allanamientos, para que no “liberen11”  la zona y queden expuestas a robos o 
simplemente como una demostración de poder. Ante esta circunstancia las mismas se ven forzadas a entregar 
parte de lo que perciben.

“Me mandaba mensajes, me quería cobrar 4000 (266 USD) pesos de arreglo. Varias veces le pagamos, 
2000 (133 USD) era pasable pero después 4000 más los 4000 por semana del alquiler (…) nadie sabe 
para qué, a la policía le pagas pero no sabes para qué carajo les pagas a ellos, esa es la pura verdad” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

‘Ellos vienen a decirte que necesitan plata, con la excusa de que ellos cuidan la zona siempre piden 
coima, para su combustible dicen. Nos piden 100.000 (20 USD), todo el tiempo nos coimean’ (MTS Espa-
cio público, Paraguay).

"El policía uno se le acerca y el policía te pregunta tienes carnet y le dices sí, pero no tuve la plata para ir 
el miércoles y el policía te dice bueno me das algo. Esto no era así. Y el agarra con su firma y me firma el 
carnet y yo sigo rodándola, estoy libre porque ya no me agarran por el carnet ya lo tengo firmado por él. 
Porque me lo firmó" (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

“Nos meten en un cuarto y nos dice el subteniente ‘si tienes el dinero no hay problema, si no lo tienes te 
acuestas conmigo y aquí termina’” (MTS Espacio cerrado, Panamá).

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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PRINCIPALES HALLAZGOS 

Identificación de prácticas habituales de violencia institucional vinculadas 
al trabajo sexual
Analizaremos a continuación las situaciones en que se desarrolla la violencia institucional hacia las mujeres 
trabajadoras sexuales según el actor estatal involucrado y el tipo de práctica de vulneración de derechos que 
se identifica.

Por parte de las Fuerzas Policiales
Los integrantes de las policías y otras fuerzas de seguridad de cada país son claramente visualizados por las 
MTS como los principales ejecutores de la violencia institucional que sufren en sus diversas modalidades. Estos 
agentes estatales son quienes cotidianamente ejercen control en el espacio público y también en los espacios 
cerrados donde realizan su trabajo las MTS, y lo hacen en general con prácticas arbitrarias y violentas. 
Las modalidades generales de acciones y omisiones violatorias de derechos de las MTS en que incurren más 
habitualmente estas fuerzas pueden resumirse en:

De Discriminación: Por ser mujer, trabajadora sexual, por su identidad sexual, por ser migrantes.

"Con el uniforme que llevan puesto ejercen discriminación por el trabajo que realizamos, a las extranje-
ras nos ponen más en aprieto que a las chilenas, porque nos amenazan con deportarnos o mancharnos 
los papeles. Uno tiene temor a denunciar esos casos, por las mismas amenazas que ellos hacen" (MTS, 
Espacios Cerrados, Chile).

“Hay discriminación de la gente, en la comisaría no nos toman la denuncia a las trabajadoras sexuales.” 
(MTS, espacio abierto, Paraguay).

“En el negocio toda la vida ha habido discriminación, nadie que nos defienda, que defienda a las muje-
res, entonces de por si uno tal vez recibe violencia por otros lados, entonces dice, para que, y aquí quien 
las va a defender, estamos como más marginadas.” (MTS, Espacio cerrado, Honduras).

De Incriminación: Falsa vinculación de la MTS en hechos graves como la asociación ilícita para delinquir, 
tráfico de drogas, trata de personas, sólo por encontrarse en el momento o lugar equivocado, como chivo 
expiatorio de hechos delictivos originados en los vínculos de agentes de la policía con grupos irregulares de 
distinto tipo que corrompen a los cuerpos de seguridad. 

“Yo fui a poner la denuncia y una compañera atestiguó que el policía le puso la droga... Nunca recibí 
respuesta. Ella cumplió su condena de tres años haciendo trabajo social” (MTS, espacio cerrado, El Salva-
dor). 

“Hay clientes que entran con su teléfono celular, y te pagan el servicio con la entrega del teléfono, pero 
después te piden de vuelta que le entregues y si no le das te culpan por robarle después. Después la 
policía no es a nosotras que nos creen sino al que denuncia” (MTS, Espacio abierto, Paraguay).

“Y en uno de esos allanamientos, me acuerdo que cayó la policía y el miedo que teníamos era que la 
policía te empapelara, o sea que te pusiera la cocaína. O al boliche y que después no tuviéramos más 
lugar en el que laburar.” (MTS espacio cerrado, Argentina).

De Abuso de autoridad: Detenciones arbitrarias, sin orden de allanamiento o de detención. Privación 
indebida de la libertad sin labrar causa judicial. Malas condiciones de alojamiento y alimentación en los lugares 
de detención. Robo de pertenencias. Ejercicio de violencia física, verbal, psicológica, sexual. Extorsión.

“Por lo que me cuentan antes era peor, a nosotras antes nos perseguían todos los días, a veces yo llegaba 
no alcanzaba a hacer nada y te llevaban detenida, a veces podías estar hasta 30 días detenida en la 
cárcel de mujeres y llegar como prostituta es muy mal mirado” (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“…yo trabajaba en la noche, allí lo insultan a uno, lo discriminan, ‘y vos que estás haciendo así’ una le 
dice ‘ejerciendo el trabajo’, ‘¿qué trabajo?’ ‘trabajo sexual’, ‘entonces si en media hora te veo acá, te voy 
arrestar’. Eso es privado, yo les digo, y ¿porque?, no es un delito…” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Ellos buscan la forma de chantajear directamente al cliente, le dicen que están con una prostituta o 
travesti, le bajan de ahí, y le chantajean hasta sacarle, o le llevan en la patrulla y le sacan lo que tienen, 
después el cliente viene y nos atropella a nosotros, preguntándonos qué es lo que nosotros les hacemos.” 
(MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

Omisiones: Ante hechos de violencia de otras personas o grupos hacia las MTS, tanto en espacios abiertos 
como cerrados de trabajo, y ante situaciones de violencia de género en sus diversas formas, se omite intervenir 
en garantía de la seguridad y el derecho a obtener justicia y reparación de las MTS.

“Nosotras estamos en un proceso con un accidente que pasó hace un año. Un señor borracho levantó 
(atropelló con un coche) como a cuatro” […]  La policía no hizo nada, llegó, pero no hizo nada, ni se las 
llevaron a ver cómo estaban. […] una de ellas quedó sin tres dientes, otra quedó con todo esto operado 
(señala el mentón)”. Concluye la compañera que fue víctima directa: “yo por eso voy pa platino el jueves 
que me operan de esta pierna. Estamos en proceso con el man, al man todavía no lo han hecho presen-
tar porque nosotros estamos en proceso y que porque falta la operación mía. Yo quedé con tres vasitos 
de sangre en la cabeza por el golpe […] y usted viera, llegó la policía y lo sacó a él y a nosotras ni nos 
atendieron” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

“Otra cosa es que si un cliente lo golpea a uno y vamos a poner la denuncia a la posta, no nos paran bola, 
le dicen mejor la hubiera matado, en vez de apoyarnos, nos bajan la moral, nos hacen bulling a nosotros, 
más bien le dicen vaya a poner la denuncia por esto y esto y ni por cerca” (MTS, Espacio abierto, Honduras). 

Sin duda los actos de violencia de mayor gravedad son los intentos de homicidio y/u homicidios pues se viola 
el derecho humano fundamental que es el derecho a la vida. Las ONMTS vienen documentando durante, al 
menos, los últimos diez años, los asesinatos e intentos de asesinatos de MTS incluidos aquellos ejecutados por 
fuerzas policiales o miembros de los Estados8 . 

“Y le voy a contar como hacen eso, le ponen los cinco las pistolas, la nueve o la calibre 15 o le ponen a 
M2, se la ponen a uno y uno con aquel miedo y le hacen cra, cra! Y sin proyectil porque uno le puede 
hacer, porque sin proyectil el Ak suena siempre, pero uno que sabe de sonido evacuados de proyectil o 
que si tiene proyectil o no, de los nervios uno piensa que lo va a matar, así es como lo logran a uno tener”. 
(MTS, Espacio abierto, El Salvador).

A continuación se ejemplificarán las formas concretas más frecuentes en que se manifiesta la violencia institu-
cional en cada situación de intervención de las fuerzas policiales en relación con las MTS.

En las requisas9  y allanamientos10

Las requisas además de ser frecuentes, y generalmente infundadas y arbitrarias, sobre todo en los espacios 
abiertos, suelen ser sumamente humillantes para las mujeres, ya que más que una simple revisión en ellas se 
producen situaciones de abuso sexual, violencia física, violencia verbal y abuso de autoridad.

Puede suceder que la policía requiera la exhibición del DNI y ante la falta del mismo, pretendan identificar a la 
persona y eventualmente generen un procedimiento que finalice en requisa y detención. Sin embargo, en el 
caso de las MTS, el procedimiento es la mayoría de las veces la excusa para una demostración de poder, para 
ejercer coacción sobre ellas, coartando su libertad de movimiento y tránsito. 

 Por otro lado, las requisas policiales deberían ser realizadas por una persona del mismo sexo; no obstante, esto 
no siempre se cumple y tampoco es necesariamente una garantía de mejor trato. 

 “Bueno a mí lo que no me ha gustado es que a veces los policías lo abusan a uno. Uno tiene que sacar 
todo lo que anda en el bolso y tirarlo ahí en media calle para que ellos vean lo que uno anda porque ellos 
piensan que uno anda drogas o yo quien sabe qué y por más que uno le diga que uno no es drogadicto 
ni usa drogas siempre insisten. Además lo van a toquetear todo a uno ahí en media calle a uno hasta las 
policías las mujeres lo toquetean a uno ahí en media calle delante de todo mundo, pasan chiquitos y 
donde hay gente a ellos no les importa… eso es una vergüenza para mí” (MTS, espacio público, Costa Rica).

“A mí me llevaron a un hotel, como yo trabajo en la puerta de una pizzería, me llevaron a un hotel y una 
[policía] mujer te revisa toda. Tenés que sacarte todo y te revisan, te sacan el corpiño, te abren la boca, 
el oído, te sacan la bombacha, te abren la cola.” (MTS, espacio público, Argentina).  

Violencia verbal y física 
Los allanamientos relatados refieren a procedimientos que se realizan en general con orden judicial y de los 
que participan las fuerzas de seguridad. Los allanamientos, en tanto herramientas de la investigación penal, 
son siempre procedimientos con algún grado de violencia pero, para los casos en cuestión, se advierte un uso 
desproporcionado de la fuerza.

“Pues igual yo he estado en allanamientos también en negocios donde buscan si hay drogas y empiezan 
a investigar y todo eso. Eso es horrible, eso llega a la policía y eso lo tiran a uno al piso, lo esposan, lo 
tratan como un perro, no lo dejan tocar nada ni nada […] este año sí hubo un allanamiento, un operativo 
en esta zona muy hijuemadre, que sellaron casi todo, ¿se acuerdan? Pero eso pasa más que todo con los 
hoteles. Con los negocios también” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

‘Hacen un desastre cuando hacen allanamientos, los de la Comisaría de esta zona especialmente. 
Cuando vienen los de la fiscalía no hacen nada, sólo los policías actúan así’ (MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

“La policía llega cada dos o tres meses, cuando llegan debemos correr arriba, los hombres se quedan 
debajo de los lugares. Los policías nos tocan y nos registran. Cada vez llegan entre 8 y 10 agentes, seis se 
quedan arriba y cuatro suben a tocarlas. No llegan mujeres policías, sólo de sexo masculino” 
(MTS, espacio cerrado, Guatemala).

Robo y sustracción de pertenencias
En estos procedimientos, las fuerzas de seguridad pueden secuestrar dinero u objetos de valor como parte del 
operativo, el cual podría convertirse en prueba para la causa judicial. Si bien en esos casos, desde un punto de 
vista formal, la restitución puede reclamarse en juzgados y fiscalías, esto difícilmente sucede. Así, el estigma 
que rodea el trabajo sexual favorece que las personas desistan de reclamar la restitución de sus pertenencias 
y son pocos aquellos casos en que las MTS efectivamente las reclaman.

“Nos quitan el teléfono, nos quitan lo que andamos, nos quitan los bolsos y la plata, cuando nos lo entre-
gan, nos entregan menos plata... Nos llevan a detención, antes no nos entregaban ni el bolso...” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Llevan todo lo que encuentran, llevan nuestros preservativos, nuestros cuadernos, plata, todo lo que 
encuentran, nuestras cosas personales y nos dicen que van a llevar a la fiscalía, teléfono, sábanas, 
colchas. Para averiguación dicen, no sé para qué lo que van a llevar a la fiscalía, llevan todo lo que 
encuentran. Nos dicen que después nos van a devolver todo lo que encuentran pero ya no nos devuel-
ven” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Es un robo porque cuando a una la meten presa [la detienen], le quitan reloj, joyas, dinero, y ya no se lo 
devuelven. Con la cartera vacía sale una. Sólo le devuelven la ropa. ¿Y usted cómo comprueba que 
cuando la detuvieron llevaba algo? Si es la palabra de una, contra la de ellos” 
(MTS, espacio público, El Salvador). 

Hostigamiento, coacción y extorsión
Las MTS señalan que es habitual que la policía solicite el pago de cánones o coimas para que “trabajen tranqui-
las”, para avisarles de posibles allanamientos, para que no “liberen11”  la zona y queden expuestas a robos o 
simplemente como una demostración de poder. Ante esta circunstancia las mismas se ven forzadas a entregar 
parte de lo que perciben.

“Me mandaba mensajes, me quería cobrar 4000 (266 USD) pesos de arreglo. Varias veces le pagamos, 
2000 (133 USD) era pasable pero después 4000 más los 4000 por semana del alquiler (…) nadie sabe 
para qué, a la policía le pagas pero no sabes para qué carajo les pagas a ellos, esa es la pura verdad” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

‘Ellos vienen a decirte que necesitan plata, con la excusa de que ellos cuidan la zona siempre piden 
coima, para su combustible dicen. Nos piden 100.000 (20 USD), todo el tiempo nos coimean’ (MTS Espa-
cio público, Paraguay).

"El policía uno se le acerca y el policía te pregunta tienes carnet y le dices sí, pero no tuve la plata para ir 
el miércoles y el policía te dice bueno me das algo. Esto no era así. Y el agarra con su firma y me firma el 
carnet y yo sigo rodándola, estoy libre porque ya no me agarran por el carnet ya lo tengo firmado por él. 
Porque me lo firmó" (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

“Nos meten en un cuarto y nos dice el subteniente ‘si tienes el dinero no hay problema, si no lo tienes te 
acuestas conmigo y aquí termina’” (MTS Espacio cerrado, Panamá).

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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PRINCIPALES HALLAZGOS 

Identificación de prácticas habituales de violencia institucional vinculadas 
al trabajo sexual
Analizaremos a continuación las situaciones en que se desarrolla la violencia institucional hacia las mujeres 
trabajadoras sexuales según el actor estatal involucrado y el tipo de práctica de vulneración de derechos que 
se identifica.

Por parte de las Fuerzas Policiales
Los integrantes de las policías y otras fuerzas de seguridad de cada país son claramente visualizados por las 
MTS como los principales ejecutores de la violencia institucional que sufren en sus diversas modalidades. Estos 
agentes estatales son quienes cotidianamente ejercen control en el espacio público y también en los espacios 
cerrados donde realizan su trabajo las MTS, y lo hacen en general con prácticas arbitrarias y violentas. 
Las modalidades generales de acciones y omisiones violatorias de derechos de las MTS en que incurren más 
habitualmente estas fuerzas pueden resumirse en:

De Discriminación: Por ser mujer, trabajadora sexual, por su identidad sexual, por ser migrantes.

"Con el uniforme que llevan puesto ejercen discriminación por el trabajo que realizamos, a las extranje-
ras nos ponen más en aprieto que a las chilenas, porque nos amenazan con deportarnos o mancharnos 
los papeles. Uno tiene temor a denunciar esos casos, por las mismas amenazas que ellos hacen" (MTS, 
Espacios Cerrados, Chile).

“Hay discriminación de la gente, en la comisaría no nos toman la denuncia a las trabajadoras sexuales.” 
(MTS, espacio abierto, Paraguay).

“En el negocio toda la vida ha habido discriminación, nadie que nos defienda, que defienda a las muje-
res, entonces de por si uno tal vez recibe violencia por otros lados, entonces dice, para que, y aquí quien 
las va a defender, estamos como más marginadas.” (MTS, Espacio cerrado, Honduras).

De Incriminación: Falsa vinculación de la MTS en hechos graves como la asociación ilícita para delinquir, 
tráfico de drogas, trata de personas, sólo por encontrarse en el momento o lugar equivocado, como chivo 
expiatorio de hechos delictivos originados en los vínculos de agentes de la policía con grupos irregulares de 
distinto tipo que corrompen a los cuerpos de seguridad. 

“Yo fui a poner la denuncia y una compañera atestiguó que el policía le puso la droga... Nunca recibí 
respuesta. Ella cumplió su condena de tres años haciendo trabajo social” (MTS, espacio cerrado, El Salva-
dor). 

“Hay clientes que entran con su teléfono celular, y te pagan el servicio con la entrega del teléfono, pero 
después te piden de vuelta que le entregues y si no le das te culpan por robarle después. Después la 
policía no es a nosotras que nos creen sino al que denuncia” (MTS, Espacio abierto, Paraguay).

“Y en uno de esos allanamientos, me acuerdo que cayó la policía y el miedo que teníamos era que la 
policía te empapelara, o sea que te pusiera la cocaína. O al boliche y que después no tuviéramos más 
lugar en el que laburar.” (MTS espacio cerrado, Argentina).

De Abuso de autoridad: Detenciones arbitrarias, sin orden de allanamiento o de detención. Privación 
indebida de la libertad sin labrar causa judicial. Malas condiciones de alojamiento y alimentación en los lugares 
de detención. Robo de pertenencias. Ejercicio de violencia física, verbal, psicológica, sexual. Extorsión.

“Por lo que me cuentan antes era peor, a nosotras antes nos perseguían todos los días, a veces yo llegaba 
no alcanzaba a hacer nada y te llevaban detenida, a veces podías estar hasta 30 días detenida en la 
cárcel de mujeres y llegar como prostituta es muy mal mirado” (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“…yo trabajaba en la noche, allí lo insultan a uno, lo discriminan, ‘y vos que estás haciendo así’ una le 
dice ‘ejerciendo el trabajo’, ‘¿qué trabajo?’ ‘trabajo sexual’, ‘entonces si en media hora te veo acá, te voy 
arrestar’. Eso es privado, yo les digo, y ¿porque?, no es un delito…” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Ellos buscan la forma de chantajear directamente al cliente, le dicen que están con una prostituta o 
travesti, le bajan de ahí, y le chantajean hasta sacarle, o le llevan en la patrulla y le sacan lo que tienen, 
después el cliente viene y nos atropella a nosotros, preguntándonos qué es lo que nosotros les hacemos.” 
(MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

Omisiones: Ante hechos de violencia de otras personas o grupos hacia las MTS, tanto en espacios abiertos 
como cerrados de trabajo, y ante situaciones de violencia de género en sus diversas formas, se omite intervenir 
en garantía de la seguridad y el derecho a obtener justicia y reparación de las MTS.

“Nosotras estamos en un proceso con un accidente que pasó hace un año. Un señor borracho levantó 
(atropelló con un coche) como a cuatro” […]  La policía no hizo nada, llegó, pero no hizo nada, ni se las 
llevaron a ver cómo estaban. […] una de ellas quedó sin tres dientes, otra quedó con todo esto operado 
(señala el mentón)”. Concluye la compañera que fue víctima directa: “yo por eso voy pa platino el jueves 
que me operan de esta pierna. Estamos en proceso con el man, al man todavía no lo han hecho presen-
tar porque nosotros estamos en proceso y que porque falta la operación mía. Yo quedé con tres vasitos 
de sangre en la cabeza por el golpe […] y usted viera, llegó la policía y lo sacó a él y a nosotras ni nos 
atendieron” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

“Otra cosa es que si un cliente lo golpea a uno y vamos a poner la denuncia a la posta, no nos paran bola, 
le dicen mejor la hubiera matado, en vez de apoyarnos, nos bajan la moral, nos hacen bulling a nosotros, 
más bien le dicen vaya a poner la denuncia por esto y esto y ni por cerca” (MTS, Espacio abierto, Honduras). 

Sin duda los actos de violencia de mayor gravedad son los intentos de homicidio y/u homicidios pues se viola 
el derecho humano fundamental que es el derecho a la vida. Las ONMTS vienen documentando durante, al 
menos, los últimos diez años, los asesinatos e intentos de asesinatos de MTS incluidos aquellos ejecutados por 
fuerzas policiales o miembros de los Estados8 . 

“Y le voy a contar como hacen eso, le ponen los cinco las pistolas, la nueve o la calibre 15 o le ponen a 
M2, se la ponen a uno y uno con aquel miedo y le hacen cra, cra! Y sin proyectil porque uno le puede 
hacer, porque sin proyectil el Ak suena siempre, pero uno que sabe de sonido evacuados de proyectil o 
que si tiene proyectil o no, de los nervios uno piensa que lo va a matar, así es como lo logran a uno tener”. 
(MTS, Espacio abierto, El Salvador).

A continuación se ejemplificarán las formas concretas más frecuentes en que se manifiesta la violencia institu-
cional en cada situación de intervención de las fuerzas policiales en relación con las MTS.

En las requisas9  y allanamientos10

Las requisas además de ser frecuentes, y generalmente infundadas y arbitrarias, sobre todo en los espacios 
abiertos, suelen ser sumamente humillantes para las mujeres, ya que más que una simple revisión en ellas se 
producen situaciones de abuso sexual, violencia física, violencia verbal y abuso de autoridad.

Puede suceder que la policía requiera la exhibición del DNI y ante la falta del mismo, pretendan identificar a la 
persona y eventualmente generen un procedimiento que finalice en requisa y detención. Sin embargo, en el 
caso de las MTS, el procedimiento es la mayoría de las veces la excusa para una demostración de poder, para 
ejercer coacción sobre ellas, coartando su libertad de movimiento y tránsito. 

 Por otro lado, las requisas policiales deberían ser realizadas por una persona del mismo sexo; no obstante, esto 
no siempre se cumple y tampoco es necesariamente una garantía de mejor trato. 

 “Bueno a mí lo que no me ha gustado es que a veces los policías lo abusan a uno. Uno tiene que sacar 
todo lo que anda en el bolso y tirarlo ahí en media calle para que ellos vean lo que uno anda porque ellos 
piensan que uno anda drogas o yo quien sabe qué y por más que uno le diga que uno no es drogadicto 
ni usa drogas siempre insisten. Además lo van a toquetear todo a uno ahí en media calle a uno hasta las 
policías las mujeres lo toquetean a uno ahí en media calle delante de todo mundo, pasan chiquitos y 
donde hay gente a ellos no les importa… eso es una vergüenza para mí” (MTS, espacio público, Costa Rica).

“A mí me llevaron a un hotel, como yo trabajo en la puerta de una pizzería, me llevaron a un hotel y una 
[policía] mujer te revisa toda. Tenés que sacarte todo y te revisan, te sacan el corpiño, te abren la boca, 
el oído, te sacan la bombacha, te abren la cola.” (MTS, espacio público, Argentina).  

Violencia verbal y física 
Los allanamientos relatados refieren a procedimientos que se realizan en general con orden judicial y de los 
que participan las fuerzas de seguridad. Los allanamientos, en tanto herramientas de la investigación penal, 
son siempre procedimientos con algún grado de violencia pero, para los casos en cuestión, se advierte un uso 
desproporcionado de la fuerza.

“Pues igual yo he estado en allanamientos también en negocios donde buscan si hay drogas y empiezan 
a investigar y todo eso. Eso es horrible, eso llega a la policía y eso lo tiran a uno al piso, lo esposan, lo 
tratan como un perro, no lo dejan tocar nada ni nada […] este año sí hubo un allanamiento, un operativo 
en esta zona muy hijuemadre, que sellaron casi todo, ¿se acuerdan? Pero eso pasa más que todo con los 
hoteles. Con los negocios también” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

‘Hacen un desastre cuando hacen allanamientos, los de la Comisaría de esta zona especialmente. 
Cuando vienen los de la fiscalía no hacen nada, sólo los policías actúan así’ (MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

“La policía llega cada dos o tres meses, cuando llegan debemos correr arriba, los hombres se quedan 
debajo de los lugares. Los policías nos tocan y nos registran. Cada vez llegan entre 8 y 10 agentes, seis se 
quedan arriba y cuatro suben a tocarlas. No llegan mujeres policías, sólo de sexo masculino” 
(MTS, espacio cerrado, Guatemala).

8 Ver RedTraSex (2016). Violencia Institucional y Social contra las Trabajadoras Sexuales de Latinoamérica y el Caribe. Diagnóstico de Situación. Buenos Aires: 
Publicaciones de la RedTraSex en http://www.redtrasex.org.
9 Requisa, cacheo, registro, inspección: Refiere al registro manual al que es sometida una persona para identificar si oculta algún elemento no permitido bajo su 
ropa o entre sus pertenencias. Generalmente es efectuado por personal civil o de seguridad para el control de acceso en eventos masivos, o por personal policial 
durante la detención de un individuo.
10 Allanamiento: Refiere al ingreso y registro –forzado o no- de un domicilio con fines de investigación (búsqueda de objetos o personas relacionadas con un 
delito) u otro acto procesal dictado por la autoridad competente. Se trata de una restricción a los derechos constitucionales en la cual la inviolabilidad del 
domicilio y la intimidad es suspendida por orden judicial, mediante resolución escrita, fundada y determinada, tanto en cuanto al domicilio, como en relación al 
fin perseguido. 

Robo y sustracción de pertenencias
En estos procedimientos, las fuerzas de seguridad pueden secuestrar dinero u objetos de valor como parte del 
operativo, el cual podría convertirse en prueba para la causa judicial. Si bien en esos casos, desde un punto de 
vista formal, la restitución puede reclamarse en juzgados y fiscalías, esto difícilmente sucede. Así, el estigma 
que rodea el trabajo sexual favorece que las personas desistan de reclamar la restitución de sus pertenencias 
y son pocos aquellos casos en que las MTS efectivamente las reclaman.

“Nos quitan el teléfono, nos quitan lo que andamos, nos quitan los bolsos y la plata, cuando nos lo entre-
gan, nos entregan menos plata... Nos llevan a detención, antes no nos entregaban ni el bolso...” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Llevan todo lo que encuentran, llevan nuestros preservativos, nuestros cuadernos, plata, todo lo que 
encuentran, nuestras cosas personales y nos dicen que van a llevar a la fiscalía, teléfono, sábanas, 
colchas. Para averiguación dicen, no sé para qué lo que van a llevar a la fiscalía, llevan todo lo que 
encuentran. Nos dicen que después nos van a devolver todo lo que encuentran pero ya no nos devuel-
ven” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Es un robo porque cuando a una la meten presa [la detienen], le quitan reloj, joyas, dinero, y ya no se lo 
devuelven. Con la cartera vacía sale una. Sólo le devuelven la ropa. ¿Y usted cómo comprueba que 
cuando la detuvieron llevaba algo? Si es la palabra de una, contra la de ellos” 
(MTS, espacio público, El Salvador). 

Hostigamiento, coacción y extorsión
Las MTS señalan que es habitual que la policía solicite el pago de cánones o coimas para que “trabajen tranqui-
las”, para avisarles de posibles allanamientos, para que no “liberen11”  la zona y queden expuestas a robos o 
simplemente como una demostración de poder. Ante esta circunstancia las mismas se ven forzadas a entregar 
parte de lo que perciben.

“Me mandaba mensajes, me quería cobrar 4000 (266 USD) pesos de arreglo. Varias veces le pagamos, 
2000 (133 USD) era pasable pero después 4000 más los 4000 por semana del alquiler (…) nadie sabe 
para qué, a la policía le pagas pero no sabes para qué carajo les pagas a ellos, esa es la pura verdad” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

‘Ellos vienen a decirte que necesitan plata, con la excusa de que ellos cuidan la zona siempre piden 
coima, para su combustible dicen. Nos piden 100.000 (20 USD), todo el tiempo nos coimean’ (MTS Espa-
cio público, Paraguay).

"El policía uno se le acerca y el policía te pregunta tienes carnet y le dices sí, pero no tuve la plata para ir 
el miércoles y el policía te dice bueno me das algo. Esto no era así. Y el agarra con su firma y me firma el 
carnet y yo sigo rodándola, estoy libre porque ya no me agarran por el carnet ya lo tengo firmado por él. 
Porque me lo firmó" (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

“Nos meten en un cuarto y nos dice el subteniente ‘si tienes el dinero no hay problema, si no lo tienes te 
acuestas conmigo y aquí termina’” (MTS Espacio cerrado, Panamá).

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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PRINCIPALES HALLAZGOS 

Identificación de prácticas habituales de violencia institucional vinculadas 
al trabajo sexual
Analizaremos a continuación las situaciones en que se desarrolla la violencia institucional hacia las mujeres 
trabajadoras sexuales según el actor estatal involucrado y el tipo de práctica de vulneración de derechos que 
se identifica.

Por parte de las Fuerzas Policiales
Los integrantes de las policías y otras fuerzas de seguridad de cada país son claramente visualizados por las 
MTS como los principales ejecutores de la violencia institucional que sufren en sus diversas modalidades. Estos 
agentes estatales son quienes cotidianamente ejercen control en el espacio público y también en los espacios 
cerrados donde realizan su trabajo las MTS, y lo hacen en general con prácticas arbitrarias y violentas. 
Las modalidades generales de acciones y omisiones violatorias de derechos de las MTS en que incurren más 
habitualmente estas fuerzas pueden resumirse en:

De Discriminación: Por ser mujer, trabajadora sexual, por su identidad sexual, por ser migrantes.

"Con el uniforme que llevan puesto ejercen discriminación por el trabajo que realizamos, a las extranje-
ras nos ponen más en aprieto que a las chilenas, porque nos amenazan con deportarnos o mancharnos 
los papeles. Uno tiene temor a denunciar esos casos, por las mismas amenazas que ellos hacen" (MTS, 
Espacios Cerrados, Chile).

“Hay discriminación de la gente, en la comisaría no nos toman la denuncia a las trabajadoras sexuales.” 
(MTS, espacio abierto, Paraguay).

“En el negocio toda la vida ha habido discriminación, nadie que nos defienda, que defienda a las muje-
res, entonces de por si uno tal vez recibe violencia por otros lados, entonces dice, para que, y aquí quien 
las va a defender, estamos como más marginadas.” (MTS, Espacio cerrado, Honduras).

De Incriminación: Falsa vinculación de la MTS en hechos graves como la asociación ilícita para delinquir, 
tráfico de drogas, trata de personas, sólo por encontrarse en el momento o lugar equivocado, como chivo 
expiatorio de hechos delictivos originados en los vínculos de agentes de la policía con grupos irregulares de 
distinto tipo que corrompen a los cuerpos de seguridad. 

“Yo fui a poner la denuncia y una compañera atestiguó que el policía le puso la droga... Nunca recibí 
respuesta. Ella cumplió su condena de tres años haciendo trabajo social” (MTS, espacio cerrado, El Salva-
dor). 

“Hay clientes que entran con su teléfono celular, y te pagan el servicio con la entrega del teléfono, pero 
después te piden de vuelta que le entregues y si no le das te culpan por robarle después. Después la 
policía no es a nosotras que nos creen sino al que denuncia” (MTS, Espacio abierto, Paraguay).

“Y en uno de esos allanamientos, me acuerdo que cayó la policía y el miedo que teníamos era que la 
policía te empapelara, o sea que te pusiera la cocaína. O al boliche y que después no tuviéramos más 
lugar en el que laburar.” (MTS espacio cerrado, Argentina).

De Abuso de autoridad: Detenciones arbitrarias, sin orden de allanamiento o de detención. Privación 
indebida de la libertad sin labrar causa judicial. Malas condiciones de alojamiento y alimentación en los lugares 
de detención. Robo de pertenencias. Ejercicio de violencia física, verbal, psicológica, sexual. Extorsión.

“Por lo que me cuentan antes era peor, a nosotras antes nos perseguían todos los días, a veces yo llegaba 
no alcanzaba a hacer nada y te llevaban detenida, a veces podías estar hasta 30 días detenida en la 
cárcel de mujeres y llegar como prostituta es muy mal mirado” (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“…yo trabajaba en la noche, allí lo insultan a uno, lo discriminan, ‘y vos que estás haciendo así’ una le 
dice ‘ejerciendo el trabajo’, ‘¿qué trabajo?’ ‘trabajo sexual’, ‘entonces si en media hora te veo acá, te voy 
arrestar’. Eso es privado, yo les digo, y ¿porque?, no es un delito…” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Ellos buscan la forma de chantajear directamente al cliente, le dicen que están con una prostituta o 
travesti, le bajan de ahí, y le chantajean hasta sacarle, o le llevan en la patrulla y le sacan lo que tienen, 
después el cliente viene y nos atropella a nosotros, preguntándonos qué es lo que nosotros les hacemos.” 
(MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

Omisiones: Ante hechos de violencia de otras personas o grupos hacia las MTS, tanto en espacios abiertos 
como cerrados de trabajo, y ante situaciones de violencia de género en sus diversas formas, se omite intervenir 
en garantía de la seguridad y el derecho a obtener justicia y reparación de las MTS.

“Nosotras estamos en un proceso con un accidente que pasó hace un año. Un señor borracho levantó 
(atropelló con un coche) como a cuatro” […]  La policía no hizo nada, llegó, pero no hizo nada, ni se las 
llevaron a ver cómo estaban. […] una de ellas quedó sin tres dientes, otra quedó con todo esto operado 
(señala el mentón)”. Concluye la compañera que fue víctima directa: “yo por eso voy pa platino el jueves 
que me operan de esta pierna. Estamos en proceso con el man, al man todavía no lo han hecho presen-
tar porque nosotros estamos en proceso y que porque falta la operación mía. Yo quedé con tres vasitos 
de sangre en la cabeza por el golpe […] y usted viera, llegó la policía y lo sacó a él y a nosotras ni nos 
atendieron” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

“Otra cosa es que si un cliente lo golpea a uno y vamos a poner la denuncia a la posta, no nos paran bola, 
le dicen mejor la hubiera matado, en vez de apoyarnos, nos bajan la moral, nos hacen bulling a nosotros, 
más bien le dicen vaya a poner la denuncia por esto y esto y ni por cerca” (MTS, Espacio abierto, Honduras). 

Sin duda los actos de violencia de mayor gravedad son los intentos de homicidio y/u homicidios pues se viola 
el derecho humano fundamental que es el derecho a la vida. Las ONMTS vienen documentando durante, al 
menos, los últimos diez años, los asesinatos e intentos de asesinatos de MTS incluidos aquellos ejecutados por 
fuerzas policiales o miembros de los Estados8 . 

“Y le voy a contar como hacen eso, le ponen los cinco las pistolas, la nueve o la calibre 15 o le ponen a 
M2, se la ponen a uno y uno con aquel miedo y le hacen cra, cra! Y sin proyectil porque uno le puede 
hacer, porque sin proyectil el Ak suena siempre, pero uno que sabe de sonido evacuados de proyectil o 
que si tiene proyectil o no, de los nervios uno piensa que lo va a matar, así es como lo logran a uno tener”. 
(MTS, Espacio abierto, El Salvador).

A continuación se ejemplificarán las formas concretas más frecuentes en que se manifiesta la violencia institu-
cional en cada situación de intervención de las fuerzas policiales en relación con las MTS.

En las requisas9  y allanamientos10

Las requisas además de ser frecuentes, y generalmente infundadas y arbitrarias, sobre todo en los espacios 
abiertos, suelen ser sumamente humillantes para las mujeres, ya que más que una simple revisión en ellas se 
producen situaciones de abuso sexual, violencia física, violencia verbal y abuso de autoridad.

Puede suceder que la policía requiera la exhibición del DNI y ante la falta del mismo, pretendan identificar a la 
persona y eventualmente generen un procedimiento que finalice en requisa y detención. Sin embargo, en el 
caso de las MTS, el procedimiento es la mayoría de las veces la excusa para una demostración de poder, para 
ejercer coacción sobre ellas, coartando su libertad de movimiento y tránsito. 

 Por otro lado, las requisas policiales deberían ser realizadas por una persona del mismo sexo; no obstante, esto 
no siempre se cumple y tampoco es necesariamente una garantía de mejor trato. 

 “Bueno a mí lo que no me ha gustado es que a veces los policías lo abusan a uno. Uno tiene que sacar 
todo lo que anda en el bolso y tirarlo ahí en media calle para que ellos vean lo que uno anda porque ellos 
piensan que uno anda drogas o yo quien sabe qué y por más que uno le diga que uno no es drogadicto 
ni usa drogas siempre insisten. Además lo van a toquetear todo a uno ahí en media calle a uno hasta las 
policías las mujeres lo toquetean a uno ahí en media calle delante de todo mundo, pasan chiquitos y 
donde hay gente a ellos no les importa… eso es una vergüenza para mí” (MTS, espacio público, Costa Rica).

“A mí me llevaron a un hotel, como yo trabajo en la puerta de una pizzería, me llevaron a un hotel y una 
[policía] mujer te revisa toda. Tenés que sacarte todo y te revisan, te sacan el corpiño, te abren la boca, 
el oído, te sacan la bombacha, te abren la cola.” (MTS, espacio público, Argentina).  

Violencia verbal y física 
Los allanamientos relatados refieren a procedimientos que se realizan en general con orden judicial y de los 
que participan las fuerzas de seguridad. Los allanamientos, en tanto herramientas de la investigación penal, 
son siempre procedimientos con algún grado de violencia pero, para los casos en cuestión, se advierte un uso 
desproporcionado de la fuerza.

“Pues igual yo he estado en allanamientos también en negocios donde buscan si hay drogas y empiezan 
a investigar y todo eso. Eso es horrible, eso llega a la policía y eso lo tiran a uno al piso, lo esposan, lo 
tratan como un perro, no lo dejan tocar nada ni nada […] este año sí hubo un allanamiento, un operativo 
en esta zona muy hijuemadre, que sellaron casi todo, ¿se acuerdan? Pero eso pasa más que todo con los 
hoteles. Con los negocios también” (MTS, espacio cerrado, Colombia).

‘Hacen un desastre cuando hacen allanamientos, los de la Comisaría de esta zona especialmente. 
Cuando vienen los de la fiscalía no hacen nada, sólo los policías actúan así’ (MTS, Espacio cerrado, Paraguay).

“La policía llega cada dos o tres meses, cuando llegan debemos correr arriba, los hombres se quedan 
debajo de los lugares. Los policías nos tocan y nos registran. Cada vez llegan entre 8 y 10 agentes, seis se 
quedan arriba y cuatro suben a tocarlas. No llegan mujeres policías, sólo de sexo masculino” 
(MTS, espacio cerrado, Guatemala).

Robo y sustracción de pertenencias
En estos procedimientos, las fuerzas de seguridad pueden secuestrar dinero u objetos de valor como parte del 
operativo, el cual podría convertirse en prueba para la causa judicial. Si bien en esos casos, desde un punto de 
vista formal, la restitución puede reclamarse en juzgados y fiscalías, esto difícilmente sucede. Así, el estigma 
que rodea el trabajo sexual favorece que las personas desistan de reclamar la restitución de sus pertenencias 
y son pocos aquellos casos en que las MTS efectivamente las reclaman.

“Nos quitan el teléfono, nos quitan lo que andamos, nos quitan los bolsos y la plata, cuando nos lo entre-
gan, nos entregan menos plata... Nos llevan a detención, antes no nos entregaban ni el bolso...” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Llevan todo lo que encuentran, llevan nuestros preservativos, nuestros cuadernos, plata, todo lo que 
encuentran, nuestras cosas personales y nos dicen que van a llevar a la fiscalía, teléfono, sábanas, 
colchas. Para averiguación dicen, no sé para qué lo que van a llevar a la fiscalía, llevan todo lo que 
encuentran. Nos dicen que después nos van a devolver todo lo que encuentran pero ya no nos devuel-
ven” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Es un robo porque cuando a una la meten presa [la detienen], le quitan reloj, joyas, dinero, y ya no se lo 
devuelven. Con la cartera vacía sale una. Sólo le devuelven la ropa. ¿Y usted cómo comprueba que 
cuando la detuvieron llevaba algo? Si es la palabra de una, contra la de ellos” 
(MTS, espacio público, El Salvador). 

Hostigamiento, coacción y extorsión
Las MTS señalan que es habitual que la policía solicite el pago de cánones o coimas para que “trabajen tranqui-
las”, para avisarles de posibles allanamientos, para que no “liberen11”  la zona y queden expuestas a robos o 
simplemente como una demostración de poder. Ante esta circunstancia las mismas se ven forzadas a entregar 
parte de lo que perciben.

“Me mandaba mensajes, me quería cobrar 4000 (266 USD) pesos de arreglo. Varias veces le pagamos, 
2000 (133 USD) era pasable pero después 4000 más los 4000 por semana del alquiler (…) nadie sabe 
para qué, a la policía le pagas pero no sabes para qué carajo les pagas a ellos, esa es la pura verdad” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

‘Ellos vienen a decirte que necesitan plata, con la excusa de que ellos cuidan la zona siempre piden 
coima, para su combustible dicen. Nos piden 100.000 (20 USD), todo el tiempo nos coimean’ (MTS Espa-
cio público, Paraguay).

"El policía uno se le acerca y el policía te pregunta tienes carnet y le dices sí, pero no tuve la plata para ir 
el miércoles y el policía te dice bueno me das algo. Esto no era así. Y el agarra con su firma y me firma el 
carnet y yo sigo rodándola, estoy libre porque ya no me agarran por el carnet ya lo tengo firmado por él. 
Porque me lo firmó" (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

“Nos meten en un cuarto y nos dice el subteniente ‘si tienes el dinero no hay problema, si no lo tienes te 
acuestas conmigo y aquí termina’” (MTS Espacio cerrado, Panamá).

 11 Zona Liberada: Refiere a la acción coordinada / deliberada por personal de seguridad mediante la cual es interrumpido el control y/o patrullaje de seguridad en 
una zona, lugar o región con el fin de facilitar la comisión de delitos.

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

28

Abuso sexual/violación
En todos los países, las trabajadoras sexuales han expresado también que es una actitud común de la policía 
exigirles, además de dinero, favores sexuales, a cambio de no molestarlas cuando trabajan, o amenazando con 
impedir su actividad con una detención de ellas o a sus clientes. Así, muchas se ven obligadas a prestar su servi-
cio de manera gratuita a los oficiales de la policía a cambio de trabajar tranquilas y de que no se intimide a sus 
clientes. Aquí se observa un claro avasallamiento a sus derechos, sin tener en cuenta su voluntad o consenti-
miento y muchas veces poniendo en riesgo su integridad física y su salud.

“En la zona terminal se van a pedir para su cena o si no nos piden sexo a cambio de dejar en paz a las 
compañeras, se van y vienen con la patrullera todo el tiempo” (MTS Espacio público, Paraguay).

“Había otra compañera y llegaron unos RATI12  y le pidieron un privado con la compañera al principio lo 
encontraron medio extraño y la iban a hacer pasar con los tipos y dijeron que eran de investigaciones y 
la llevaron al calabozo y la empezaron a manosear. Le pidieron un teléfono fijo de un pariente y nadie en 
su familia sabe que ella trabajaba en un café entonces la amenazaron y le dijeron si tu no nos quieres dar 
un número fijo ponte buenita con nosotros y empezó a gritar, hizo show y todo. Tuvo que ir el jefe de ella 
a buscarla la soltaron al otro día a las 10 de la mañana.” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

"Se encuentra un policía y el policía llega y te dice: bueno pues, te suelto si te acuestas conmigo o un 
sobo, o te llevo. Eso lo hacen para no llevarte. Te ponen a masturbarlos o te soban los senos. Eso pasa. 
Hay policías que son así. No te llevo a la Corregiduría, pero déjate sobar o una “mamadita” y te dejo 
correr. Así son los policías” (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

"A mí me llevaron semi desnuda detenida y había 5 carabineros que muchas veces uno debía hacerles 
sexo oral para que una se fuera en libertad..." (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

 “…una vez me metieron a un cajón13  y me llevaron allá por Pavas donde hay unos lotes vacíos y me dice 
el policía: ¿Sabe qué? usted va a estar con todos nosotros, y ahí pasé por el coronel, por el sargento, por 
el raso, por todo… y al final me dijeron ya, ya se puede ir…y yo con miedo... no sé, yo a los policías les he 
tenido pavor toda la vida… y me hicieron eso. Y no creo que solo a mí, a más de una, a saber cuántas” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Policías turísticos la detuvieron a ella y a otra compañera y estos les decían que para dejarla libre tenían 
que darles dinero o hacerles sexo oral dentro la camioneta y ellas con temor de que le quiten su dinero o 
que las lleven presa ya que le contaron que donde las llevan es en una cerda celda que tienen gusano 
dice que tuvieron que hacer ni para que la metan presa pero también para no perder su dinero” (MTS 
espacio cerrado Rep. Dominicana).

En las detenciones:
Las detenciones ocurren muchas veces en forma imprevista, llegan intempestivamente, de sorpresa y muchas 
veces a través de engaños; en el caso de las MTS de espacios cerrados aparecen policías de civil encubiertos 
como clientes para poder ejecutar sus procedimientos, siendo esto una dinámica perversa que se repite conti-
nuamente y que está avalada por las autoridades estatales, sobre todo cuando se realizan detenciones. En las 
mismas, las MTS sufren constantes amenazas y situaciones de violencia física, psicológica y sexual.

12  Forma para referirse a la Policía de Investigaciones de Chile.
 13  “Cajón”: Vehículo policial

“Nos tratan mal, nos pegan (cuando están detenidas), algunas compañeras contaron que fueron abusa-
das, pero lo más común es que les maltraten verbalmente o que le empujen o peguen” 
(MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Yo tengo falsos mis dos dientes de adelante por la mitad, porque estando en un calabozo, pidiendo a 
gritos que me sacaran. Estaban los policías tomando café, y llegó un policía con el garrote en la mano, 
más sin embargo yo no me lo espere, me preguntó: ¿quiere salir? y yo dije: “sí”; y cuando yo dije: “sí”, 
entre la reja me dio con el garrote. Cuando sentí fue el pico de mi diente…” 
(MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“El procedimiento es la ley del castigo, allí lo ponen a barrer a uno y trapear las bartolinas, o nos ponen 
a que las mujeres policías nos golpeen, o nos echen agua con hielo en la cara, nos ponen unas cosas de 
hielo en la cara” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Después me metieron a hacer sentadillas y me dijeron que si iba a parir porque creían que llevaba 
droga adentro. “¿Ya pario? ¿Qué pario?” Creían que tenía una bolsa de marihuana o algo” 
(MTS, Espacio abierto, Nicaragua).

“Me llevaron a mí a una comandancia y me sentaron sobre un servicio sanitario y me abrieron las 
piernas así y yo me sentí sumamente indignada porque les pregunto ¿eso es posible?. Yo nunca he visita-
do una cárcel, más sin embargo a mí me han dicho que en la cárcel no le ven tampoco la vagina. Es cierto 
que la revisan todas y todo pero que me hayan abierto a mí así… En la taza del servicio me sentó la 
señora y yo le dije: Okey, ya me quité el calzón y eso… andaba en minifalda, sin brasier… ¿dónde podía 
haberme escondido yo ese puro? Era la pura necedad de verme chinga… desnuda, de pasarme por la 
indignación verdad… de llevarme al calabozo…Eso me pasó hace un mes. Y me abrieron así la vagina. 
Entonces yo me pregunto… no, la verdad es que no. ¿Por qué tuve que permitirlos? Es que no es justo… 
no era justo para mí…” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

A su vez, las condiciones de detención constituyen una nueva violación de derechos, desde la insalubridad y 
hacinamiento de los espacios de detención, hasta la prohibición de visitas y la no entrega de los alimentos que 
les llevan sus parientes, parejas o compañeras de trabajo, la regulación de sus necesidades fisiológicas de 
acuerdo al horario establecido por los agentes, y la privación del sueño. 

“A mí me detuvieron sin razón. Hasta me pusieron las esposas. Desde las 6:30 de la mañana hasta las 
2:30 de la madrugada del otro día, aguantando sin agua, sin comida. Y esposada a un poste donde me 
ha pegado toda la luz del sol” (MTS, espacio público, El Salvador).

“Cuando me dijeron que estaba detenida yo pegue un suspiro y dije bueno al menos son policías y no me 
van a violar, y del susto me salió sangre de narices, se llevaron al cliente y me llevaron a mi como una 
delincuente, me sacaron toda la ropa, me dejaron desnuda, me encerraron en un calabozo y me decían 
que firmara y yo simplemente temblaba de muchos nervios y más me asustaba porque seguía sangran-
do de narices.” (MTS, Espacios cerrados, Chile).

“A todas las personas detenidas las discriminan, pero a una es más. Aunque le lleven comida, no se la 
dan. A una no le llevan comida. Yo sobreviví porque a una señora que le llevaban comida, le llevaban 
bastante, y ella compartía. De la comida de ella, comíamos todas. Porque la comida para nosotras, 
nunca llegó” (MTS, espacio público, El Salvador). 

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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Abuso sexual/violación
En todos los países, las trabajadoras sexuales han expresado también que es una actitud común de la policía 
exigirles, además de dinero, favores sexuales, a cambio de no molestarlas cuando trabajan, o amenazando con 
impedir su actividad con una detención de ellas o a sus clientes. Así, muchas se ven obligadas a prestar su servi-
cio de manera gratuita a los oficiales de la policía a cambio de trabajar tranquilas y de que no se intimide a sus 
clientes. Aquí se observa un claro avasallamiento a sus derechos, sin tener en cuenta su voluntad o consenti-
miento y muchas veces poniendo en riesgo su integridad física y su salud.

“En la zona terminal se van a pedir para su cena o si no nos piden sexo a cambio de dejar en paz a las 
compañeras, se van y vienen con la patrullera todo el tiempo” (MTS Espacio público, Paraguay).

“Había otra compañera y llegaron unos RATI12  y le pidieron un privado con la compañera al principio lo 
encontraron medio extraño y la iban a hacer pasar con los tipos y dijeron que eran de investigaciones y 
la llevaron al calabozo y la empezaron a manosear. Le pidieron un teléfono fijo de un pariente y nadie en 
su familia sabe que ella trabajaba en un café entonces la amenazaron y le dijeron si tu no nos quieres dar 
un número fijo ponte buenita con nosotros y empezó a gritar, hizo show y todo. Tuvo que ir el jefe de ella 
a buscarla la soltaron al otro día a las 10 de la mañana.” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

"Se encuentra un policía y el policía llega y te dice: bueno pues, te suelto si te acuestas conmigo o un 
sobo, o te llevo. Eso lo hacen para no llevarte. Te ponen a masturbarlos o te soban los senos. Eso pasa. 
Hay policías que son así. No te llevo a la Corregiduría, pero déjate sobar o una “mamadita” y te dejo 
correr. Así son los policías” (MTS, Espacio Cerrado, Panamá).

"A mí me llevaron semi desnuda detenida y había 5 carabineros que muchas veces uno debía hacerles 
sexo oral para que una se fuera en libertad..." (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

 “…una vez me metieron a un cajón13  y me llevaron allá por Pavas donde hay unos lotes vacíos y me dice 
el policía: ¿Sabe qué? usted va a estar con todos nosotros, y ahí pasé por el coronel, por el sargento, por 
el raso, por todo… y al final me dijeron ya, ya se puede ir…y yo con miedo... no sé, yo a los policías les he 
tenido pavor toda la vida… y me hicieron eso. Y no creo que solo a mí, a más de una, a saber cuántas” 
(MTS, espacio público, Costa Rica).

“Policías turísticos la detuvieron a ella y a otra compañera y estos les decían que para dejarla libre tenían 
que darles dinero o hacerles sexo oral dentro la camioneta y ellas con temor de que le quiten su dinero o 
que las lleven presa ya que le contaron que donde las llevan es en una cerda celda que tienen gusano 
dice que tuvieron que hacer ni para que la metan presa pero también para no perder su dinero” (MTS 
espacio cerrado Rep. Dominicana).

En las detenciones:
Las detenciones ocurren muchas veces en forma imprevista, llegan intempestivamente, de sorpresa y muchas 
veces a través de engaños; en el caso de las MTS de espacios cerrados aparecen policías de civil encubiertos 
como clientes para poder ejecutar sus procedimientos, siendo esto una dinámica perversa que se repite conti-
nuamente y que está avalada por las autoridades estatales, sobre todo cuando se realizan detenciones. En las 
mismas, las MTS sufren constantes amenazas y situaciones de violencia física, psicológica y sexual.

“Nos tratan mal, nos pegan (cuando están detenidas), algunas compañeras contaron que fueron abusa-
das, pero lo más común es que les maltraten verbalmente o que le empujen o peguen” 
(MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“Yo tengo falsos mis dos dientes de adelante por la mitad, porque estando en un calabozo, pidiendo a 
gritos que me sacaran. Estaban los policías tomando café, y llegó un policía con el garrote en la mano, 
más sin embargo yo no me lo espere, me preguntó: ¿quiere salir? y yo dije: “sí”; y cuando yo dije: “sí”, 
entre la reja me dio con el garrote. Cuando sentí fue el pico de mi diente…” 
(MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“El procedimiento es la ley del castigo, allí lo ponen a barrer a uno y trapear las bartolinas, o nos ponen 
a que las mujeres policías nos golpeen, o nos echen agua con hielo en la cara, nos ponen unas cosas de 
hielo en la cara” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“Después me metieron a hacer sentadillas y me dijeron que si iba a parir porque creían que llevaba 
droga adentro. “¿Ya pario? ¿Qué pario?” Creían que tenía una bolsa de marihuana o algo” 
(MTS, Espacio abierto, Nicaragua).

“Me llevaron a mí a una comandancia y me sentaron sobre un servicio sanitario y me abrieron las 
piernas así y yo me sentí sumamente indignada porque les pregunto ¿eso es posible?. Yo nunca he visita-
do una cárcel, más sin embargo a mí me han dicho que en la cárcel no le ven tampoco la vagina. Es cierto 
que la revisan todas y todo pero que me hayan abierto a mí así… En la taza del servicio me sentó la 
señora y yo le dije: Okey, ya me quité el calzón y eso… andaba en minifalda, sin brasier… ¿dónde podía 
haberme escondido yo ese puro? Era la pura necedad de verme chinga… desnuda, de pasarme por la 
indignación verdad… de llevarme al calabozo…Eso me pasó hace un mes. Y me abrieron así la vagina. 
Entonces yo me pregunto… no, la verdad es que no. ¿Por qué tuve que permitirlos? Es que no es justo… 
no era justo para mí…” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

A su vez, las condiciones de detención constituyen una nueva violación de derechos, desde la insalubridad y 
hacinamiento de los espacios de detención, hasta la prohibición de visitas y la no entrega de los alimentos que 
les llevan sus parientes, parejas o compañeras de trabajo, la regulación de sus necesidades fisiológicas de 
acuerdo al horario establecido por los agentes, y la privación del sueño. 

“A mí me detuvieron sin razón. Hasta me pusieron las esposas. Desde las 6:30 de la mañana hasta las 
2:30 de la madrugada del otro día, aguantando sin agua, sin comida. Y esposada a un poste donde me 
ha pegado toda la luz del sol” (MTS, espacio público, El Salvador).

“Cuando me dijeron que estaba detenida yo pegue un suspiro y dije bueno al menos son policías y no me 
van a violar, y del susto me salió sangre de narices, se llevaron al cliente y me llevaron a mi como una 
delincuente, me sacaron toda la ropa, me dejaron desnuda, me encerraron en un calabozo y me decían 
que firmara y yo simplemente temblaba de muchos nervios y más me asustaba porque seguía sangran-
do de narices.” (MTS, Espacios cerrados, Chile).

“A todas las personas detenidas las discriminan, pero a una es más. Aunque le lleven comida, no se la 
dan. A una no le llevan comida. Yo sobreviví porque a una señora que le llevaban comida, le llevaban 
bastante, y ella compartía. De la comida de ella, comíamos todas. Porque la comida para nosotras, 
nunca llegó” (MTS, espacio público, El Salvador). 

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:
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Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 
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pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).
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“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.
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Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).
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“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).
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“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).
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“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

Jueces.
Fiscales.
Adjuntos/as de Fiscales.
Inspectores / Agentes judiciales / Corregidores.
Psicólogo/as y Trabajadores sociales 
(equipos de rescate en temas de Trata de 
personas) y en temas de familia.
Procuradores.
Defensores Públicos.
Abogado/as.

Policías nacionales, metropolitanas, 
municipales, locales. 
Carabineros (en Chile).
Fuerzas Armadas Nacionales.
Oficiales de Migración.
Personal de serenazgo municipal.

Fuente: RedTraSex

En general, la fuerza de seguridad identificada con mayor incidencia en los casos de violencia institucional es la 
de las policías nacionales, metropolitanas, municipales, locales y los carabineros en el caso de Chile. Como ya 
se ha señalado, ante la inexistencia de claros marcos regulatorios respecto al trabajo sexual, cuando las fuerzas 
de seguridad del Estado o los funcionarios judiciales se aproximan o abordan situaciones que vinculan a las 
mujeres trabajadoras sexuales, desde lo legal o sancionatorio, por sospecha o flagrancia de delito, lo hacen 
utilizando normativas de ley y/o protocolos de actuación que no necesariamente están justificadas. Esto 
también coadyuva a procesos de violencia institucional. 

Estas actuaciones y uso de marcos legales discrecionales por parte de las fuerzas policiales del Estado, pueden 
diferenciarse por el lugar de trabajo de las MTS. Es general en sus testimonios, a pesar de las diferencias por 
países, que las fuerzas de seguridad del Estado en sus actuaciones hacia las MTS que trabajan en el espacio 
público (calle, plazas, parques) hacen uso comúnmente de los códigos penales, códigos contravencionales 
vinculados al ejercicio de la prostitución, códigos de faltas y regulación del orden público y convivencia social, 
códigos y normas de salud, sanitarias, vinculadas al VIH y de profilaxis, de lucha contra el delito, leyes de control 
de identidad, leyes contra vagos y maleantes, de control migratorio y las vinculadas al tráfico de drogas. En el 
caso de las situaciones de detención en el espacio público, la participación de los funcionarios de justicia no 
tiene “rostros visibles” salvo en algunos casos de fiscales en guardias nocturnas o cuando comienza el labrado 
de expedientes, de las carátulas y la apertura de causas judiciales que se sustentan en muchos de estos marcos 
regulatorios.

Un ejemplo de estas situaciones queda plasmado en el siguiente testimonio: 

“Llegamos un día a trabajar, no eran ni las diez de la mañana y nosotras sin desayunar, llegó un oficial y 
después de estar apuntando nuestros nombres nos llevaron a la delegación. Nos tomaron fotos como a 
cualquier criminal, nos tuvieron casi dos días detenidas ahí, no les importó, nos tomaron huellas, nos 
hicieron hacer sentadillas como que era por drogas que nos estaban llevando. A ellos no les importó si en 
casa nos esperaban hijos, maridos, madres, lo que fuera, si íbamos a comer o no íbamos a comer, sino 
no hubiera sido por otra muchacha (hermana de una de las detenidas) no hubiéramos comido. Y les 
decíamos ¿Por qué estamos? Y no nos contestaban” (MTS espacio público, Nicaragua).

“Después pasó un juez de los juzgados, Yo soy juez, yo me di cuenta de su caso´’. Pero después él me dijo 
que le gustaba mi compañera que quería salir con ella y que nos iba a sacar del problema” (MTS espacio 
público, Nicaragua).

En el caso de las actuaciones hacia las MTS que trabajan en lugares cerrados (bares, departamentos, prostíbu-
los, hoteles, entre otros), se observa a partir de los testimonios, una participación de mayor cantidad de 
actores (policías, inspectores judiciales, trabajadores sociales y psicólogos, fiscales, adjuntos de fiscales, corre-
gidores), esto en los casos de allanamientos fundamentalmente. Algunas de las normas, leyes o protocolos 
anunciados para la justificación de estos procedimientos son las siguientes: Constitución Nacional y Código 
Penal, Leyes y normas sobre el delito de la Trata y Tráfico de Personas, normativas asociadas a la locación de 
servicios (casa de masajes, citas, prostíbulos, etc.), leyes contra el consumo y tráfico de drogas, leyes de protec-
ción de la niñez y la infancia, normas y códigos sanitarios, de VIH y profilaxis, de control de expendio y consumo 
de bebidas alcohólicas, y códigos y regulaciones de la prostitución. En el caso de los procedimientos en espa-
cios cerrados donde trabajan MTS, la actuación de funcionarios judiciales es más visible.

Un claro ejemplo de ello sucede cuando, en el marco de operativos policiales en la lucha contra la trata de 
personas, las mujeres trabajadoras sexuales son expuestas a allanamientos violentos de sus lugares de trabajo, 
a veces sin órdenes judiciales claras, luego son sometidas a largos interrogatorios por las psicólogas o trabaja-
doras sociales de los equipos de justicia, aun cuando ellas indiquen que realizan el trabajo sexual por voluntad 
propia y de manera autónoma, con el argumento de que intervienen con el objetivo de ser las primeras en 
ponerse en contacto con la víctima. Se les retienen sus pertenencias, libretas de trabajo, documentos de identi-
dad. Es decir, en un mismo proceso de actuación policial y judicial son tratadas como “víctimas y victimarias”.

También en varios países queda reflejado, a través de los testimonios de las MTS, cómo se utilizan diversos 
argumentos para la justificación de determinadas actuaciones de los funcionarios públicos en los que hay 
violencia institucional, estigma y discriminación, haciendo uso de los marcos legales señalados:

● De los agentes migratorios, en la búsqueda de MTS migrantes en condición de ilegalidad.
● De los agentes especiales y fuerzas militares que trabajan para las agencias en la lucha del narcotráfi-
co, en la búsqueda de MTS consumidoras o potenciales “traficantes de droga”.
● De las policías especiales que trabajan sobre los temas de tráfico y trata de personas, procurando 
identificar personas en condición de trata y menores de edad.
● De las policías y agentes clausurando lugares de trabajo por el no cumplimiento de normativas que no 
corresponden con la locación establecida.
● De autoridades judiciales, ministerios públicos, fuerzas policiales, identificando menores de edad.
● De autoridades judiciales, negando tenencia de hijos a MTS apelando a normas vinculadas con la 
“moral y buenas costumbres”.

● De autoridades judiciales, incriminando a través de causas judiciales y “caratulando” causas 
no acordes a la situación en la que se encuentra la MTS.

A continuación, se presenta un cuadro resumen sobre los actores y los marcos legales y normativos a 
los que apelan las autoridades, por los países de origen de las MTS que participaron en la investigación:

Tabla N 4. Mapa de actores, por país y marco legal y normativo a los que apelan en sus actuaciones 
contra la población de MTS:

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).
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“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

En general, la fuerza de seguridad identificada con mayor incidencia en los casos de violencia institucional es la 
de las policías nacionales, metropolitanas, municipales, locales y los carabineros en el caso de Chile. Como ya 
se ha señalado, ante la inexistencia de claros marcos regulatorios respecto al trabajo sexual, cuando las fuerzas 
de seguridad del Estado o los funcionarios judiciales se aproximan o abordan situaciones que vinculan a las 
mujeres trabajadoras sexuales, desde lo legal o sancionatorio, por sospecha o flagrancia de delito, lo hacen 
utilizando normativas de ley y/o protocolos de actuación que no necesariamente están justificadas. Esto 
también coadyuva a procesos de violencia institucional. 

Estas actuaciones y uso de marcos legales discrecionales por parte de las fuerzas policiales del Estado, pueden 
diferenciarse por el lugar de trabajo de las MTS. Es general en sus testimonios, a pesar de las diferencias por 
países, que las fuerzas de seguridad del Estado en sus actuaciones hacia las MTS que trabajan en el espacio 
público (calle, plazas, parques) hacen uso comúnmente de los códigos penales, códigos contravencionales 
vinculados al ejercicio de la prostitución, códigos de faltas y regulación del orden público y convivencia social, 
códigos y normas de salud, sanitarias, vinculadas al VIH y de profilaxis, de lucha contra el delito, leyes de control 
de identidad, leyes contra vagos y maleantes, de control migratorio y las vinculadas al tráfico de drogas. En el 
caso de las situaciones de detención en el espacio público, la participación de los funcionarios de justicia no 
tiene “rostros visibles” salvo en algunos casos de fiscales en guardias nocturnas o cuando comienza el labrado 
de expedientes, de las carátulas y la apertura de causas judiciales que se sustentan en muchos de estos marcos 
regulatorios.

Un ejemplo de estas situaciones queda plasmado en el siguiente testimonio: 

“Llegamos un día a trabajar, no eran ni las diez de la mañana y nosotras sin desayunar, llegó un oficial y 
después de estar apuntando nuestros nombres nos llevaron a la delegación. Nos tomaron fotos como a 
cualquier criminal, nos tuvieron casi dos días detenidas ahí, no les importó, nos tomaron huellas, nos 
hicieron hacer sentadillas como que era por drogas que nos estaban llevando. A ellos no les importó si en 
casa nos esperaban hijos, maridos, madres, lo que fuera, si íbamos a comer o no íbamos a comer, sino 
no hubiera sido por otra muchacha (hermana de una de las detenidas) no hubiéramos comido. Y les 
decíamos ¿Por qué estamos? Y no nos contestaban” (MTS espacio público, Nicaragua).

“Después pasó un juez de los juzgados, Yo soy juez, yo me di cuenta de su caso´’. Pero después él me dijo 
que le gustaba mi compañera que quería salir con ella y que nos iba a sacar del problema” (MTS espacio 
público, Nicaragua).

En el caso de las actuaciones hacia las MTS que trabajan en lugares cerrados (bares, departamentos, prostíbu-
los, hoteles, entre otros), se observa a partir de los testimonios, una participación de mayor cantidad de 
actores (policías, inspectores judiciales, trabajadores sociales y psicólogos, fiscales, adjuntos de fiscales, corre-
gidores), esto en los casos de allanamientos fundamentalmente. Algunas de las normas, leyes o protocolos 
anunciados para la justificación de estos procedimientos son las siguientes: Constitución Nacional y Código 
Penal, Leyes y normas sobre el delito de la Trata y Tráfico de Personas, normativas asociadas a la locación de 
servicios (casa de masajes, citas, prostíbulos, etc.), leyes contra el consumo y tráfico de drogas, leyes de protec-
ción de la niñez y la infancia, normas y códigos sanitarios, de VIH y profilaxis, de control de expendio y consumo 
de bebidas alcohólicas, y códigos y regulaciones de la prostitución. En el caso de los procedimientos en espa-
cios cerrados donde trabajan MTS, la actuación de funcionarios judiciales es más visible.

Un claro ejemplo de ello sucede cuando, en el marco de operativos policiales en la lucha contra la trata de 
personas, las mujeres trabajadoras sexuales son expuestas a allanamientos violentos de sus lugares de trabajo, 
a veces sin órdenes judiciales claras, luego son sometidas a largos interrogatorios por las psicólogas o trabaja-
doras sociales de los equipos de justicia, aun cuando ellas indiquen que realizan el trabajo sexual por voluntad 
propia y de manera autónoma, con el argumento de que intervienen con el objetivo de ser las primeras en 
ponerse en contacto con la víctima. Se les retienen sus pertenencias, libretas de trabajo, documentos de identi-
dad. Es decir, en un mismo proceso de actuación policial y judicial son tratadas como “víctimas y victimarias”.

También en varios países queda reflejado, a través de los testimonios de las MTS, cómo se utilizan diversos 
argumentos para la justificación de determinadas actuaciones de los funcionarios públicos en los que hay 
violencia institucional, estigma y discriminación, haciendo uso de los marcos legales señalados:

● De los agentes migratorios, en la búsqueda de MTS migrantes en condición de ilegalidad.
● De los agentes especiales y fuerzas militares que trabajan para las agencias en la lucha del narcotráfi-
co, en la búsqueda de MTS consumidoras o potenciales “traficantes de droga”.
● De las policías especiales que trabajan sobre los temas de tráfico y trata de personas, procurando 
identificar personas en condición de trata y menores de edad.
● De las policías y agentes clausurando lugares de trabajo por el no cumplimiento de normativas que no 
corresponden con la locación establecida.
● De autoridades judiciales, ministerios públicos, fuerzas policiales, identificando menores de edad.
● De autoridades judiciales, negando tenencia de hijos a MTS apelando a normas vinculadas con la 
“moral y buenas costumbres”.

● De autoridades judiciales, incriminando a través de causas judiciales y “caratulando” causas 
no acordes a la situación en la que se encuentra la MTS.

A continuación, se presenta un cuadro resumen sobre los actores y los marcos legales y normativos a 
los que apelan las autoridades, por los países de origen de las MTS que participaron en la investigación:

Tabla N 4. Mapa de actores, por país y marco legal y normativo a los que apelan en sus actuaciones 
contra la población de MTS:

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

En general, la fuerza de seguridad identificada con mayor incidencia en los casos de violencia institucional es la 
de las policías nacionales, metropolitanas, municipales, locales y los carabineros en el caso de Chile. Como ya 
se ha señalado, ante la inexistencia de claros marcos regulatorios respecto al trabajo sexual, cuando las fuerzas 
de seguridad del Estado o los funcionarios judiciales se aproximan o abordan situaciones que vinculan a las 
mujeres trabajadoras sexuales, desde lo legal o sancionatorio, por sospecha o flagrancia de delito, lo hacen 
utilizando normativas de ley y/o protocolos de actuación que no necesariamente están justificadas. Esto 
también coadyuva a procesos de violencia institucional. 

Estas actuaciones y uso de marcos legales discrecionales por parte de las fuerzas policiales del Estado, pueden 
diferenciarse por el lugar de trabajo de las MTS. Es general en sus testimonios, a pesar de las diferencias por 
países, que las fuerzas de seguridad del Estado en sus actuaciones hacia las MTS que trabajan en el espacio 
público (calle, plazas, parques) hacen uso comúnmente de los códigos penales, códigos contravencionales 
vinculados al ejercicio de la prostitución, códigos de faltas y regulación del orden público y convivencia social, 
códigos y normas de salud, sanitarias, vinculadas al VIH y de profilaxis, de lucha contra el delito, leyes de control 
de identidad, leyes contra vagos y maleantes, de control migratorio y las vinculadas al tráfico de drogas. En el 
caso de las situaciones de detención en el espacio público, la participación de los funcionarios de justicia no 
tiene “rostros visibles” salvo en algunos casos de fiscales en guardias nocturnas o cuando comienza el labrado 
de expedientes, de las carátulas y la apertura de causas judiciales que se sustentan en muchos de estos marcos 
regulatorios.
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Un ejemplo de estas situaciones queda plasmado en el siguiente testimonio: 

“Llegamos un día a trabajar, no eran ni las diez de la mañana y nosotras sin desayunar, llegó un oficial y 
después de estar apuntando nuestros nombres nos llevaron a la delegación. Nos tomaron fotos como a 
cualquier criminal, nos tuvieron casi dos días detenidas ahí, no les importó, nos tomaron huellas, nos 
hicieron hacer sentadillas como que era por drogas que nos estaban llevando. A ellos no les importó si en 
casa nos esperaban hijos, maridos, madres, lo que fuera, si íbamos a comer o no íbamos a comer, sino 
no hubiera sido por otra muchacha (hermana de una de las detenidas) no hubiéramos comido. Y les 
decíamos ¿Por qué estamos? Y no nos contestaban” (MTS espacio público, Nicaragua).

“Después pasó un juez de los juzgados, Yo soy juez, yo me di cuenta de su caso´’. Pero después él me dijo 
que le gustaba mi compañera que quería salir con ella y que nos iba a sacar del problema” (MTS espacio 
público, Nicaragua).

En el caso de las actuaciones hacia las MTS que trabajan en lugares cerrados (bares, departamentos, prostíbu-
los, hoteles, entre otros), se observa a partir de los testimonios, una participación de mayor cantidad de 
actores (policías, inspectores judiciales, trabajadores sociales y psicólogos, fiscales, adjuntos de fiscales, corre-
gidores), esto en los casos de allanamientos fundamentalmente. Algunas de las normas, leyes o protocolos 
anunciados para la justificación de estos procedimientos son las siguientes: Constitución Nacional y Código 
Penal, Leyes y normas sobre el delito de la Trata y Tráfico de Personas, normativas asociadas a la locación de 
servicios (casa de masajes, citas, prostíbulos, etc.), leyes contra el consumo y tráfico de drogas, leyes de protec-
ción de la niñez y la infancia, normas y códigos sanitarios, de VIH y profilaxis, de control de expendio y consumo 
de bebidas alcohólicas, y códigos y regulaciones de la prostitución. En el caso de los procedimientos en espa-
cios cerrados donde trabajan MTS, la actuación de funcionarios judiciales es más visible.

Un claro ejemplo de ello sucede cuando, en el marco de operativos policiales en la lucha contra la trata de 
personas, las mujeres trabajadoras sexuales son expuestas a allanamientos violentos de sus lugares de trabajo, 
a veces sin órdenes judiciales claras, luego son sometidas a largos interrogatorios por las psicólogas o trabaja-
doras sociales de los equipos de justicia, aun cuando ellas indiquen que realizan el trabajo sexual por voluntad 
propia y de manera autónoma, con el argumento de que intervienen con el objetivo de ser las primeras en 
ponerse en contacto con la víctima. Se les retienen sus pertenencias, libretas de trabajo, documentos de identi-
dad. Es decir, en un mismo proceso de actuación policial y judicial son tratadas como “víctimas y victimarias”.

También en varios países queda reflejado, a través de los testimonios de las MTS, cómo se utilizan diversos 
argumentos para la justificación de determinadas actuaciones de los funcionarios públicos en los que hay 
violencia institucional, estigma y discriminación, haciendo uso de los marcos legales señalados:

● De los agentes migratorios, en la búsqueda de MTS migrantes en condición de ilegalidad.
● De los agentes especiales y fuerzas militares que trabajan para las agencias en la lucha del narcotráfi-
co, en la búsqueda de MTS consumidoras o potenciales “traficantes de droga”.
● De las policías especiales que trabajan sobre los temas de tráfico y trata de personas, procurando 
identificar personas en condición de trata y menores de edad.
● De las policías y agentes clausurando lugares de trabajo por el no cumplimiento de normativas que no 
corresponden con la locación establecida.
● De autoridades judiciales, ministerios públicos, fuerzas policiales, identificando menores de edad.
● De autoridades judiciales, negando tenencia de hijos a MTS apelando a normas vinculadas con la 
“moral y buenas costumbres”.

● De autoridades judiciales, incriminando a través de causas judiciales y “caratulando” causas 
no acordes a la situación en la que se encuentra la MTS.

A continuación, se presenta un cuadro resumen sobre los actores y los marcos legales y normativos a 
los que apelan las autoridades, por los países de origen de las MTS que participaron en la investigación:

Tabla N 4. Mapa de actores, por país y marco legal y normativo a los que apelan en sus actuaciones 
contra la población de MTS:

        País Actores Principales                                    Normas y leyes mencionadas
 Identificados

Argentina

Belice

Bolivia

Chile

Colombia

Policía: lleva adelante el control de las 
calles y materializa las órdenes judiciales 
de allanamientos

Códigos contravencionales vinculados a la 
prostitución y alteración del orden público.
Normativas para la prevención del delito.
Código Penal.

Policía Nacional.
Jueces.
Abogados.

Ley de Trata y profilaxis.

Policía (Radio Patrullas 110, Polivalentes 
y policías de recorrido)
Funcionarios Ediles
Fiscales
Jueces
Abogado/as.

Código Penal.
Ley 548 -Código Niña, Niño y Adolescente.
Ley 263 - Ley Integral Contra la Trata y Tráfico de 
Personas.
Normas para licencias de funcionamiento de 
locales y el control de expendio de bebidas 
alcohólicas.
Normas sanitarias en torno al comercio sexual.
Ordenanza Municipal 120/1997 Control Sanitario.

Carabineros y/o agentes policiales.
Inspectores judiciales.

Normativas asociadas a la locación de servicios.
Ley 20.931: facilita la aplicación efectiva de las 
penas establecidas para los delitos de robo, hurto 
y receptación y mejora la persecución penal en 
dichos delitos.
Ley 20.507: tipifica los delitos de tráfico ilícito de 
migrantes y trata de personas y establece normas 
para su prevención y más efectiva persecución 
criminal.
Ley del control de Identidad.
Leyes y normas para el control migratorio.

Policía Nacional.
Fuerzas Policiales Colombianas.
Autoridades judiciales.

Código de Policía Distrital.
El Plan de Ordenamiento Territorial –POT (Ley 
902, 2004) que busca regular los usos del suelo, 
pues es de acuerdo a lo que en éste se determina 
que se deciden cuáles son las zonas en las que se 
puede ejercer el trabajo sexual.  
La Ley 232 de 1995 “por medio de la cual se 
dictan normas para el funcionamiento de los 
establecimientos comerciales” y reglamentada 
por medio del Decreto 1879 de 2008.
Leyes de protección de la infancia y derechos de 
niñas, niños y adolescentes.

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).
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        País Actores Principales                                    Normas y leyes mencionadas
 Identificados

Costa Rica

El Salvador

Guatemala

Honduras

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Fuerza pública.
Policía municipal.

Código Penal.
Leyes contra vagos y maleantes.
Ley contra la Explotación Sexual de Personas 
Menores de Edad.

PNC: Policía Nacional Civil.
CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos.
Fuerza Armada.
Abogados, fiscales, procuradores y 
jueces.

LCódigo Penal.
Código de Faltas y Ordenanza Contravencional.
Normas sobre controles sanitarios.
Ley Marco para la Convivencia Ciudadana y 
Contravenciones Administrativas.

Policía Nacional Civil.
Autoridades del Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social.

Código de Salud y Normas de salud y profilaxis.
Ley de migraciones.
Ley contra la violencia sexual y la trata de 
personas.
Código Penal.

Oficiales de la Dirección de Investigación 
Policial.
Policía Nacional, policías municipales.
Policía Militar.
Jueces.
Fiscales.
Abogados de la Dirección de Investiga-
ción para Evaluación de las Denuncias de 
Policías (DIECP).

Código Penal.
Decreto No. 59-2012 sobre el delito de Trata de 
personas.
Ley de Registro Nacional de las personas de 
Honduras.
Normas de carácter sanitario y de control de las 
Infecciones de Transmisión Sexual  VIH y Sida.
Ley de policía y convivencia social.
Código de la Niñez y Adolescencia.

Policía Nacional.
Fiscales.
Trabajadoras sociales del Ministerio de la 
Familia.
Jueces.

Código penal.
Código de la familia.

Policía Nacional y Municipal.
Corregidores.
Jueces.
Fiscales.
Funcionario/as de los juzgados.
Alcalde.
Abogado/as Ministerio Público.

Código Penal.
Ley N° 3 General sobre las ITS y VIH/SIDA.
Decreto Municipal N 7. Sobre el trabajo sexual.
Ley Zanahoria, Buhonería, especiales o interinsti-
tucionales. 
Ley de Migración.

Policía Nacional.
Agentes Fiscales. 
Jueces/zas de Garantías. 
Defensores/as Públicos/as y Aboga-
dos/as.

Constitución Nacional.
Código Penal.
Código Sanitario.
Ordenanza N° 278/2013 de la Municipalidad de 
Asunción, trata de la habilitación de casas de 
citas, clubes nocturnos y moteles urbanos en la 
ciudad.

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).
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        País Actores Principales                                    Normas y leyes mencionadas
 Identificados

Perú

República 
Dominicana

Fiscal de prevención del delito.
Adjuntos del Fiscal.
Personal policial.
Funcionarios municipales de fiscalización.
Personal de serenazgo municipal.
Jueces.

Código Penal.
Las contempladas para inspecciones sanitarias.
Leyes y normas sobre el delito de Trata de 
personas.
La Ordenanza 235/99 (que regula el funciona-
miento de establecimientos públicos de esparci-
miento en el Cercado de Lima). 
La Ordenanza 236/99 (que prohíbe la realización 
de actividades que atenten contra la salud, la 
moral y las buenas costumbres en el ámbito del 
Cercado de Lima).

Policía Nacional.
Fiscales del Ministerio Público.
Policía de Turismo.
Autoridad Metropolitana de Transporte.
Agentes de la Dirección Nacional de 
Control de Drogas.

Constitución Nacional.
Código Penal.
Ley 136-03 Para la protección de niñas, niños y 
adolescentes.
Ley 137-03 Sobre la Trata de personas.
Ley 55/88 Sobre uso y tráfico de drogas.

Fuente: RedTraSex

DERECHOS DE LAS TRABAJADORAS SEXUALES QUE SON VULNERADOS 
EN LOS CASOS DE VIOLENCIA INSTITUCIONAL
Según la Organización de Naciones Unidas (ONU) en resolución aprobada en la asamblea General del 23 de 
febrero de 1994, “La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de 
cualquier otra índole. 

Entre estos derechos figuran: a) El derecho a la vida; b) El derecho a la igualdad; c) El derecho a la libertad y la 
seguridad de la persona; d) El derecho a igual protección ante la ley; e) El derecho a verse libre de todas las 
formas de discriminación; f) El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar; g) El 
derecho a condiciones de trabajo justas y favorables; h) El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes”. La mera enumeración de los derechos reconocidos en el Sistema 
Internacional de Derechos Humanos, que se encuentran también en las constitucionales nacionales de todos 
los países, permite reflejar la magnitud y profundidad de la vulneración de derechos de que son objeto las MTS. 

Tal como lo señala la RedTraSex en el Resumen Ejecutivo sobre la Situación de Derechos Humanos de Mujeres 
Trabajadoras Sexuales en 15 países de las Américas (2015, Pág. 2), “La falta de regulación obliga a que las traba-
jadoras sexuales debamos realizar nuestro trabajo en condiciones donde no se garantizan nuestros derechos, 
quedando sometidas a situaciones de violencia por parte de sectores que quieren obtener beneficios por 
nuestro trabajo”. Esto incluye a las fuerzas de seguridad del Estado y otros miembros del sistema judicial de los 
países.

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).
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Sistema Interamericano de Derechos HumanosSistema Universal de Derechos Humanos

●Derecho a la vida, libertad y seguridad (Art. 
3 Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; arts. 3 y 11 Convención para la 
Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer -CEDAW, por sus siglas en inglés-). 

● Derecho a la igualdad y a la no discrimina-
ción (Art. 1, 2 y 7 Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; art. 2 y 3 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; arts. 1, 2, 3, 11 y 15 CEDAW). 

● Derecho al Trabajo (Art. 23 Declaración 
Universal de los Derechos Humanos,  art. 6 y 7 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; art. 3 y 11 CEDAW).

● Derecho a la Salud  (Art. 12 Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; art. 12 CEDAW). 

● Protección a la intimidad y actos privados 
(Art. 12 Declaración Universal de los Derechos 
Humanos).

● Derecho a la Libre Circulación 
(Art. 13 Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; art. 15 numeral 4 CEDAW).

● Garantías Judiciales e Igualdad ante la Ley 
(Art. 8 y 24 de la CADH).
 
● Derecho a no sufrir detenciones arbitrarias 
(Art. 7 CADH).

● Derecho a no sufrir torturas y tratos 
crueles, inhumanos y degradantes 
(Art. 5 CADH y Art. 1 CAT).

● Derecho a la vida, libertad y seguridad (Art. 1 
Declaración Americana de los Derechos y Debe-
res del Hombre, Art. 7 Convención Americana de 
Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica).   

● Derecho a la igualdad y a la no discriminación 
(Preámbulo y art. 2 Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre; art. 1, 2 y 24 
Convención Americana de Derechos Humanos o 
Pacto de San José de Costa Rica.). 

● Derecho al Trabajo (Art. 14 y 37 Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre).  

● Derecho a la Salud (Art. 11 de Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre).

● Protección a la intimidad y actos privados (Art. 
5 Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; art. 11 Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos o Pacto de San José 
de Costa Rica).

● Derecho a la Libre Circulación (Art. 8 Declara-
ción Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre; art.22 numeral 1 Convención America-
na de Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica).

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).
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En el caso del derecho a la vida, libertad y seguridad, el principal acto de violación a dicho derecho son las 
agresiones y coerciones físicas o psicológicas que sufren tanto en espacios abiertos como cerrados las MTS en 
las detenciones arbitrarias, allanamientos, redadas y cacheos. También ven afectados el derecho a la intimi-
dad y la libertad en los actos privados que no configuran delito en los allanamientos y requisas compulsivas, 
etc. En los relatos de las MTS, así como en denuncias interpuestas por las ONMTS el femicidio hacia MTS ocurre 
no sólo en contextos familiares o del trabajo, sino en manos de fuerzas de seguridad del Estado. La impunidad 
en relación a estos casos también se constituye en la violación sistemática del derecho a las garantías judiciales 
y la igualdad ante la Ley.

El derecho a la igualdad y no discriminación, que ven vulnerados como mujeres y como trabajadoras sexuales, 
así como también generalmente por pertenecer a sectores sociales carentes de los recursos económicos, 
culturales y educativos valorados en sociedades de elevada desigualdad e inequidad como las de Latinoaméri-
ca y el Caribe. La discriminación que sufren tiñe el ejercicio de todos los demás derechos, que como ciudada-
nas tienen capacidad y posibilidad de exigir, pero que en su condición de trabajadoras sexuales encuentran 
dificultades adicionales, similares a otros grupos discriminados. Este mismo derecho está estrechamente 
vinculado al de las garantías judiciales y la igualdad ante la Ley. Cuando a una madre se le niega la custodia de 
los hijos por ser Trabajadora Sexual, se está violando un derecho humano a esa mujer, cuando se niegan 
derechos básicos como el de la llamada a un abogado en caso de las detenciones porque al ser trabajadora 
sexual “no tienes derechos”, los agentes policiales violan un derecho humano.

El derecho a no sufrir tratos crueles, inhumanos y degradantes y las detenciones arbitrarias. En la mayoría de 
los testimonios de las MTS puede constatarse que en los procesos de allanamientos, cacheos, controles sanita-
rios, y otros que pueden derivar en detenciones, están expuestas a tratos crueles, inhumanos y degradantes 
por parte de las fuerzas de seguridad del Estado y operadores del sistema de justicia, incluso en los casos 
donde se las considera posibles víctimas de tráfico y trata de personas. Estas situaciones se agravan por los 
altos niveles de impunidad para los servidores públicos que cometen estas agresiones en el marco de procesos 
de violencia institucional y por las dificultades de las MTS para realizar las denuncias correspondientes, al 
temer y no confiar en el sistema de justicia por posibles represalias en su contra. En tal sentido, son escasos los 
avances sobre sistemas de protección a la víctima de violación de DDHH que incluyan a la población de MTS. 

También, en la tutela judicial efectiva existen violaciones del derecho a la seguridad jurídica, expresada en la 
dificultad para el acceso a la justifica, deficiencias en el derecho a la defensa y asistencia judicial, ausencia de 
protección especial en casos como tráfico de personas, narcotráfico, corrupción de altos funcionarios, entre 
otros.

En el caso del trabajo son afectados el derecho al trabajo, el derecho a las condiciones de trabajo dignas, 
derecho a la seguridad social, derecho a la sindicalización. Estos derechos son fundamentales en el trabajo 
sexual, como una actividad que se realiza cotidianamente y que demanda protección y seguridad. También se 
les retacea el derecho a la libre circulación, y al disfrute de los espacios públicos, ya que se las acosa y persigue 
en espacios públicos como parques, aceras, la calle. 

El derecho a la salud para ellas y sus hijos e hijas también es afectado al no poder acceder a una atención de 
salud integral, que las considere en sus necesidades específicas pero que no se limite exclusivamente a las 
mismas. 

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).
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CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Como se puede observar en este apartado específico, la violencia institucional no es solo aquella que es perpe-
trada directamente por parte de agentes representantes del Estado. Violencia institucional es, también, por 
omisión, la que se presenta por la invisibilización de las Mujeres Trabajadoras Sexuales como víctimas de 
violencias sociales específicas y por los vacíos jurídicos existentes, es decir la inexistencia de leyes, normas o 
protocolos para la protección de las MTS que ejercen de forma libre y voluntaria el trabajo sexual.

FUNCIONARIOS PÚBLICOS IMPLICADOS EN LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL 
HACIA LAS TRABAJADORAS SEXUALES Y NORMATIVAS A LAS QUE APELAN
Tal como se observó en las páginas anteriores las fuerzas de seguridad y funcionarios judiciales se constituyen 
en los actores fundamentales cuando atraviesan procesos de violencia institucional. A nivel regional, las MTS 
especifican en sus testimonios a los siguientes funcionarios públicos:

Tabla N 3. Mapa de actores:

     Fuerzas de Seguridad del Estado: Funcionarios Judiciales:

Por parte de funcionarios judiciales
En todos los países se observa que las MTS tienen escasa relación con el Poder Judicial y sus funcionarios y, 
cuando la han tenido, no ha sido por cuestiones relativas a su trabajo, sino en su carácter de ciudadanas, gene-
ralmente como mujeres reclamando justicia por temas de violencia de género, patrimoniales, de reclamos de 
tenencia o alimentos para sus hijos, etc.

Las situaciones de violencia y maltrato que sufren en el desarrollo de su trabajo y en sus derechos no suelen 
ser denunciadas, en parte por temor a amenazas, represalias y mayores violencias, sobre todo cuando los 
perpetradores pertenecen a las fuerzas de seguridad, a las que visualizan como estrechamente vinculadas y 
asociadas con el funcionariado judicial. Por otro lado desconocen sus derechos, no cuentan con recursos 
económicos para afrontar los gastos y el esfuerzo y tiempo que demanda la prosecución de un proceso judicial, 
y además sienten (y han comprobado con su experiencia y la de sus pares) que les es muy difícil lograr resulta-
dos positivos.  

“La justicia básicamente… si no tienes plata no se mueve, es cuestión de dinero…”
(MTS- Espacio cerrado- Bolivia).

“Por pensiones, pero como te digo en vano te agarras un abogado, está mal presentado el informe, al 
abogado le hacen rehacer y al final te cansas y lo dejas así…” (MTS- Espacio abierto- Bolivia).

“Ya se sabe que por ser trabajadoras sexuales no nos van a hacer caso. Las denuncias, las engavetan. 
Mire mi caso: archivado. El decir de ellos es que ‘son de la calle’. Va más la discriminación que la igual-
dad… Eso explica la inapetencia de acudir a esos lugares” (MTS, espacio público, El Salvador). 

En este sentido, la distancia que manifiestan sentir respecto de la Justicia y la desconfianza que sienten 
respecto de sus posibilidades de obtener de ella una protección de sus derechos no es muy diferente a la 
de otros sectores excluidos y vulnerables de las respectivas sociedades. 

“Como puedes ir a denunciar, que vas a ir a decir también, por ejemplo a la policía soy prostituta y me 
acaban de violar o soy prostituta y no me han pagado, que vas ir a decir, de hecho a ver deme sus datos 
y ellos que van a colocar en su documento, vino tal trabajadora sexual” (MTS- Espacio cerrado, Bolivia).

"No nos vinculamos con la justicia, tampoco nos darán apoyo" (MTS, Espacios Abiertos, Chile).

“He pagado más de un millón de colones en abogados. Voy a cada audiencia y me juzgan por ser prosti-
tuta. En cada audiencia le digo al juez “si lo soy, soy puta, así es como me mantengo, y de paso me ha 
servido para defenderme” (MTS, espacio cerrado, Costa Rica).

“La mayoría son hombres y hay poca intervención de las mujeres. Y si es mujer, es difícil meterse en los 
zapatos de una trabajadora sexual. Cuando tuve un caso, la jueza se echó a matarme. Se comió a mi 
abogada, la dejó corta” (MTS, espacio público, El Salvador). 
“Si el juez se equivoca, jamás le van a pedir disculpas a una mujer. Sobre todo a una trabajadora sexual. 
¡Es duro!” (MTS, espacio público, El Salvador). 

“Por todas las instituciones del estado que como persona y ciudadana debieron de velar por mí y mi 
seguridad, no lo hicieron. Entonces yo me siento totalmente decepcionada, discriminada, desamparada. 
Es una sola corrupción. El fiscal junto con la persona, yo me di cuenta, no me lo dijeron directamente, 

pero a mí me lo dijo otra persona de la fiscalía. Me tacharon de vaga, que no tenía nada que hacer, que 
por eso andaba denunciando a la gente, y que yo había tenido una relación de pareja con la persona y 
que como él ya no me hacía caso a mi yo tomaba esa iniciativa de denunciarlo y nada que ver” 
(MTS espacio cerrado, Nicaragua).

El acceso a la justicia es sin duda una deuda de todas las democracias latinoamericanas. Entendida como lo 
expresa el Pacto de San José de Costa Rica, donde expresamente se dispone que: “toda persona tiene derecho 
a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus 
funciones oficiales” y que es un deber del Estado adoptar todos los recursos legales y técnicos suficientes para 
asegurar que el acceso a la justicia se torne realmente operativa y no quede en una mera expresión de deseos. 

Sin embargo, podemos decir que en el caso de las trabajadoras sexuales el estigma y la discriminación que 
sufren agravan la situación de desprotección y de vulneración de derechos ante el accionar del Poder judicial. 

En muchos casos, frente a la necesidad de litigar por sus derechos como mujeres o madres, ocultan su condi-
ción de trabajadoras sexuales porque han comprobado que el conocimiento de esta condición por parte de los 
operadores judiciales sólo lleva a más maltrato, a exigencias de coimas y favores sexuales (tal como sucede 
también con los miembros de las fuerzas de seguridad) y a decisiones o sentencias que las discriminan y desfa-
vorecen, muchas veces sustentadas en normas que así lo posibilitan. 

“Nunca dije que era trabajadora sexual, yo siempre digo que cuido a una vieja…”
(MTS, espacio cerrado, Nicaragua).

“Yo tengo compañeras atormentadas porque no las pueden encontrar los ex maridos haciendo este 
laburo porque les sacan a los hijos (…) a veces los maridos tienen guita y le pueden sacar los chicos a las 
chicas” (MTS, espacio cerrado, Argentina).

Algunas prácticas son similares a las que ejercen los integrantes de las fuerzas de seguridad, consistentes en 
distintas formas de violencia y coacción, que en caso de las MTS incluyen muchas veces corrupción y abuso 
sexual:

“Yo sé que ahí, por de bajera, hubo dinero. Ellos dos estaban confabulados. Por eso el juicio no prosperó, 
porque ellos ya estaban hablando” (MTS, Espacio cerrado. Nicaragua).

“Ella fue a la corte por un tema de alimentos, porque el padre de su bebé no pagó en los últimos tres 
años…no hicieron nada. Se entrevistó con un oficial de policía. El policía le ofreció arrestar al ex el mismo 
día si la MTS aceptaba tener sexo con él. Ella le dijo “ya te están pagando por tu trabajo”…luego logró 
contactar a un alto funcionario judicial que también le hizo propuestas sexuales. Ella decidió encontrarse 
con él por la mañana y darle el servicio y a cambio el juez arrestó al marido la misma tarde. Se sintió 
coercionada por el sistema judicial solo por querer proteger sus derechos básicos como madre y provee-
dora de sus hijos” (MTS, Belice).

No obstante, cabe distinguir situaciones en que las prácticas de violencia institucional por parte de los funcio-
narios judiciales se diferencian de las de otros servidores públicos.

Prácticas que rayan en la complicidad con los perpetradores directos de violencia institucional a través de falta 
de respuesta judicial o respuesta inadecuada, que es ya sabida y esperada por los mismos, que propicia la 
repetición crónica de tales violaciones y la total indefensión de las víctimas terminan constituyendo una 
“garantía de impunidad” para dichos abusos y desalientan la búsqueda de justicia.

Acciones u omisiones
Delegación de la investigación: La figura del fiscal responde al sentido de restringir la delegación de 
funciones en la institución policial, con el objeto de evitar la afectación de garantías constitucionales. Cuando 
se delega la función investigativa hacia la institución policial o de seguridad este sentido no se cumple. En la 
información recogida en este estudio, los funcionarios judiciales aparecen como los actores que están detrás 
de las órdenes de allanamiento y quienes eventualmente tomarán declaraciones. En ocasiones uno o más 
oficiales de justicia llegan desde el inicio de las intervenciones, dedicándose a observar las acciones policiales, 
conversar con los administradores y revisar documentos, pero normalmente no tienen contacto directo con las 
trabajadoras del lugar.

“Siempre ha habido fiscales, pero ellos están a favor, pero de la otra parte. En realidad casi nunca han 
interactuado con nosotras. Siempre miran nomás” (MTS, espacio público, Perú).

 “Vinieron la policía, también los fiscales. Pero los fiscales estaban abajo, con el administrador y el dueño 
y su abogado” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“La fiscalía no te dice nada, los otros lo que te tratan mal, los asistentes y los que les acompañan con el 
uniforme de la fiscalía” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

En Argentina, muchos allanamientos son ordenados por un juez de la Justicia Federal en casos de investigacio-
nes por Trata de personas con fines de explotación sexual. En esos casos participan las profesionales del 
Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a personas damnificadas por el delito de trata. Dichas 
auxiliares de la justicia, en general psicólogas, si bien no suelen maltratar abiertamente a las MTS autónomas 
que se encuentran en el establecimiento allanado, las someten a largas sesiones de interrogatorio, en las que 
buscan probar la situación de explotación sexual o trata, y descreen de sus testimonios. 

“Las psicólogas en los allanamientos no es que te tratan mal, es que no te creen. Ellas quieren que vos 
les contestes lo que tienen escrito y si vos no les contestas lo que ellas quieren, te dan vuelta, te dan 
vuelta, te forrean14 … Te agarran de la manito y te dicen: lo que quieras contarme, queda acá. Si querés 
contarme, podes contarme, y vos la mirás: ¿qué querés que te cuente? ¿A ver? Una re psicopateada 
mal… unas psicólogas te tienen que tratar bien… Se supone que la psicóloga te tiene que ayudar” (MTS 
espacio cerrado, Argentina).

Dilaciones: Se incluyen demoras o detenciones en la investigación y/o el proceso judicial más allá de los 
tiempos y plazos establecidos y que pueden considerarse razonables. 

“Y después pasaron unos meses, dos meses, me llaman para declarar del juzgado número tanto (…) 
‘pero tenés que presentarte porque te va a llegar la citación a tu casa’ y yo eso no quiero, tengo una hija 
grande y otra chiquita, más allá de que en el papel no va a decir “sos prostituta” pero no. Le digo que yo 
prefiero acercarme así, fui tan voluntariosa, a las 9 ya estaba ahí, le toqué la ventanita, le presenté mis 
documentos y me dice ‘¿viniste sola?’, ‘sí’ le digo, ‘¿no te dijeron que tenés que venir acompañada con la 
gente de trata?’ me dice. ‘No’, le digo (…) y me dice ‘mirá, ahora delante del doctor, decí la verdad’ ‘¿Pero 
qué verdad? A mí usted me tomó declaración ahí arriba’, yo me acordé de ella, (…) y le digo ‘¿de qué 

verdad? Con toda mi ignorancia, te voy a preguntar, ¿vos me estás diciendo que yo cambie mi declara-
ción? ¿Eso no es falso testimonio? ¿No voy a ir presa por eso, por mentir?’ y me dijo ‘no, porque en el 
allanamiento le tomamos la declaración y eso no es una declaración jurada, no es válido. Vos tenés que 
decir la verdad, nosotros queremos saber quién es el dueño, si vos estabas ahí por tu propia voluntad’ ‘43 
años tengo ¿Quién me puede obligar? ¿No te parece?’ aparte de eso le digo que yo entraba a las 9 de la 
mañana y a las 6 de la tarde me iba, porque si alguien te retiene contra tu voluntad, vos no salís afuera 
y le digo ‘yo necesito saber de qué va esto, porque estoy perdiendo mi día, mi horario de trabajo’, ya eran 
las 11 y media de la mañana, yo me quería ir a trabajar, a toda costa me quería ir, horas me tuvieron ahí, 
como si fuera una delincuente” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“La mayoría de veces disque que toman la declaración y la dejan por ahí y no proceden o muchas veces 
te manda a ti a llevar la orden porque el aguacil no está o hay que pagarles para que él la lleve.” 
(MTS, espacio cerrado, Rep. Dominicana).

Falsa imputación (causa armada): para justificar ex post facto la actuación irregular de las fuerzas 
policiales o de seguridad sobre la base de la comisión de un supuesto delito.

"A mi amiga la PDI le dijo que desistiera de ese caso, porque nadie le iba a creer, la dejaron llena de more-
tones los carabineros. Le dijeron que no siguiera jodiendo, que ni fuera a la justicia" (MTS, Espacios 
Abiertos, Chile).

“…Primero puse la denuncia en la Alcaldía, ellos llegaron a inspeccionar pero nunca me resolvieron. 
Después fui a la policía, a dos distritos de la policía fui y casi me tiraron la puerta en la policía. Por último 
fui al Ministerio Público, que pensé que era el que iba a garantizar mis derechos, fue peor porque ahí 
hasta me violentaron más mis derechos, hubo calumnias. Parece que una de las personas que yo estaba 
acusando estaba confabulada con el fiscal, que en ese tiempo era el encargado de esa unidad, como que 
ellos estaban confabulados y hasta se inventó una calumnia que ante un Dios no es cierto. Yo me sentí 
totalmente decepcionada, desmoralizada, me sentí realmente que ya no valía la pena seguir luchando 
hasta los que yo pensé que iban a defender mis derechos me hundieron más. Me han boleado, me han 
hecho perder el tiempo. Total y la verdad hasta me perdieron papeles”(MTS, lugar cerrado. Nicaragua).
Falsa tipificación (carátula): Alude a presentaciones en relación a hechos donde sólo se investiga una 
única hipótesis, habiendo elementos que indicarían otras vías de investigación. 

“[En la comisaría, la oficial] me dijo que no sabían de qué robo le estaba hablando y le dije que yo no me 
iba mientras que no me devuelvan [el dinero incautado], que ya suficiente que los chorros me robaron 
como para que nos sigan robando ellos. Ella se va a una oficina, se va a hablar con el que estaba de 
encargado en ese momento ahí, sale la chica de ahí, me lleva a la oficina, me voy y me dice ‘usted fue 
víctima de esto, tatatata’, ‘si’ ‘¿Puede salir y esperar que yo la llamo? Y habló con la jueza encargada, con 
quien corresponde para su devolución’. Me siento ahí y espero ahí, y allí le he visto al agente B. que es el 
que le corresponde la brigada, lo reconocí había estado en mi casa, se hizo pasar por miembro del 
consorcio…por eso digo, es hostigamiento” (MTS espacio cerrado, Argentina).

Falta de resguardo de información privilegiada: no se preserva la confidencialidad de datos 
sensibles o se da a publicidad a través de medios de comunicación que son informados sobre los procedimientos. 

“Las fuerzas de seguridad acostumbran llevar cámaras y filmar a las Trabajadoras sexuales. Incluso a 
veces van acompañados de periodistas, lo cual pone en riesgo la intimidad personal y familiar” 
(MTS, Perú).

“En estos procedimientos llevan medios de comunicación que, en el intento de tener noticias, no respe-
tan nuestra dignidad, nos tratan como a delincuentes y vulnerando el derecho a la privacidad” 
(MTS, Bolivia).

“Una vez carabineros allanó la galería y estaban por todas partes, vinieron con la TV y decían que tenían 
que grabar todo y toda la gente mirando, como si fuéramos delincuentes y cerraron los café con los 
clientes y todo” (MTS, Espacios Cerrados, Chile).

Impedimentos en constitución de la querella; Apunta a dar cuenta de aquellas situaciones en que no se habili-
ta a la víctima (a su representante legal o sus herederos), en observancia de los requisitos establecidos por la 
ley, para constituirse como tal, a efectos de participar activamente en el proceso, sea para impulsar el mismo, 
proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos, formular acusación o recurrir, con los límites y 
alcances que el propio ordenamiento jurídico que lo regula establezca.

“He llegado también casi parecido a la compañera, pero en este caso me hicieron muchas citaciones y 
el juez, el mismo juez, ya me tiene que decir a mí ‘señora, mejor concilie porque va a perder, y pierde 
tiempo, concilie’. Y he tenido que conciliar prácticamente, y ahí quedó” (MTS, espacio cerrado, Perú).

“No corre ninguna denuncia, nos dicen que tenemos que tener abogados, y tranzan siempre, y ¿de 
dónde vamos a sacar plata para abogados?, si nos llegan a tomar la denuncia ahí nomás queda y termi-
na en la nada” (MTS Espacio cerrado, Paraguay).

“En una ocasión me pusieron corriente, la policía tiene unos bastones. Me llevaron a la comisaría, yo 
pedí la presencia del fiscal de turno, llamé, no sabían cómo, pero yo hice la llamada. Vino el fiscal, ni 
siquiera es el fiscal, es el adjunto del fiscal y me dijo ‘a ver, ¿qué tanto me perturbas la noche para venir, 
a ver, qué te han hecho? Yo le enseñé, ‘señor, mire aquí están las marcas que me han hecho’. Él me dijo 
‘¿tú crees que ellos van a perder el tiempo contigo, tú crees que te van a marcar, me haces perder mi 
tiempo, qué quieres, irte para seguir chambeando?, ya vete, vete’. ‘No, yo quiero denunciar’, le dije. 
‘¡Qué vas a denunciar!, mírate, ellos son profesionales, ¿tú, qué eres?’, así me dijo el fiscal” (MTS, espa-
cio público, Perú).

Con frecuencia, las denuncias de las MTS son desestimadas como no justificadas, poco graves o sin posibilidad 
de obtener la respuesta que la MTS espera. No se respeta su derecho al debido proceso.

“Ellos no hacen nada. Aunque denunciáramos, no hacen nada. Cuando les decimos que somos trabaja-
doras sexuales, cierran el caso… Cuando una es trabajadora sexual, la justicia la discrimina” (MTS, espa-
cio cerrado, El Salvador). 
 

Una situación específica de este tipo que sufren las MTS es la discriminación por el ejercicio del trabajo sexual, 
sobre todo en lo relativo a la custodia y cuidado de sus hijos. 

“Cuando se trata la denuncia sobre la familia y va el marido, sabes que trabajas en este ambiente, es 
bien difícil sacarles asistencia familiar, es bien, bien difícil, ‘bueno quieres hacerme la denuncia y quieres 
plata, etas trabajando de puta, ganas más que yo y si me haces el proceso yo te voy a sacar en prensa o 
les voy a decir a tus hijos y a tu familia’ y es con la amenaza que tienen con la mayor parte a las 
chicas”(MTS- Espacio abierto – Bolivia).

“Yo tenía a mi ex compañera que ella estaba con el tema de la nena porque el padre se la sacó pero por 
otros temas, por violencia, por todo. El chabón dijo que ella era trabajadora sexual con los abogados y 
todo, ella le dijo que sí, pero los abogados, no sé bien cómo fue, le dijeron que mientras ella trabaje y no 
sea bajo su techo de su hijo, no hay ningún problema. Ella trabaja en el centro y mientras los hijos no 
estén allá, no tiene nada que ver” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“Yo si tuve ese problema, por ser trabajadora sexual, realmente tuve ese problema que a mí me querían 
quitar a mis hijos, solo por el hecho de ser trabajadora sexual y realmente yo fui hasta acusada de…, o 
sea no me pusieron trabajadora sexual si no que era…que era una prostituta, que era una bola…, que no 
le ponía atención a mis hijos que no sé qué, que no sé cuánto, que solo en la calle pasaba” (MTS, Espacio 
cerrado, Honduras).

Restricción de información: Hace referencia a situaciones en las que tanto las víctimas como sus familiares no 
logran contar con información relativa a la tramitación / seguimiento de actuaciones. Se incluyen aquí faltas de 
información sobre datos concretos de las causas, solicitudes tendientes a requerir audiencias con las autorida-
des judiciales (tales como fiscal, juez o defensor), etc.

“La última vez que me fui a Comodoro [Tribunales Federales], me fui con M.C. que es abogada, ella quiso 
ver el expediente y no se lo permitieron, le dijeron que no, que no se puede (…) ellos dicen que no, que no 
hay nadie imputado ahí” (MTS espacio cerrado, Argentina).

“A uno le violan el derecho de la privacidad y confidencialidad, … y allí dicen ‘aquí andan unas putas 
denunciando, rameras’, no le dicen Trabajadoras Sexuales, ‘mire haga una cosa’, y cuando uno vuelve la 
mandan de un lugar a otro lugar, le dicen ‘está en proceso’, de ultimo aquello se engavetó, y al policía le 
dicen ‘te vamos a trasladar unos días’, y después uno mismo se aburre porque si no toman en cuenta lo 
que uno denuncia le dicen ‘váyase para ese lado, para el otro’. Le dicen ‘este es un proceso’ y ni siquiera 
le han dado tramite, uno mismo se aburre si no lo toman en cuenta” (MTS, Espacio abierto, Honduras).

“No podía avanzar mi proceso, la de la comisaria nunca encontraba mi expediente. Nunca me lo encon-
traba, por un tiempo lo dieron por perdido; la llamo por teléfono y le digo que me había hecho los docu-
mentos y me dijo que no los encontraba. Me fui donde el encargado, el que manda. Y dijo que no le 
gustaba” (MTS, Espacio cerrado, Nicaragua).

“Se me habían juntado todas las actas y llegó un momento (…) tenías que ir con un abogado. El abogado 
siempre era el del quinto piso de tribunales, viste que había un abogado gratuito. Fui con ese abogado, 
aparentemente llamaban a los testigos de las actas, que nunca se presentaban y eso te quedaba como 
nulo. Cuando no se presentaban los testigos, quedaban con el acta nula” (MTS espacio público, Argentina).

El proceso de “pasar por el pianito” (toma de huellas dactilares) y ser fichada tiene efectos intimidatorios para 
las MTS, quienes al desconocer el curso de la causa judicial, temen tener antecedentes o estar siendo buscadas 
por la justicia. Estos procedimientos hacen que, aun no habiendo cometido ningún delito, se perciban a sí 
mismas habitando un espacio de ilegalidad y clandestinidad, incrementándose así el estigma, la autodiscrimi-
nación y restringiéndose la posibilidad de ejercer derechos. 

Así, una MTS que estuvo en un allanamiento por trata y fue citada a declarar en la Justicia Federal, temió por 
su situación:

“[En el juzgado] cuchichean ahí y yo me digo ‘la puta madre, voy presa, ¿a quién maté? Yo soy prostituta’ 
(…) y no dije que estuve en el otro allanamiento que me ficharon porque tenía miedo de ir presa” 
(MTS espacio cerrado, Argentina).

CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 
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En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 
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En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 

 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



CONCLUSIONES 

» En ninguno de los 14 países en estudio el trabajo sexual autónomo está expresamente prohibido por 
la legislación. Si se respetaran y aplicaran los derechos humanos establecidos en todas las Constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales ratificados por dichos países, el trabajo sexual y quienes lo 
ejercen no deberían sufrir estigma, discriminación y vulneración de sus derechos, salvo en forma excep-
cional. Tampoco existe una legislación específica que regule la actividad, a nivel de los países, elaborada 
con la participación de las organizaciones de mujeres trabajadoras sexuales con una perspectiva de 
derechos. 

» Este vacío legal deja el espacio para que diversas normativas de menor jerarquía, apoyadas en una 
valoración negativa y prejuiciosa que aún impera en la sociedad sobre esta actividad, y en la persecución 
de delitos como el proxenetismo, la explotación de menores, la trata de personas, el tráfico de drogas, 
entre otros, habiliten la criminalización del trabajo sexual y el ejercicio de un poder arbitrario, en general 
represivo y violento, por parte de las fuerzas de seguridad, sobre las personas que ejercen el trabajo 
sexual, tanto en espacios abiertos como cerrados, constituyendo un caso claro de violencia institucional. 
Agregando mayor complejidad a la situación, en muchos países subsisten regulaciones a nivel local que 
definen condiciones de funcionamiento para los locales donde se ejerce el trabajo sexual, para el uso del 
espacio público para ese fin, para el control de salud de las personas que lo realizan, entre otras. En casi 
todos los casos, dichas regulaciones no se definen en función de la protección de derechos de las traba-
jadoras sexuales a buenas condiciones de trabajo, protección de salud integral, etc. sino que tienden 
más bien a “proteger” a la sociedad en general, a los clientes, y a los que lucran con la actividad de las 
MTS. Asimsimo, las actuales leyes contra la trata de personas con fines de explotación sexual, en lugar 
de distinguir la trata del trabajo sexual y trabajar articuladamente con las organizaciones de MTS para la 
lucha contra este delito, en la mayoría de los países agravan la situación de clandestinización y criminali-
zación de las trabajadoras sexuales. 

» Por su parte, ante los actos de violencia y discriminación que sufren las MTS tanto de la sociedad en 
general como en el marco de su trabajo o su vida familiar, y sobre todo por parte de las fuerzas de seguri-
dad que deberían defenderlas, los actores del Poder Judicial, en lugar de protegerlas ante la vulneración 
de sus derechos, participan del mismo prejuicio y sus actuaciones refuerzan la indefensión y vulnerabili-
dad de estas mujeres, quienes además de sufrir por su condición de género comparten las mismas 
dificultades para el acceso a la justicia que tienen todos los sectores populares en nuestros países, de los 
cuales provienen y forman parte. 
La violencia institucional se expresa en una multiplicidad de formas, tales como: discriminación racial, 
sexista y por trabajadora sexual, detenciones forzosas e ilegales, requisas y control abusivo de identidad 
y/o carnet de salud, allanamientos intempestivos, homicidios, malos tratos y violencia física, tortura 
psicológica, sometimiento e incomunicación, extorsión, intimidación, violaciones y abuso sexual, exhibi-
ción de imágenes sin autorización, exigencia de sexo a cambio de libertad, etc. Es, además, llevada a 
cabo por diversos agentes del estado.

» La sufren tanto las MTS que trabajan en espacios abiertos (calles, plazas, parques, estaciones de trans-
porte, etc.), como en los diversos espacios cerrados (apartamentos, prostíbulos, saunas, bares, etc.), con 
algunos matices diferentes según las características del espacio. Según las condiciones sociales y la 
reglamentación de cada país, en algunos países las MTS describen como más seguros unos u otros espa-
cios, pero en todos ellos el supuesto básico es que su actividad laboral está mal considerada y que deben 
realizar distinto tipo de concesiones o negociaciones para mejorar su situación y condiciones de trabajo. 

En los países de Centroamérica y del Caribe el alto grado de violencia y criminalidad callejera que ha 
llevado a la militarización de los espacios urbanos produce una mayor indefensión a las MTS que traba-
jan en la calle, mientras que en otros los espacios cerrados son los más sujetos a intervenciones policia-
les y judiciales que vulneran sus derechos (Argentina, por ej.). Existen también diferencias entre las MTS 
que trabajan en las capitales o grandes ciudades y las que lo hacen en ámbitos rurales o pueblos más 
pequeños, pero esto ha sido poco explorado en el diseño de esta investigación. 

» De tal forma, tanto las MTS de espacios abiertos como cerrados se ven expuestas a un despliegue 
permanente de mecanismos de inspección y control por parte de distintos actores estatales que hace 
que, aun cuando no estén cometiendo delito alguno con su actividad, se perciban a sí mismas en un 
espacio de ambigüedad, ilegalidad y clandestinidad. Ello incrementa el estigma y la auto discriminación, 
e impacta negativamente en la posibilidad de ejercer derechos. En este marco, las MTS resultan visibles 
en tanto potenciales víctimas, contraventoras y/o responsables criminales, pero se encuentran despoja-
das de derechos como ciudadanas y trabajadoras, en la medida en que el trabajo sexual no constituye 
una actividad incorporada a la esfera de los intercambios económicos legítimos y regulados por el 
estado en tanto tales. 

» Si bien la tarea realizada por las ONMTS de divulgación, empoderamiento y defensa de las MTS ante 
las violaciones a sus derechos comienza a convertirlas cada vez más en sujetas de derechos en todos los 
países analizados, aún es grande la cantidad de MTS que no conoce sus derechos ni los instrumentos 
legales e institucionales que podrían utilizar para defenderse, o que, conociéndolos, no logra hacerlos 
respetar por la situación de desequilibrio de poder existente, y en muchos casos terminan aceptando 
que las situaciones abusivas son propias e inevitables del trabajo que hacen.

» Para lograr un cambio en estas prácticas y mejorar la situación de respeto de los derechos de las MTS, 
las participantes de los grupos focales y las representantes de las organizaciones de cada país coinciden 
en líneas generales en que, además del reconocimiento y regulación del trabajo sexual como tal desde 
una perspectiva de derechos, es necesario revisar y derogar todas las normativas que, en distintos 
niveles, habilitan los atropellos de los actores estatales, y sancionar efectivamente las prácticas corrup-
tas. Concuerdan también en la necesidad de amplias y continuadas campañas de divulgación orientadas 
a la opinión pública, y procesos de sensibilización y formación orientados a las jefaturas, el personal 
operativo y el personal administrativo de las instituciones públicas a nivel nacional, departamental y 
municipal.

RECOMENDACIONES

A continuación se presentan las recomendaciones a partir de la identificación de cambios en las prácticas de 
las fuerzas de seguridad y justicia que es necesario instrumentar para incidir en la disminución de los casos de 
violencia institucional, a las ONMTS y a la población de MTS en general para poder fortalecer al sector ante 
situaciones de violencia institucional.

Para los Gobiernos Nacionales, provinciales y municipales

 La derogación de todas las leyes que penalizan la oferta/demanda de servicios sexuales y las normati-
vas que persiguen el libre ejercicio del trabajo sexual.

 El reconocimiento del Trabajo Sexual como trabajo atendiendo a las recomendaciones de organismos 
como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y las Naciones Unidas. 
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 Que las políticas anti-trata no sean utilizadas como excusa para llevar adelante detenciones arbitra-
rias hacia las trabajadoras sexuales.

 Generar o profundizar instancias de diálogo de los Estados, en sus diferentes niveles, con las organi-
zaciones de trabajadoras sexuales.

 Formular políticas públicas eficientes para prevenir, combatir y sancionar la discriminación y toda 
forma de violencia contra las trabajadoras sexuales.

 Establecer o fortalecer mecanismos de seguimiento y monitoreo a los hechos de discriminación y/o 
violencia contra las trabajadoras sexuales en el marco de los crecientes consensos respecto a la erradi-
cación de las múltiples violencias contra las mujeres.

 Establecer mecanismos efectivos de protección frente a la actuación de las fuerzas de seguridad e 
instituciones públicas que desarrollen conductas de discriminación y violencia hacia las trabajadoras 
sexuales.

Generar dispositivos o espacios con participación de la Sociedad Civil para el control y monitoreo del 
accionar de las fuerzas de seguridad que reporten en el marco de las campañas contra la violencia 
institucional.

 Consolidar espacios de observatorio e investigación de la problemática que permitan dimensionar el 
fenómeno y las consecuencias de la clandestinidad del trabajo sexual. 

 Promover el respeto a los derechos humanos de las trabajadoras sexuales a partir de la visibilización 
de las mismas en los procesos de monitoreo y evaluación del cumplimiento de los derechos contenidos 
en los instrumentos internacionales existentes referidos a los derechos de las mujeres en general y de 
violencia hacia las mujeres en particular.

Para las Fuerzas de Seguridad y el Sistema Judicial

 Introducir espacios de capacitación para el personal policial, judicial y de rescate sobre las normas de 
derechos humanos relativas al trabajo sexual, los derechos de las mujeres y la identidad de género.

Fortalecer en las currículas de formación del personal policial y judicial, contenidos actualizados 
sobre los protocolos de actuación y recomendaciones de organizaciones de DDHH sobre el tema de la 
violencia institucional.

Abstenerse de realizar procedimientos policiales y administrativos sin la debida orden judicial, así 
como cualquier otra práctica que denote arbitrariedad policial o violencia institucional. Ajustar las 
actuaciones policiales a los protocolos institucionales, claramente definidos. Aplicar las sanciones 
tipificadas en los instrumentos de Ley que regulan el ejercicio de funcionarios públicos cuando se 
comprobare la comisión de delito en procesos de violencia institucional.

Crear los lineamientos de una ruta para la prevención de violencias institucionales hacia MTS, que 
reconozca el enfoque de género, y determine de manera concisa hasta dónde llegan las competencias 
de las Fuerzas de seguridad del Estado y los Agentes de Justicia. Dicha ruta debe promover un enfoque 
de derechos y la promoción del mismo, como mecanismo para que las MTS puedan exigir sus derechos 
en caso de que éstos sean vulnerados. 

Es importante también establecer una Ruta o Protocolo Institucional para la restitución de derechos 
de las MTS que ya han sido vulneradas por la violencia institucional. Al igual que ha sucedido con otras 
poblaciones, ésta debe propender a la generación de planes integrales de atención a las víctimas de 
dichas violencias y generar mecanismos para la restitución de sus derechos y los de sus familias. 

La experiencia de las mujeres trabajadoras sexuales como facilitadoras judiciales para que puedan 
acompañar a las compañeras en los procesos de denuncias o gestiones en las diferentes instituciones 
del Estado, como la Procuraduría de Derechos Humanos, Ministerio de la Familia, Policía Nacional, 
Ministerio Público u otras instituciones, experimentada por REDTRASEX-Nicaragua / Girasoles-Nicara-
gua y otras organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales de América Latina y Caribe merece ser 
estudiada, sistematizada y replicada como una experiencia exitosa a nivel regional. Los y las facilitadoras 
judiciales representan un puente entre la comunidad y el poder judicial, pues estas se capacitan para 
asesorar y acompañar casos de denuncias. Ser parte de las facilitadoras judiciales da mayores herra-
mientas a las trabajadoras sexuales para la defensa de sus derechos y suma al reconocimiento de las 
trabajadoras sexuales como ciudadanas y defensoras de derechos humanos

Experiencias como las Líneas directas para denunciar situaciones de violación a los derechos huma-
nos y violencia institucional hacia las MTS, como los casos de Panamá y Argentina, pueden ser experien-
cias exitosas a ser replicadas a nivel regional por los sistemas de justicia y defensorías públicas.

Para el Sistema de Naciones Unidas y sus Agencias 

Brindar apoyo y acompañar a las organizaciones nacionales de mujeres trabajadoras sexuales en las 
acciones de incidencia política para la denuncia de la vulneración a sus derechos humanos y el cese de 
la violencia, el estigma y la discriminación

Acompañar y dar apoyo a las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales para el seguimiento 
y monitoreo de los indicadores de la Metas de Cero Discriminación, fruto del Llamado a la Acción sobre 
“Mejorar la prevención combinada del VIH para fortalecer el continuo de la prevención y la atención”, 
adoptado por los países de América Latina y el Caribe durante el Foro de Rio de Janeiro que se llevó a 
cabo en agosto de 2015.

Abogar para que los gobiernos de la región alcancen una verdadera inclusión, tal como se definió en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento 
para todas las mujeres. En este sentido, reconocer y regular el trabajo sexual como un trabajo, acompa-
ñando a los gobiernos en las políticas de prevención y sanción de toda forma de violencia contra las 
trabajadoras sexuales, es fundamental.

Conformar al interior de la Asamblea General de Naciones Unidas un grupo de trabajo para monito-
rear las violaciones a los Derechos Humanos de las trabajadoras sexuales.

Incorporar lineamientos dentro de los documentos vinculados a la erradicación de las violencias 
contra las mujeres que se refieran específicamente a la problemática de las mujeres trabajadoras sexuales.

Para las organizaciones nacionales de trabajadoras sexuales

 Las ONMTS deberán seguir trabajando coordinadamente y en alianza con los distintos organismos 
nacionales e internacionales para promover los proyectos de ley y lograr la regulación del trabajo sexual 
en sus respectivos países y la región. Todo intento de legislación y reglamentación del trabajo sexual 
deberá considerar como esencial la participación activa y protagónica de las organizaciones de MTS.

 Fortalecer la inclusión de la perspectiva de las MTS en otras políticas y programas públicos que contri-
buyan a la promoción y protección de derechos así como a la visibilización de la problemática de las 
Trabajadoras Sexuales. 

 Fortalecer a la organización desde el trabajo con las miembros de la organización, instalando proce-
sos de información y capacitación sobre los derechos y garantías de las MTS al interior de la organización 
y las bases para lograr mayor comprensión de la realidad que las afecta y de las herramientas que 
puedan serles útiles para la defensa de sus derechos y espacios de trabajo, especialmente en los temas 
de las denuncias, ejercitando prácticas superadoras del estigma y la discriminación, que se fortalecen 
con el miedo asociado al acto de denunciar.

 Construir un sistema de información u observatorio sobre situaciones de violación de derechos de 
MTS con enfoque territorial y diferencial, para empezar un proceso de reconocimiento de realidades 
territoriales diversas. Eso incluiría que las ONMTS conozcan la diferenciación entre cómo se da la violen-
cia institucional en los espacios públicos y las prácticas violatorias de DDHH en espacios cerrados o priva-
dos para dar respuestas adecuadas a cada una de ellas. Ello permitiría replicar la experiencia de la 
RedTraSex en la presentación de Informes nacionales de países miembros sobre casos de violencia 
institucional hacia las MTS ante organismos regionales y mundiales como la ONU, OEA, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), entre otros.

 Favorecer los vínculos con potenciales organizaciones aliadas, estratégicas en la lucha de las ONMTS, 
como son las centrales sindicales, las direcciones de género de los sindicatos, los movimientos sociales 
amplios, las organizaciones del movimiento feminista y de mujeres, las organizaciones de derechos 
humanos, los ámbitos académicos; para ampliar su radio de acción y crear vínculos con dichas organiza-
ciones para un trabajo de incidencia más efectivo en las instancias locales, municipales, nacionales y 
regionales. Una experiencia en este sentido es en Argentina la creación de FUERTSA (Frente de Unidad 
Emancipatorio por el Reconocimiento de los Derechos de las/os trabajadoras/es sexuales), alianza de 
colectivos y organizaciones de la sociedad civil interesados en visibilizar estas violencias y pugnar por el 
reconocimiento de los derechos humanos de quienes ejercen el trabajo sexual.

 Generar espacios de acompañamiento y asesoramiento de MTS para generar mayores acercamien-
tos con la justicia y garantizar el cumplimiento de derechos asegurando “denuncias seguras”.

 Propiciar campañas de comunicación que contribuyan a revisar prejuicios y a construir una imagen 
de las mujeres trabajadoras sexuales como mujeres trabajadoras. 

Preparar material para entregar a las MTS informando sobre la temática, los marcos legales (p.ej., 
ordenanzas municipales, decretos supremos, etc.) y los procedimientos a seguir en caso de arresto, 
acusación o detención policial; así como también acerca de los servicios jurídicos a su disposición.

Desarrollar una estrategia de visibilización de las violaciones de derechos humanos de las MTS y de 
esclarecimiento sobre los efectos negativos de la normativa vigente y de la falta de regulación del traba-
jo sexual dirigida a los medios de comunicación. 
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GLOSARIO
 

 RedTraSex: Red Latinoamericana de Trabajadoras Sexuales. La RedTraSex tiene por objeto la defensa, 
promoción, reconocimiento y respeto de los derechos humanos de las mujeres trabajadoras sexuales, 
en particular de sus derechos laborales. Se fundó en 1997 y está compuesta por organizaciones de 15 
países de mujeres trabajadoras sexuales.

 Sistema Interamericano de Derechos Humanos: El SIDH constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos, y provee un recurso a los habitantes de América que han sufrido 
violación de sus derechos humanos por parte del Estado. Los pilares del sistema son: la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) con sede en la ciudad de Washington D.C. y la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, en San José de Costa Rica. El sistema interamericano de derechos humanos 
se fundamenta en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos (1948) y en la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos, suscrita en 1969 y vigente desde 1978.

 Trabajadora o trabajador sexual: Persona adulta de 18 años o más según la edad de adultez estable-
cida por país, de cualquier género, que recibe dinero o bienes a cambio de la prestación con consenti-
miento entre las partes, de servicios sexuales, de forma regular u ocasionalmente.
Trabajo Sexual Autónomo: Indica generalmente un intercambio de servicios sexuales entre personas 
adultas con consentimiento, a cambio de alguna forma de remuneración, en el cual la persona que 
vende y la que compra, acuerdan las condiciones del intercambio sin intervención de terceros.

SIGLAS

• AMET: Autoridad Metropolitana de Transporte - República Dominicana

•AMMAR: Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina

•ASMUBULI: Asociación de Mujeres Buscando Libertad - Colombia

•CADH: Convención Americana de Derechos Humanos

•CAM: Cuerpos de Agentes Metropolitanos en El Salvador

•CGTP: Confederación General de Trabajadores del Perú 

•CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

•CSJ: Corte Suprema de Justicia

•DDHH: Derechos Humanos

•DIECP: Dirección de Investigación para Evaluación de las Denuncias de Policías de Honduras.

•ETS: Enfermedades de Transmisión Sexual

•FAES: Fuerzas Armadas Especiales de El Salvador

•Fundación Margen: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Chile

•Asociación Girasoles. RedTraSex Nicaragua. Asociación de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Nicaragua

•La Sala: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Costa Rica

•MDDP: Mujeres con Dignidad y Derecho de Panamá.

•MODEMU: Movimiento de Mujeres Unidas - República Dominicana

•MP: Ministerio Público

•MTPS: Ministerio del Trabajo y Previsión Social de El Salvador

•MTS: Mujeres Trabajadoras Sexuales

•OM: Movimiento de Mujeres Orquídeas del Mar. El Salvador

•OMES: Organización de Mujeres en Superación (Guatemala)

•ONAEM: Organización Nacional de Activistas por la Emancipación de la Mujer. Bolivia

•ONMTS: Organización Nacional de Mujeres Trabajadoras Sexuales

•ONU: Organización de las Naciones Unidas

•PNC: Policía Nacional Civil El Salvador

•RedTraSex: Red de Trabajadoras Sexuales de América Latina y El Caribe

•RedTraSex Honduras / REMUDE: Red de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Honduras

•RedTraSex Perú: Red de Mujeres Trabajadoras Sexualues del Perú 

•SIDA: Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida

•SIDH: Sistema Interamericano de Derechos Humanos

•SITRASEXGUA: Sindicato de Trabajadoras Sexuales Autónomas de Guatemala

•TIKKUN OLAM: Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales de Belice

•UNES: Unidas en la Esperanza. Organización de Mujeres Trabajadoras Sexuales del Paraguay

•VIH: Virus de Inmunodeficiencia Humana.

 



Ammar (Argentina)
Web: www.ammar.org.ar
FB: /ammar.nacional
TW: @AmmarRedtrasex

Onaem (Bolivia)
FB: /Onaem Bolivia
TW: @ONAEM_Bolivia

Margen (Chile)
Web: http://fundacionmargen.cl/
FB: /fundacion.margen
TW: @fundacionmargen

Asmubuli (Colombia)
FB: /asmubulicolombia
TW: @ASMUBULI

La Sala (Costa Rica)
Web: http://asociacionlasala.blogspot.com.ar/
FB: /organizacionlasala
TW: @AsociacioLaSala

Orquídeas del Mar (El Salvador)
FB: /movimientodemujeresorquideasdelmar
TW: @MOrquideas

OMES (Guatemala)
FB: /Organización-Mujeres-En-Superación
TW: @omesguate

Girasoles (Nicaragua)
FB: /Redtrasex-Girasoles-Nicaragua
TW: @GirasolesNic

UNES (Paraguay)
FB: /UNESPY
TW: @UnesPy

MODEMU (Rep Dominicana)
FB: /MODEMU
TW: @MODEMUTRSX

MDDP (Panamá)
FB: /mujerescondignidadyderecho
TW:@mdd_panama

Redtrasex Perú (Perú)
FB: /redtrasex.peru
TW: @REDTRASEXPERU

Asociación de Mujeres Meretrices de la Argentina
en Acción por sus Derechos

Red de Trabajadoras Sexuales de Honduras (Honduras)
Web: https://redtrasexhonduras.wordpress.com/
FB: www.facebook.com/redtrasexhonduras
TW: @redtrasex_hn



www.redtrasex.org facebook.com/redtrasex twitter.@redtrasex


